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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Visión General

1. Desde su último examen en 1998, el Uruguay ha adoptado medidas para agilizar los trámites aduaneros y adecuar su régimen comercial a las reglas multilaterales, en particular a través de la adopción de la definición de la OMC de valor de transacción y la eliminación de los precios mínimos de importación (llamados "precios mínimos de exportación").  A pesar del progreso realizado, hay lugar para mejorar ciertos aspectos de los procedimientos aduaneros, tales como reducir el porcentaje de productos sujetos a inspección física y documental.

2. Los aranceles son el principal instrumento de protección en frontera.  Todos los aranceles son ad valorem.  El arancel promedio simple NMF fue del 9,3 por ciento en 2005, comparado con un 12,2 por ciento en 1998.  Esta reducción se debió principalmente a la eliminación del incremento arancelario mantenido entre 1998 y 2003.  Los productos agrícolas (definición de la OMC) reciben una protección arancelaria promedio (9,7 por ciento) ligeramente mayor que los productos no agrícolas (9,3 por ciento).  El arancel da muestras de progresividad.  El Uruguay aplica el Arancel Externo Común del MERCOSUR con excepciones.  El Uruguay ha consolidado su universo arancelario completo, lo cual incrementa la predictabilidad de su régimen comercial.  Sin embargo, persiste una brecha considerable entre los niveles arancelarios aplicados y los consolidados, ya que el nivel promedio del arancel consolidado es del 30,7 por ciento.  

3. Aparte de los aranceles, el Uruguay aplica otras cargas exclusivamente a las importaciones, tales como la comisión del Banco de la República Oriental del Uruguay del 2,5 por ciento del valor c.i.f., y una tasa consular del 2 por ciento del valor c.i.f.  La carga impositiva que recae solamente sobre las importaciones es por lo tanto más elevada que lo indicado por el arancel promedio.  Además, durante el período en examen se aplicaron derechos de importación especiales ("Derechos específicos de importación") sobre algunos productos textiles.  

4. Con algunas excepciones, las importaciones reciben trato nacional en la aplicación de los impuestos internos.  Las excepciones incluyen el Impuesto Específico Interno (IMESI), que cuando se aplica a ciertas bebidas sin alcohol varía según el contenido nacional.  Además, en algunos casos el IMESI se cobra sobre valores fictos fijados por el Poder Ejecutivo, que para la importación de cerveza, bebidas sin alcohol, alimentos líquidos y los amargos se calculan como el valor fijado para los productos nacionales multiplicado por dos, lo que tiene por resultado una mayor carga tributaria para los productos importados.  Por otro lado, el esquema del pago anticipado del IVA sobre las importaciones impone una carga financiera adicional a los importadores.  

5. Durante el período bajo examen, el Uruguay inició cinco investigaciones antidumping y aplicó por primera vez derechos antidumping (sobre ciertos productos oleaginosos).  De acuerdo con su última notificación a la OMC, el Uruguay no aplicó ninguna medida compensatoria entre enero de 1998 y diciembre de 2002. El Uruguay mantiene legislación que le permite imponer medidas comerciales especiales para restringir las importaciones, y bajo la cual se han tomado medidas en contra de algunos productos argentinos.  

6. El Uruguay somete varios productos a licencias de importación no automáticas, incluyendo ciertos textiles y calzado y los neumáticos nuevos.  Además, diversos productos requieren autorización previa de una entidad gubernamental por razones sanitarias o fitosanitarias, de seguridad o de protección del medio ambiente.  El Uruguay ha impuesto nuevas medidas sanitarias y fitosanitarias e introducido reglamentos técnicos adicionales, habiendo notificado a la OMC tres medidas sanitarias y fitosanitarias y dos reglamentos técnicos durante el período bajo examen.  

7. El Uruguay concede incentivos fiscales a las exportaciones bajo diferentes regímenes;  la devolución de impuestos indirectos y de tributos a las exportaciones requiere que el producto exportado contenga un mínimo del 20 por ciento de insumos domésticos.  El Uruguay ha notificado a la OMC que su régimen de la industria automotriz otorga subvenciones.  El Uruguay mantiene compromisos en la OMC con respecto a las subvenciones a la exportación de ciertos productos agropecuarios, pero ha notificado que, en la práctica, no ha concedido subvenciones.

8. Se aplican impuestos a la exportación de ciertos cueros;  las exportaciones de algunos otros productos agropecuarios están sujetas a impuestos o gravámenes para financiar ciertos organismos agropecuarios.  Pueden aplicarse prohibiciones a la exportación, o someter éstas a requisitos especiales por razones tales como para asegurar la satisfacción de las necesidades del país.  Existe una prohibición a las exportaciones de chatarra de acero y de fundición de hierro.  

9. Los precios en el Uruguay se determinan en función de las oscilaciones del mercado, aunque se aplican precios administrados para algunos productos agropecuarios y se fijan las tarifas máximas de algunos servicios públicos.  En relación con la política de competencia, el Uruguay no posee una ley comprehensiva, aunque existen normas específicas en sectores específicos.  A principios de 2006, la Asamblea General estaba considerando un proyecto de ley para restringir las prácticas anticompetitivas.  

10. El Uruguay cuenta con varios esquemas de incentivos a la inversión que complementan algunas ayudas gubernamentales dirigidas a actividades específicas.  La Ley de Inversiones de 1998 establece el marco general de incentivos a la inversión en el Uruguay, a través principalmente de franquicias fiscales.  La Ley contempla la posibilidad de otorgar incentivos a actividades que, entre otras cosas, faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones o fomenten la utilización de mano de obra e insumos locales.  Cabe preguntarse si los beneficios de los incentivos otorgados sobrepasan su costo para el erario, particularmente tomando en cuenta la situación deficitaria del sector público uruguayo.  Las autoridades indicaron que se está realizando un estudio al respecto. 

11. La participación del Estado en la economía sigue siendo considerable, especialmente en el sector de los servicios (ver el capítulo IV).  El Uruguay notificó a la OMC que la única empresa comercial del Estado existente es la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland, la cual tiene el monopolio sobre la importación y refinación de petróleo crudo y derivados del petróleo, excepto lubricantes y asfalto, y sobre la importación y exportación de combustibles.

12. El Uruguay no es parte del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  Desde 2002, se vienen adoptando medidas para incrementar la transparencia de la contratación pública.  Aunque la legislación dispone que ésta se lleve a cabo mediante licitación pública abierta, y el principal criterio para evaluar una licitación es el precio, se conceden preferencias de hasta el 10 por ciento a los ofertantes nacionales sobre el valor agregado nacional. 

13. Durante el período bajo examen, el Uruguay modificó su legislación en materia de patentes y marcas de fábrica, así como de derechos de autor para cumplir con las disposiciones específicas del Acuerdo sobre los ADPIC.  Se permiten las importaciones paralelas de productos patentados, pero no de aquéllas protegidas por derechos de autor.
2) Medidas que Afectan Directamente a las Importaciones 

i) Procedimientos, documentación y registro

14. Desde el anterior Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay la legislación aduanera ha sido objeto de algunas modificaciones y se ha simplificado la documentación aduanera con la introducción del Documento Único Aduanero.  El Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), a través de la Dirección Nacional de Aduanas (DNA), es la institución encargada de la administración de los procedimientos de importación.

15. Las operaciones de importación están definidas en el Código Aduanero Uruguayo (aprobado por el Decreto-Ley Nº 15.691 de 27 de noviembre de 1984) y los procedimientos están codificados en los Decretos Nº 570/994 de 29 de diciembre de 1994, y N° 312/998 de 3 de noviembre de 1998.  Según las autoridades, los procedimientos de importación se aplican de la misma forma a todas las fuentes y a todos los regímenes de importación, incluyendo admisión temporaria e importaciones en zonas francas (véase la sección 3) iv)).
16. Conforme al Decreto N° 333/92 de 16 de julio de 1992, todos los importadores (así como los exportadores y todos los demás operadores de negocios) deben inscribirse en el Registro Único de Contribuyentes.  Además, rigen numerosas prescripciones de registro referentes a determinados productos (cuadro III.1).  El registro de los medicamentos y demás productos afines, materias primas, medicamentos semielaborados y cosméticos de uso humano tiene validez por cinco años;  los demás registros no tienen límite de tiempo.  La importación de varios productos está sujeta a prescripciones de registro por razones sanitarias o fitosanitarias (véase la sección 2) ix)).

Cuadro III.1
Requisitos de registro para los importadores y sus productos

	Producto
	Requisito
	Entidad registradora/
emisora 
	Fundamento legal

	Insecticidas, acaricidas, nematicidas, rodenticidas, bactericidas, fungicidas, y fitorreguladores y productos de similar uso agrícola
	Registro del producto;
autorización de comercialización 
	MGAP
	Decreto Nº 149 de 5 de marzo de 1977

	Medicamentos y demás productos afines, materias primas, medicamentos semielaborados y cosméticos de uso humano  (incluye protectores solares clasificados como cosméticos)
	Registro del importador;  registro del producto a granel (semielaborado) en el caso de medicamentos y exclusivamente terminado en el caso de cosméticos;  certificado de autorización del país de origen 
	División de Productos de Salud, Departamento de Medicamentos y de Alimentos, Cosméticos y Domisanitarios del Ministerio de Salud Pública
	Decreto-Ley Nº 15.443 de 5 de julio 1983;  Decreto Nº 521 de 22 de noviembre de 1984; Decreto Nº 324 de 12 de octubre de 1999 (para medicamentos), y Decreto N° 95/90 de 1990 (para cosméticos).  El registro de productos farmacéuticos registrados y elaborados en un Estado parte productor, similares a productos registrados en el Estado parte receptor en el ámbito del MERCOSUR se rige por las normas aprobadas en la Resolución 23/95 GMC  

	Equipos médicos y dispositivos terapéuticos, reactivos de diagnóstico
	Registro del importador y del producto;
autorización del país de origen
	Departamento de Tecnología Médica del Ministerio de Salud Pública
	Decreto Nº 165 de 8 de junio de 1999

	Cristales oftálmicos (o sus sucedáneos plásticos) coloreados o no, de uso terapéutico o protector
	Registro del importador
	Departamento de Tecnología Médica del Ministerio de Salud Pública
	Decreto Nº 474 de 30 de julio de 1968

	Cuadro III.1 (continuación)

	Bebidas (bebidas sin alcohol, aguas minerales y sodas, otras bebidas sin alcohol)
	Registro del importador y del producto
	Servicio de Regulación Alimentaria o de Bromatología de la Intendencia Municipal respectiva para bebidas con edulcorantes nutritivos y aguas y Departamento de Alimentos del  Ministerio de Salud Pública en caso de bebidas con edulcorantes no nutritivos y aguas envasadas
	Decreto Nº 184 de 3 de junio de 2004

	Productos domisanitarios
	Registro del importador y del producto; certificado de autorización del país de origen
	Departamento de Alimentos, Cosméticos y Domisanitarios del Ministerio de Salud Pública
	Decreto Nº 307 de 2 de agosto de 2001

	Equipos médicos que emitan radiaciones ionizantes
	Registro del importador y del producto
	Departamento de Tecnología del Ministerio de Salud Pública y en la DINATEN del Ministerio de Industria, Energía y Minería
	Decreto Nº 53/004 de 12 de febrero de 2004


Fuente:
Secretaría de la OMC.

17. Conforme al artículo 82 del Código Aduanero Uruguayo, el despacho de aduana exige la intervención de un despachante de aduana.  Las operaciones aduaneras deben solicitarse, declararse y autorizarse por medio de una declaración jurada de las mercaderías ante la Aduana (el Documento Único Aduanero, (DUA)).  Con la información suministrada por el importador, el despachante de aduana llena el formulario electrónico del DUA
 y la Declaración de Valor en Aduana (DVA), y los envía a la DNA.  Una vez que ha recibido el número de registro del DUA, el despachante de aduana paga los impuestos adeudados en el Banco de la República Oriental del Uruguay (BROU), que informa del pago a la DNA.  El despachante de aduana recibe entonces un mensaje de la DNA, que sobre la base de parámetros preestablecidos (análisis del riesgo) asigna un canal de inspección, pudiendo ser esta asignación aleatoria.  El tiempo promedio de despacho es de 6 horas.
18. El Decreto Nº 570/994 de 29 de diciembre de 1994 define tres canales de inspección:  rojo, naranja y verde.  En el caso del canal verde, las mercancías se entregan de inmediato sin ningún control de la documentación ni verificación del valor en aduana;  en el caso del canal naranja las mercancías son objeto de control de la documentación (lo que incluye el análisis del valor en aduana);  y en el caso del canal rojo las mercancías son objeto de control de la documentación e inspección física.  Las autoridades indicaron, que en 2005 el porcentaje de las importaciones que pasaron por el canal rojo fue del 70 por ciento, habiendo disminuido dicho porcentaje al 57 or ciento en 2006.  También indicaron que ha habido una reducción del porcentaje de mercancías sujeto a control aleatorio.
19. El DUA original impreso debe presentarse a la DNA con los siguientes documentos originales:  factura comercial definitiva; copia del título de transporte (conocimiento de embarque, marítimo, aéreo, o terrestre);  packing list (según el caso);  certificado de origen si corresponde;  factura de flete y seguros pagados (cuando la condición de entrega de la mercadería no los estipule y no estén declarados en el título de transporte); y cualquier otro documento, resolución, certificado o autorización necesario para la importación (como el certificado fitosanitario o zoosanitario) o para aplicar un tratamiento preferencial por motivos tributarios o no tributarios.  

20. El costo de tramitación del DUA es el 0,2 por ciento del valor c.i.f. de las mercancías importadas, con un máximo de 50 dólares de los EE.UU.  Según  el artículo 60 del Código Aduanero Uruguayo, se aplican las mismas formalidades tanto a mercancías sujetas al pago de tributos o exoneradas de ellos.  
21. Existe un Despacho Urgente que se usa para la importación de ciertas mercaderías.
  En este caso, no es necesario presentar ninguno de los documentos siguientes:  la copia del conocimiento, la lista de contenido cuando corresponda, la factura del flete y seguro, la factura comercial.  Respecto a las dos últimas se requiere aportar la justificación de que esos documentos existen y corresponden con los datos declarados.  El declarante debe completar los datos faltantes dentro del plazo de 15 días corridos siguientes al cumplido provisorio.

22. Rigen procedimientos aduaneros y/o requisitos de documentación especiales en diversos casos, que incluyen ciertos productos alimenticios, textiles y vehículos automóviles, así como diversas mercancías en tránsito (cuadro III.2).  Algunos de esos productos, como los aceites, azúcar refinado con destino industrial, productos textiles, y calzados también están sujetos a licencias de importación (cuadro III.9).

23. Entre abril de 2002 y marzo 2003, con el fin de adoptar medidas similares a las adoptadas por la Argentina, rigieron procedimientos de importación especiales para las importaciones procedentes de ese país.
  Para los productos enumerados en los anexos II y III del Decreto Nº 113/002, la DNA sólo aceptó el DUA cuando el importador acreditó que la operación estuvo documentada con una carta de crédito con intervención de un banco, y con los plazos mínimos de financiamiento de 90 ó 180 días;  los productos enumerados en el anexo I estaban exentos de esta medida.
 

24. Mediante el Decreto Nº 312/988 de 3 de noviembre de 1998, se dictaron nuevas normas relativas a la estructura operativa de la DNA.

25. Por la Decisión Nº 50/04 del Consejo del Mercado Común del MERCOSUR de 16 de diciembre de 2004, el MERCOSUR adoptó una Norma relativa al Despacho Aduanero de Mercancías, que define en términos amplios las reglas comunes para los procedimientos de importación, aunque a febrero de 2006, la Decisión no estaba en vigor.  Durante el anterior Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay se preveía que el Código de Aduanas del MERCOSUR se completaría en julio de 1998;  la Decisión Nº 54/04 del Consejo del Mercado Común del MERCOSUR, de 16 de diciembre de 2004 prevé la vigencia del Código “no más allá” del año 2008.
Cuadro III.2
Requisitos especiales para trámites aduaneros o de documentación

	Producto
	Requisito especial
	Fundamento legal

	Aceites
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo
	Decreto Nº 275/001 de 17 de julio de 2001

	Aceite comestible refinado de origen vegetal
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo y deben tomarse muestras para análisis

Garantía aplicable a la importación de aceite comestible refinado puro, originario o procedente de la Argentina, en $EE.UU. 0,32 por litro (eliminada el 15 de febrero de 2002)
	Decreto Nº 469/001 de 30 de noviembre de 2001

	Azúcar refinado con destino industrial
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo, y el Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU) debe examinar el producto
	Decreto Nº 388/00 de 27 de diciembre de 2000 y Resolución S/NRO/001 de 23 de febrero de 2001

	Whisky
	Régimen de tránsito aduanero especial, incluso el uso de un formulario especial y garantía del 140% de su valor en aduana
	O/D Nº 79/96 de 6 de septiembre de 1996; Decreto Nº 353/96 de 5 de septiembre de 1996;  Decreto Nº 471/96 de 5 de diciembre de 1996

	Cigarros, cigarrillos y tabaco (NMC 24.02)
	Régimen de tránsito aduanero especial, incluso el uso de un formulario especial y la garantía del 100% de su valor en aduana
	O/D Nº 79/96 de 6 de septiembre de 1996; Decreto Nº 353/96 de 5 de septiembre de 1996;  Decreto Nº 471/96 de 5 de diciembre de 1996

	Gas natural
	Todos los DUA de Importación o Tránsito se tramitan en la Administración de Aduana de Colonia

Los despachos se hacen a mes vencido y los despachantes y firmas importadoras tienen un plazo de 10 días corridos para presentar los DUA correspondientes al mes inmediato anterior
	Orden del día de la DNA (O/D) N° 160/2002 de diciembre de 2002

	Productos textiles originarios de países no integrantes del MERCOSUR (desde el 1º de febrero de 2001)
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo;  extracción de muestras para análisis técnico (para ciertos productos)
Derechos de Importación Específicos (entre enero de 2001 y junio de 2002)
	Decreto Nº 394 de 27 de diciembre de 2000;  O/D Nº 54/00 de 23 de noviembre de 2000

	Calzados (capítulo 64 de la NCM)
	La verificación debe llevarse a cabo a través del canal rojo.  La importación está sujeta a la extracción de muestras cuando la Dirección Nacional de Industrias (DNI) así lo disponga
	Decreto Nº 265 de 11 de julio de 2001, Decreto Nº 257/03 de 25 de junio de 2003 (derogado), y Decreto Nº 251/005 de 15 de agosto de 2005

	Fonogramas
	Certificado expedido por la Asociación General de Autores del Uruguay (AGADU), para demostrar que cumplen las normas relativas al derecho de autor, a menos que tengan ya un contrato con la AGADU, con excepción de: material fonográfico para uso exclusivo de radiodifusión (con un máximo de tres ejemplares cada fonograma) por empresas de radiodifusión; y las encomiendas postales internacionales sin fines comerciales de un valor de hasta $EE.UU. 50
	Decreto Nº 134/95 de 28 de marzo de 1995, derogado por el Decreto N° 154/2004 de 3 de mayo de 2004

	Celulares
	Código DJAC como documento asociado al DUA, detallando el número identificador y la serie de cada aparato
	Decreto Nº 131/003 de 9 de abril de 2003;  Comunicado de la DNA N° 2/2003 de 22 de abril de 2003

	Vehículos usados
	Certificado de necesidad del MIEM y del MTOP
La DNI controla el valor c.i.f. del vehículo, y la DNA cobra los aranceles de importación sobre el valor c.i.f. dado por la DNI
	Ley N° 17.887 de 19 de agosto de 1985; y Decreto N° 727/91 de 30 de diciembre de 1991


Fuente:
Secretaría de la OMC.

26. Los contenciosos aduaneros se rigen por normas generales:  la Ley N° 15.524 de 9 de enero de 1984 (Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo) y el Decreto N° 500/91 de 1° de diciembre de 1991.
27. El Uruguay ha combatido el contrabando, que se considera provocado por la caída del tipo de cambio real y el incremento de la carga fiscal.
  Los principales productos afectados parecen ser el whisky, los cigarrillos, los artefactos electrodomésticos, discos compactos piratas, alimentos, equipos de informática y prendas de vestir.
  Según la DNA en 2005, las incautaciones se elevaron a 13,4 millones de dólares de los EE.UU.

ii) Valoración en aduana

28. Desde enero de 2001, el Uruguay aplica plenamente el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC, después de beneficiarse del período de cinco años concedido a los países en desarrollo para aplicar las disposiciones de ese Acuerdo y de un plazo adicional de un año para aplicar como base del valor en aduana el valor reconstruido.  Ya aplicaba totalmente las disposiciones del Acuerdo desde el 1º de enero de 2000 con la única excepción de la cláusula relativa a valores mínimos para una lista limitada de productos.  Según las autoridades, con los restantes Estados Partes del MERCOSUR Uruguay ha aplicado el Acuerdo desde 1995.  El Uruguay notificó su legislación nacional (Decreto Nº 574/994 de 29 de diciembre de 1994) y respondió a las preguntas de la Lista de cuestiones sobre valoración en aduana.
  Sin embargo, hasta mediados de 2005 no se había notificado a la OMC la plena aplicación del Acuerdo sobre Valoración en Aduana.  

29. En diciembre de 1999, el Uruguay formuló una reserva para mantener los valores mínimos oficialmente establecidos por un período transitorio de un año.
  Se le concedió el derecho de utilizar los precios mínimos en relación con un número limitado de productos hasta el 1º de enero de 2001.
  Esos precios mínimos, llamados "precios mínimos de exportación", se aplicaron a todas las importaciones con excepción de los países del MERCOSUR y estaban en vigencia en virtud del Decreto Nº 315/993 de 6 de julio de 1993.  Para desmantelar este sistema, a lo largo de los años se fue reduciendo el alcance y el número de los productos comprendidos en él.  En 1999 se aplicaban precios mínimos de exportación a 122 líneas arancelarias en los sectores de los textiles, las prendas de vestir y el azúcar.
  El MEF estaba autorizado a imponer "precios mínimos de exportación" cuando:  i) el precio de exportación del país de origen no se considera un precio internacional "normal", y ii) esto causa o amenaza causar un daño importante a una rama de producción nacional o un retraso de su desarrollo.
  Según el Decreto Nº 337/000 de 22 de noviembre de 2000 los últimos precios mínimos se eliminaron el 1° de enero de 2001.
30. El valor en aduana se determina de conformidad con el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.  La DNA puede aplicar una valoración basada en un valor distinto del valor de transacción cuando existen dudas acerca de la clasificación de un producto o su valoración.
  En este caso se aplica la Decisión 6.1 (Decisión Relativa a los Casos en que las Administraciones de Aduanas Tengan Motivos para Dudar de la Veracidad o Exactitud del Valor Declarado) del Comité Técnico de Valoración en Aduana de la OMC.  Las autoridades indicaron que en aproximadamente el 95 por ciento de los casos se aplica el valor de transacción.
31. Se encuentra en aplicación la Decisión 3.1 (Trato de los Intereses en el Valor en Aduana de las Mercancías Importadas) del Comité Técnico de Valoración en Aduana de la OMC, relativo a no incluir en el valor en aduana los intereses de financiación cuando estos se distingan del precio realmente pagado o por pagar y se consideren normales de acuerdo con las tasas vigentes.
32. Para determinar el valor en aduana de la mercadería usada en el caso de los bienes de capital, informática y telecomunicaciones se emplea el valor de transacción cuando los bienes han sido objeto de una venta inmediata anterior a la importación.  Si no ha habido venta anterior, el valor en aduana es el precio realmente pagado o por pagar (o el valor en estado nuevo, cuando el importador no puede acreditar el precio realmente pagado o por pagar), ajustado según la depreciación sobre la base de la fecha de compra, del siguiente modo:  un 20 por ciento hasta dos años;  un 30 por ciento entre dos y cuatro años;  un 40 por ciento entre cuatro y seis años;  y un 50 por ciento por más de seis años.
  Según el Decreto Nº 373/995 de 5 de octubre de 1995, para los demás bienes usados, la base para determinar el valor en aduana es el valor de un bien similar en estado nuevo.  También se aplican disposiciones especiales a los soportes informáticos, para los cuales sólo se tiene en cuenta el valor del soporte informático (con exclusión de los datos o instrucciones).
  
iii) Normas de origen

33. El Uruguay notificó a la OMC como normas de origen preferenciales el régimen general de normas de origen de la ALADI
, las normas de origen específicas de los Acuerdos de Alcance Parcial de la ALADI y el régimen de normas de origen del MERCOSUR.
  El Uruguay ha notificado a la OMC que no tiene normas de origen no preferenciales.
  

34. En el marco de la ALADI, en los acuerdos que no definen sus propias normas de origen se aplican las normas de origen generales de la ALADI.
  Conforme a esas normas, se confiere el origen a los productos:  si han sido elaborados en el territorio de uno de los signatarios utilizando exclusivamente materiales de otros signatarios;  o, cuando se han utilizado materiales de países no participantes, se ha producido un cambio de partida arancelaria;  o, cuando no pueda cumplirse este criterio, el valor c.i.f. de los insumos de materiales originarios de terceros países no exceda del 50 por ciento del valor f.o.b. del producto final.  En el caso de las operaciones de ensamble o montaje, el valor c.i.f. de los insumos originarios de terceros países no puede exceder del 50 por ciento del valor f.o.b. del producto final, salvo cuando se trata de países de menor desarrollo (esos países son Bolivia, el Ecuador y el Paraguay), para los cuales el límite es del 60 por ciento.

35. Conforme a las Decisiones Nos 6/94, 23/94, 16/97 y 3/00 y a la Resolución N° 27/01 del MERCOSUR, las normas de origen del MERCOSUR pueden ser generales o específicas.  Conforme a las normas generales, los productos tienen que haber sido obtenidos o elaborados íntegramente en el MERCOSUR;  cuando se utilizan materiales originarios de terceros países en la producción del bien, es preciso que se haya producido un cambio de la partida arancelaria;  o el valor f.o.b. del producto final no debe contener más de un 40 por ciento de insumos de terceros países (valor c.i.f.);  esto último se aplica también a las operaciones de ensamblaje o montaje.  Sin embargo, por la Resolución Nº 37/04, el contenido del valor agregado regional del Régimen de Origen MERCOSUR, que los Estados Partes aplican de forma temporal a su comercio recíproco, es del 50 por ciento durante los siete primeros años de vigencia del Acuerdo entre el MERCOSUR y la República de Colombia, la República de Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela (ACE Nº 59);  y del 55 por ciento a partir del octavo año de vigencia, con el objetivo de llegar al 60 por ciento del valor agregado regional más adelante (la fecha no está fijada).
  Rigen normas especiales para los productos químicos, de acero, de telecomunicaciones e informáticos, y los lácteos, papel, textiles y calzado.

36. Además del MERCOSUR, otros acuerdos concertados por el Uruguay en el marco de la ALADI tienen normas de origen propias.  Esos acuerdos son los siguientes:  acuerdos del MERCOSUR con Chile;  Bolivia;  México (únicamente para la industria del automóvil), el Perú;  y con Colombia, el Ecuador y Venezuela;  y el acuerdo bilateral del Uruguay con México;  el acuerdo del Uruguay con Cuba también aplica las normas de origen generales de la ALADI (véanse más detalles en el capítulo II 4)).

37. Con arreglo al Acuerdo del MERCOSUR con Chile (ACE Nº 35), se emplea como criterio general el cambio de clasificación arancelaria.  Cuando no es aplicable ese criterio, se confiere el origen si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no excede del 40 por ciento del valor de exportación f.o.b. del producto final.  En el Apéndice 1 a) del Acuerdo se establecen normas de origen especiales para los productos de los capítulos 28 y 29 del SA, a saber, que tienen que cumplir el criterio del cambio de partida arancelaria y los requisitos de contenido regional.  En el caso de ciertos productos (enumerados en el Apéndice 1 c)) el contenido regional tiene que ser por lo menos del 60 por ciento del valor f.o.b.   Algunos productos (que incluyen los de telecomunicaciones e informática) están sujetos a normas de origen especiales, basadas en los insumos originarios (Apéndice 3) o en procedimientos de producción específicos (Apéndice 4).
38. En el Acuerdo del MERCOSUR con Bolivia (ACE Nº 36), cuando no puede aplicarse el método del cambio de partida, se confiere el origen si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no excede el 40 por ciento del valor f.o.b. del producto final.  En las operaciones de montaje debe seguirse la regla del 40 por ciento a pesar del cambio de partida arancelaria.  El Acuerdo permite normas de origen específicas para ciertos productos (enumerados en su Apéndice 1). 

39. El Acuerdo del MERCOSUR con  México (ACE Nº 55), vigente para todos los Miembros del MERCOSUR excepto para el Paraguay, tiene por objeto liberalizar el comercio en la industria del automóvil, y define las normas de origen para ese sector.
40. El Acuerdo del MERCOSUR con el Perú (ACE Nº 58), confiere el origen a:  las mercancías enteramente obtenidas en el territorio de una Parte Signataria;  las mercancías que sean elaboradas en el territorio de una Parte Signataria exclusivamente a partir de materiales originarios de cualquiera de las Partes Signatarias; y las mercancías elaboradas en el territorio de una Parte Signataria que incorporen materiales no originarios de una Parte Signataria del acuerdo.  En este ultimo caso, se emplea como criterio general el cambio de clasificación arancelaria.  Cuando no es aplicable ese criterio, o en el caso de las mercancías que resulten de un proceso de ensamblaje o montaje, se confiere el origen si el valor c.i.f. de los materiales originarios de terceros países no excede del 50 por ciento del valor de exportación f.o.b. del producto final durante los primeros tres años, el 45 por ciento durante el cuarto, quinto y sexto año y el 40 por ciento a partir del séptimo año de la vigencia del Acuerdo.  El Acuerdo también contiene Regímenes Especiales de Origen entre el Uruguay y el Paraguay para algunos productos de los capítulos 50, 51, 52, 53, 55, 64 y 87.  El Acuerdo prevé la acumulación regional, incluyendo los materiales originarios de Bolivia y otros paises miembros de la Comunidad Andina.
41. En el Acuerdo entre los países miembros del MERCOSUR y Colombia, el Ecuador y Venezuela (ACE Nº 59) se definen las normas de origen con reglas diferentes según el país signatario.  Se concede el origen para los productos obtenidos íntegramente en un país signatario;  los productos elaborados con materiales no originarios de países signatarios como consecuencia de un proceso de transformación (incluido el ensamblaje o montaje) en un país signatario, que dé lugar a un cambio de partida arancelaria o, si el valor c.i.f. de los materiales no originarios no excede, en el caso del Uruguay, del 50 por ciento hasta 2011 (los siete primeros años del Acuerdo) y del 45 por ciento a partir de 2012;  y los productos obtenidos exclusivamente de materiales originarios de países signatarios.  El Acuerdo también estipula normas de origen específicas para la industria del automóvil y algunos otros productos, según el país signatario, que tienen precedencia sobre las normas de origen generales.  El Uruguay aplica normas de origen específicas a ciertos productos agropecuarios, del petróleo, azufre, textiles y calzado, en virtud de acuerdos bilaterales con Colombia, el Ecuador y Venezuela.  El Acuerdo prevé la acumulación regional, incluyendo los materiales originarios de Bolivia y el Perú.

42. El acuerdo bilateral de alcance parcial celebrado por el Uruguay con México también contiene normas de origen específicas.  El Acuerdo con México (ACE Nº 60) contiene normas de origen específicas para todas las líneas arancelarias;  en el caso del sector del automóvil (capítulo 87 del SA) se aplican las normas definidas en el ACE Nº 55.  

43. El Acuerdo de cooperación e intercambio de bienes en las áreas cultural, educacional y científica (AR Nº 7) emplea en general las normas de origen de la ALADI, con algunas modificaciones para los bienes culturales, educacionales y científicos.  

44. Se encuentran habilitados para emitir los certificados la Dirección Nacional de Industrias del MIEM y el MGAP (este último nunca ha hecho uso de su facultad).  También, existen tres entidades en el sector privado, en las cuales se ha delegado la emisión de los certificados:  la Cámara de Industrias del Uruguay;  la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay;  y la Cámara Mercantil de Productos del País.  El Área Comercio Exterior de la Dirección General de Comercio del MEF es responsable por la emisión de certificados de origen en el MERCOSUR.  Los certificados de origen tienen en general una validez de 180 días, y de 2 años en el caso del acuerdo entre el Uruguay y México (ACE N° 60).  

iv) Aranceles

a) Estructura arancelaria

45. El arancel aplicado por el Uruguay tiene 11.002 líneas (a un nivel de 10 dígitos) y sus tipos oscilan entre el 0 y el 55 por ciento.  El Arancel de Aduanas se basa en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA) de 2002.  Todos los aranceles son ad valorem y se perciben sobre el valor c.i.f. del producto importado.  El Uruguay concede al menos el trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.  No impone derechos de importación estacionales, temporales ni variables.

46. El promedio aritmético de los aranceles NMF en 2005 fue del 9,3 por ciento, menor que el 12,2 por ciento de 1998 debido en gran parte a la supresión del aumento arancelario temporal mantenido entre 1998 y 2003 (véase infra).  El promedio del arancel NMF aplicado fue del 9,7 por ciento para los productos agrícolas (definición de la OMC) y del 9,3 por ciento para los productos no agrícolas (véase el cuadro III.3).  La estructura arancelaria del Uruguay muestra una dispersión relativamente baja, con un coeficiente de variación del 0,7.

Cuadro III.3

Análisis resumido del Arancel NMF del Uruguay, 2005

	Designación de los productos
	Nº de líneas
	Promedio
(%)
	Tramo
(%)
	Coeficiente de variación
	Promedio de los tipos finales consolidadosa

	Total
	11.002
	9,3
	0 - 55
	0,7
	30,7

	SA 01-24
	1.490
	10,3
	0 - 55
	0,5
	35,2

	SA 25-97
	9.512
	9,2
	0 - 23
	0,8
	30,0

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	

	-  Productos agropecuarios (OMC)
	1.403
	9,7
	0 - 55
	0,6
	34,5

	-  Animales y productos de origen animal
	264
	9,1
	0 - 16
	0,5
	37,1

	-  Productos lácteos
	44
	15,0
	12 - 16
	0,1
	46,8

	-  Café y té, cacao, azúcar, etc.
	200
	14,2
	0 - 35
	0,3
	33,9

	-  Flores cortadas, plantas
	54
	5,5
	0 - 14
	0,6
	29,1

	-  Frutas, legumbres y hortalizas
	218
	10,3
	0 - 55
	0,4
	34,2

	-  Cereales
	41
	6,1
	0 - 12
	0,8
	45,7

	-  Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	129
	8,7
	0 - 25
	0,6
	34,3

	-  Bebidas y líquidos alcohólicos
	60
	17,1
	6 - 20
	0,2
	32,2

	-  Tabaco
	18
	13,8
	0 - 20
	0,4
	28,6

	-  Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	375
	6,6
	0 - 14
	0,6
	31,9

	Productos no agropecuarios (OMC) (incluido el petróleo)
	9.599
	9,3
	0 - 23
	0,8
	30,1

	-  Productos no agropecuarios (OMC) (excluido el petróleo)
	9.573
	9,3
	0 - 23
	0,8
	30,1

	   -  Pescado y productos de pescado
	346
	10,2
	0 - 16
	0,3
	35,0

	   -  Productos minerales, piedras preciosas y
   metales preciosos
	511
	7,7
	0 - 20
	0,7
	32,5

	   -  Metales
	798
	11,3
	0 - 18
	0,5
	33,6

	   -  Productos químicos y productos fotográficos
	3.182
	7,1
	0 - 18
	0,8
	24,1

	   -  Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	420
	14,3
	0 - 20
	0,4
	33,9

	   -  Madera, pasta de madera, papel y muebles
	407
	10,8
	0 - 18
	0,5
	29,2

	   -  Textiles y vestido
	1.171
	17,0
	2 - 20
	0,2
	34,4

	   -  Equipo de transporte
	218
	8,8
	0 - 23
	1,0
	32,2

	   -  Maquinaria no eléctrica
	1.160
	3,3
	0 - 20
	1,9
	32,6

	   -  Maquinaria eléctrica
	616
	9,0
	0 - 20
	0,9
	32,9

	   -  Productos no agropecuarios n.e.p.
	744
	11,2
	0 - 20
	0,8
	32,8

	- Petróleo
	26
	0,7
	0 - 6
	2,4
	35,0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	574
	7,1
	0 - 16
	0,6
	33,5

	Explotación de minas
	143
	3,4
	0 - 10
	0,6
	35,0

	Industrias manufactureras
	10.284
	9,5
	0 - 55
	0,7
	30,4

	Por capítulos del SA
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos del reino animal
	654
	9,0
	0 - 16
	0,4
	36,6

	  02  Productos del reino vegetal
	395
	7,8
	0 - 14
	0,5
	34,7

	  03  Grasas y aceites
	85
	10,6
	4 - 25
	0,5
	34,0

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	356
	15,1
	0 - 55
	0,3
	33,8

	  05  Productos minerales
	216
	2,5
	0 - 6
	0,7
	35,0

	  06  Productos de las industrias químicas y de las industrias conexas
	3.005
	6,7
	0 - 18
	0,8
	24,2

	  07  Plástico y caucho
	446
	11,6
	0 - 18
	0,5
	25,1

	  08  Pieles y cueros
	324
	12,0
	2 - 20
	0,6
	34,4

	  09  Madera y manufacturas de madera
	114
	7,8
	2 - 14
	0,5
	20,5

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	257
	11,2
	0 - 16
	0,4
	33,9

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	1.215
	16,1
	2 - 20
	0,3
	34,6

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	96
	19,1
	0 - 20
	0,1
	32,1

	  13  Manufacturas de piedra
	253
	10,7
	0 - 20
	0,4
	34,0

	  14  Piedras preciosas, etc.
	72
	9,6
	0 - 18
	0,7
	34,7

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	771
	12,0
	0 - 20
	0,4
	33,5

	  16  Máquinas y aparatos
	1.810
	5,5
	0 - 20
	1,4
	32,8

	  17  Material de transporte
	231
	8,6
	0 - 23
	1,0
	32,3

	Cuadro III.3 (continuación)

	  18  Instrumentos de precisión
	491
	8,6
	0 - 20
	1,0
	31,8

	  19  Armas y municiones
	21
	20,0
	20 - 20
	0,0
	34,4

	  20  Manufacturas diversas
	181
	17,7
	0 - 20
	0,2
	33,8

	  21  Objetos de arte, etc.
	9
	4,0
	4 - 4
	0,0
	35,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	1.300
	6,8
	0 - 20
	0,6
	34,2

	Productos semielaborados
	3.963
	8,8
	0 - 35
	0,7
	26,5

	Productos totalmente elaborados
	5.739
	10,3
	0 - 55
	0,8
	32,7


a
Se consignan tipos consolidados según la clasificación SA 96 y tipos aplicados según la clasificación SA 2002, por lo que puede haber diferencias en el número de líneas incluidas en los cálculos.

b
CIIU (Rev.2), excluida la electricidad (1 línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades del Uruguay.

47. Casi un 13 por ciento de las líneas arancelarias están libres de aranceles (cuadro III.4).  La proporción de líneas arancelarias que no están libres de aranceles a las que se aplican tipos del 2 por ciento o inferiores representa casi el 22 por ciento de todas las líneas (gráfico III.1).  En torno al 55 por ciento de las líneas están sujetas a tipos inferiores al 10 por ciento, y el 26 por ciento de las líneas a tipos superiores al 15 por ciento (crestas arancelarias internacionales).  Sólo se aplican aranceles del 35 por ciento o superiores a tres productos, a saber, dos productos del azúcar sujetos a un derecho del 35 por ciento, y los duraznos en almíbar, sujetos al tipo más elevado, del 55 por ciento.  Entre los grupos de productos con promedios arancelarios relativamente altos en 2005 cabe destacar las armas y municiones; el calzado, los sombreros y demás tocados; los textiles y el vestido y las preparaciones alimenticias (cuadro III.3).  Desde el último examen de sus políticas comerciales, el arancel del Uruguay ha pasado de tener 25 tramos a tener 17.
Cuadro III.4
Estructura del arancel de aduanas del Uruguay, 2005
(Porcentajes)

	
	
	2005

	1.
	Número total de líneas arancelarias
	11.002

	2.
	Aranceles no ad valorem (porcentaje de las líneas arancelarias)
	0,0

	3.
	Aranceles no ad valorem sin EAV (porcentaje de las líneas arancelarias)
	0,0

	4.
	Contingentes arancelarios (porcentaje de las líneas arancelarias)
	0,0

	5.
	Líneas arancelarias libres de derechos (porcentaje de las líneas arancelarias)
	12,9

	6.
	Promedio arancelario de las líneas sujetas a derechos (porcentaje)
	10,7

	7.
	"Crestas" arancelarias nacionales (porcentaje de las líneas arancelarias)a
	8,2

	8.
	"Crestas" arancelarias internacionales (porcentaje de las líneas arancelarias)b
	26,1

	9.
	Líneas arancelarias consolidadas (porcentaje de las líneas arancelarias)
	100,0


a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio global de los tipos aplicados.

b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos que superan el 15 por ciento.

Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades del Uruguay.

48. El arancel da muestras de progresividad, ya que las importaciones de materias primas están sujetas a un arancel más bajo (6,8 por ciento) que los productos semielaborados (8,8 por ciento) y los totalmente elaborados (10,3 por ciento) (véase el cuadro III.3).  

49. En 2004, los derechos de importación recaudados ascendieron a un total de 700,7 millones de pesos uruguayos (24,5 millones de dólares de los EE.UU.) y representaron el 1 por ciento de los ingresos fiscales totales; en 2005, se calcula que supondrán 685,3 millones de pesos uruguayos (28,0 millones de dólares de los EE.UU.).
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Gráfico III.1

Distribución por frecuencias de los tipos arancelarios NMF, 2005

Número de líneas

a

Porcentaje

Porcentaje acumulado

Número de líneas (% del total)

El número total de líneas es de 11.002.

Fuente : Cálculos de la Secretaría de la OMC, sobre la base de los datos facilitados por las autoridades del Uruguay.

a


50. El Uruguay aplica el Arancel Externo Común (AEC) del MERCOSUR desde 1995; las excepciones (véase infra) representan en torno al 13,5 por ciento de las partidas arancelarias.  En 1994 se preveía que los tipos arancelarios del Uruguay convergiesen con el AEC en 2006;  sin embargo, en 2003, por las Decisiones N° 31/03 y 34/03 del MERCOSUR, se concedió al Uruguay y al Paraguay una prórroga hasta el 2010.

51. Hasta 1997, los niveles del AEC estuvieron dentro de la horquilla del 0 al 20 por ciento, con algunas excepciones.  Sin embargo, salvo en el caso de determinados niveles específicos de la lista de excepciones, hubo un aumento transitorio de 3 puntos porcentuales en noviembre de 1997 que elevó el límite del AEC del 20 al 23 por ciento.
  Según la Decisión Nº 67/00 del MERCOSUR, en 2001 el repunte arancelario se recortó a 2,5 puntos porcentuales, y Según la Decisión Nº 06/01 del MERCOSUR, a partir del 1º de enero de 2002 se redujo de 2,5 a 1,5 puntos porcentuales.  Inicialmente se previó eliminar el aumento del 1,5 por ciento para el 31 de diciembre de 2002, pero la Decisión del Consejo del Mercado Común Nº 21/02 lo prorrogó hasta el 31 de diciembre de 2003, cuando se eliminó (salvo los vehículos que se aumentó al 23 por ciento y quedó a este nivel).  Los productos excluidos del aumento fueron los incluidos en la lista de los Anexos I y IV del Decreto Nº 484/997 de 29 de diciembre de 1997, los bienes de capital, informática y  telecomunicaciones, los productos incluidos en la lista uruguaya de excepciones al AEC (a los que se aplicaban aranceles nacionales), el azúcar y los productos del sector automotor listados en el Anexo III del Decreto.  Las importaciones de todos estos productos de países que no formaban parte del MERCOSUR estaban sujetas a aranceles establecidos por el mismo Decreto, con excepción de los del Anexo I, a los que se aplicaba el AEC.

52. El Uruguay, como otros miembros del MERCOSUR, ha establecido las siguientes excepciones al AEC:  la lista de bienes de capital (lista BK), que incluye 1197 ítems arancelarios en el nivel de las líneas arancelarias de 8 dígitos; la lista de bienes de productos de tecnología de la información y las telecomunicaciones (BIT), que comprende 427 ítems; y la lista de exenciones nacionales, conocida como lista básica de excepciones (LBE), que comprende 100 ítems.  Además hay una lista de excepciones, válida hasta el 31 de diciembre de 2008, que incluye 100 partidas arancelarias por cada Estado Miembro del MERCOSUR.
  Cada seis meses la lista puede modificarse como máximo en un 20 por ciento de los códigos.  Aparte de los 100 ítems mencionados, los reglamentos del MERCOSUR permiten al Uruguay mantener 125 ítems arancelarios más como excepciones al AEC; dichas excepciones tendrán validez hasta 2010.
  En los hechos, estas 225 ítems son considerados como una sola lista de excepciones. 
53. Los productos incluidos en las listas BK y BIT para los que el AEC es superior al 0 por ciento están sujetos a un arancel del 2 por ciento, con la excepción de los productos incluidos en los Anexos I y II del Decreto Nº 548/003 de 31 de diciembre de 2003, al que se aplican los aranceles establecidos en dicho Decreto.  Los bienes incluidos en el Anexo III del mismo Decreto están sujetos a un arancel del 0 por ciento.

54. Estaba previsto que el 1º de enero de 2006 entrara en vigor un Régimen Común de Bienes de Capital para los bienes no producidos en países del MERCOSUR (especificados en la Lista Común del Régimen), pero se postergó para el 1° de enero de 2009;  dicho Régimen prevé un arancel del 0 por ciento para las importaciones de tales productos.
  

55. Hasta la entrada en vigor del régimen común del MERCOSUR para el sector automotor, las importaciones procedentes de países que no forman parte del MERCOSUR y del Paraguay están sujetas a aranceles NMF; las importaciones procedentes de la Argentina y el Brasil se benefician de tipos preferenciales por acuerdos bilaterales existentes.  El Uruguay aplica aranceles del 5 por ciento (azúcar cruda) o del 35 por ciento a las importaciones de azúcar (SA 1701), independientemente de su origen;  el azúcar cruda de la región tiene arancel 0 por ciento. 

56. Mediante la Decisión del Consejo del Mercado Común Nº 36/03, de 15 de diciembre de 2003, y el Decreto Nº 149/004, de 5 de mayo de 2004 se estableció un régimen común para los bienes destinados a la investigación científica y tecnológica, que permite a las personas jurídicas sin fines de lucro importar dichos productos libres de derechos con fines de investigación científica y tecnológica.

b)
Consolidaciones arancelarias

57. En la Ronda Uruguay, el Uruguay consolidó todas las líneas arancelarias de los capítulos 1 a 97 de la clasificación del SA en niveles que oscilaban entre el 6 y el 55 por ciento, en un total de 23 tramos.  El arancel consolidado medio es del 30,7 por ciento; para los productos agrícolas (definición de la OMC), el promedio es del 34,5 por ciento, y para los productos no agrícolas, del 30,1 por ciento.  En las partidas en las que puede hacerse una comparación, a pesar de las diferentes versiones del SA utilizadas para los aranceles consolidados y los aplicados (SA 96 y SA 2002, respectivamente), no se ha detectado que ningún tipo aplicado supere su nivel consolidado.

58. El Uruguay consolidó la Comisión de servicios sobre las operaciones de importación como  "otros derechos y cargas" a un nivel del 3 por ciento sobre el valor c.i.f.
  Además del arancel, el Uruguay aplica otras cargas exclusivamente sobre las importaciones, tales como la comisión del BROU y una tasa consular (véase la sección 2) v)).

c)
Admisión en condiciones de favor

59. El Decreto Nº 380/004, de 22 de octubre de 2004, que derogó el Decreto Nº 420/90, de 11 de septiembre de 1990, aprobó un nuevo marco regulatorio para la admisión temporaria y la toma de stock.  Las modificaciones introducidas por las nuevas disposiciones fueron principalmente de procedimiento.  Los productos cuya entrada se aprobó mediante el nuevo régimen (Decreto Nº 380/004) incluyen los siguientes:  materias primas e insumos intermedios (incluso aquellos bienes que entran en el proceso de elaboración y sufren una sustancial transformación de estado, quedando incorporados al producto a exportar);  partes, piezas, motores y material (incluso todas aquellas partes de un conjunto que se importan para el armado, ajuste y preparación del conjunto, debiendo quedar incorporadas al producto a exportar);  envases y material para empaque (incluso los envases y los materiales empleados para su elaboración, que tienen como destino la exportación de mercancías, además de los cilindros de acero que se introduzcan al país conteniendo gases a presión);  matrices, moldes y modelos;  otros insumos (incluso los productos que se consumen en el proceso productivo sin incorporarse al producto terminado, pero que intervienen directamente en la elaboración y en contacto con el producto a exportar;  se consideran incluidos los envases y materiales para empaque destinados al acondicionamiento de productos intermedios para exportación indirecta, que se comercialicen internamente con ese único y expreso fin).  El régimen anterior (Decreto Nº 420/90) mencionaba expresamente los productos semielaborados y los productos agropecuarios.  Según el Código Aduanero Uruguayo (Ley Nº 15.691 de 7 de diciembre de 1984, con sus modificaciones), la importación en régimen de admisión temporaria está libre de todo tributo, incluida la comisión del BROU (Ley N° 16.492 de 2 de junio de 1994).  Según la Ley N° 16.492 y el Decreto N° 380/004 de 22 de octubre de 2004, los bienes pueden ser admitidos en régimen de admisión temporaria por un plazo máximo no renovable de 18 meses.  Conforme a los artículos 6 y 7 de dicho Decreto, la importación definitiva de esos bienes puede autorizarse para su entrada en el territorio aduanero nacional durante los 12 primeros meses mediante el pago de todos los derechos y tributos de importación con las actualizaciones, multas y recargos que correspondan, y mediante el pago de los derechos y tributos de importación si ésta se efectúa durante los seis últimos meses.  En el último caso citado, el artículo 7 estipula que los bienes deben ser verificados por la DNA a través del canal rojo.  Sin embargo, el artículo 7 también estipula que durante los seis últimos meses los bienes sólo pueden reexportarse en el mismo estado en que fueron importados si tienen como destino terceros países;  quiere decir que no se permite que se exporte a zona franca, para que no se use el régimen sólo para diferir impuestos.

60. La admisión temporaria de mercancías para su transformación y elaboración tiene que ser autorizada por el Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU), que hace el control técnico.  La importación definitiva y la reexportación tienen que ser autorizadas por el MIEM pero la solicitud debe dirigirse al LATU.  La tasa que cobra el LATU por estos servicios, conforme al régimen, varia entre 20 dólares de los EE.UU. y 40 dólares de los EE.UU. según el valor de los bienes admitidos.
  A las tarifas básicas indicadas, se le adiciona un 0,25 por ciento sobre los valores c.i.f. de las operaciones;  ninguna operación abona más de 2.000 dólares de los EE.UU. en aplicación de los criterios señalados

61. El Decreto Nº 380/004 de 22 de octubre de 2004 también cambió el régimen denominado "toma de stock".  Este régimen permite cursar libremente los bienes importados con destino a reposición de otros que hayan sido importados en forma definitiva y utilizados en la elaboración de productos exportados.  Conforme a los artículos 6, 7 y 23 de este Decreto, los bienes importados para reposición de stock deben ser de similares características y nivel de calidad que los utilizados para elaborar el producto exportado.  Para beneficiarse del régimen es preciso presentar al LATU y a la DNA los siguientes documentos:  el DUA de importación definitiva y el DUA de exportación.  El LATU verifica la documentación y emite un permiso de toma de stock.  Según lo estipulado en los artículos 25 y 26 del mismo Decreto, la importación de bienes para reposición de stock debe realizarse dentro de un plazo de 18 meses contados desde la importación definitiva.
  

62. La Ley Nº 16.906 de 7 de enero de 1998 estableció un sistema de promoción de inversiones que otorga beneficios puntuales según los proyectos de inversión presentados y beneficios  automáticos para determinado tipo de bienes y actividades  (véase el capítulo III 4) iii)).  Este sistema sustituye al creado por el Decreto-Ley Nº 14.178, al cual sólo se hace referencia a los efectos de determinar cuáles son los beneficios que el Poder Ejecutivo está facultado a otorgar.

63. También existen exenciones arancelarias para los bienes destinadas a las industrias forestales (véase el capítulo IV 2)).
  La Ley de Pesca (Ley N° 13.833, de 29 de diciembre de 1969) también dispone la exoneración de derechos sobre las maquinarias y equipos para el desarrollo de la actividad pesquera.  La maquinaria agrícola se beneficia del régimen de admisión temporaria establecido por el Decreto N° 232/991 de 2 de mayo de 1991 (véase el capítulo IV 2)).
  

64. Conforme al Código Aduanero Uruguayo, los bienes y servicios importados a las zonas francas están exonerados de todos los derechos de importación (véase la sección 3) iv) b)).  

d)
Preferencias

65. En febrero de 2005, el Uruguay otorgaba preferencias arancelarias a las importaciones originarias de la Argentina, el Brasil y el Paraguay en el marco del MERCOSUR;  y de Bolivia, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Perú y Venezuela con arreglo a diversos Acuerdos de Complementación Económica (ACE) (véase también el capítulo II).  Para los bienes no comprendidos en esos acuerdos rige el mecanismo general de preferencias de alcance regional (PAR) de la ALADI.

66. En virtud del mecanismo de las preferencias de alcance regional de la ALADI (PAR Nº 4), sus miembros (la Argentina, Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y Venezuela) otorgan una reducción arancelaria preferencial del 20 por ciento a las importaciones procedentes de los demás miembros de igual nivel de desarrollo (y una reducción menor a las importaciones procedentes de miembros con desarrollo relativamente mayor, y una reducción mayor a las importaciones de países de menor desarrollo relativo).
  El Uruguay, como país miembro de desarrollo intermedio, otorga, por lo tanto, reducciones del 28, 20 y 12 por ciento a los demás miembros según su desarrollo económico.  La lista de excepciones del Uruguay contiene 2.243 ítem (expresados en NALADISA 96) y comprende productos como algodón, papel y cartón, fibras sintéticas, máquinas, aparatos y material eléctricos, manufacturas de fundición, hierro o acero y plástico y sus manufacturas.  

67. En virtud del Acuerdo entre el MERCOSUR y Bolivia (ACE Nº 36), todos los productos (incluidos diversos productos agropecuarios, prendas de vestir y bienes de capital) quedarán libres de derechos en 2006;  en 2005, el margen de preferencia otorgado a esos productos oscila entre el 80 y 96 por ciento.  Para bienes como los productos agropecuarios, textiles y prendas de vestir, maquinaria y equipo y automóviles, las reducciones de aranceles se iniciaron en 2005 y deben llegar al 100 por ciento en 2011 o en 2014 (en esta última fecha únicamente para los productos agropecuarios).

68. En virtud del Acuerdo entre el MERCOSUR y Chile (ACE Nº 35), el Uruguay otorgó el acceso en régimen de franquicia a todos los productos chilenos con excepción de los productos "sensibles".  Los productos incluidos en las listas de productos sensibles y de productos sensibles especiales (anexos 2 y 3, que incluyen productos como las flores, algunas legumbres u hortalizas, chocolate y cerveza, madera, plástico, sustancias químicas, vidrio, aparatos eléctricos y juguetes) tienen en 2005 un margen preferencial sobre los tipos NMF del 90 y el 86 por ciento y comprenden 519 partidas.  Algunos productos agropecuarios (los incluidos en el anexo 5, como los ajos, paltas (aguacates), damascos (chabacanos, albaricoques), griñones y nectarinas, cacao en polvo, papas (patatas) y flores cortadas frescas) y algunos productos manufacturados no recibieron preferencia o se otorgó una exención temporal de la reducción de tipos arancelarios hasta su incorporación en los anexos 2 ó 3.  Algunos productos, como carnes y otros productos alimenticios, vehículos de motor, cemento, algunas sustancias químicas, libros y ciertos artículos de papel (anexo 6, 139 partidas) serán objeto de reducciones de aranceles que comenzarán en 2006 y concluirán en 2011;  el azúcar a partir del 2007 y hasta el 2012;  y el trigo, morcajo (tranquillón) y la harina de trigo y morcajo (tranquillón) a partir de 1997 y hasta el 2014.

69. El Acuerdo del MERCOSUR con Colombia, el Ecuador y Venezuela (ACE Nº 59) prevé desgravaciones progresivas y automáticas, aplicables sobre los aranceles vigentes, con excepción de los productos incluidos en el Anexo I, en que la desgravación se aplicará únicamente sobre los aranceles consignados en ese Anexo, y de los que han quedado excluidos hasta que se celebre un nuevo acuerdo.  Algunos productos serán liberalizados de inmediato, mientras que otros lo serán por completo sólo en el 2018.  Según las autoridades, existen líneas arancelarias exceptuadas en este acuerdo - en el caso de Colombia los ítems se corresponden fundamentalmente a azúcar, cacao y caucho; en el caso de Venezuela a azúcar y bebidas; y en el caso de Ecuador a aceites, carne, lácteos y hortalizas.

70. En virtud del Acuerdo con Cuba (ACE Nº 44), el Uruguay otorga preferencias en unas 324 líneas (que comprenden diversos productos de 40 capítulos diferentes del SA) con márgenes de preferencia del 20, 33, 50 ó 100 por ciento.  

71. El Acuerdo entre el MERCOSUR y México (ACE Nº 55), que entró en vigor en enero de 2003, procura sentar las bases para el establecimiento gradual del libre comercio en el sector automotor para el 30 de junio de 2011.  El Uruguay otorga a México el acceso en régimen de franquicia para los automóviles y vehículos de peso total con carga máxima inferior o igual a 8.845 kg dentro de contingentes (véase infra).  Conforme al acuerdo, el Uruguay y México deberán renegociar el acceso a los mercados;  el contingente establecido para 2005 permanecerá en vigor hasta que se definan nuevas condiciones de acceso.  Según las autoridades, en febrero de 2005, no se estaba llevando adelante ningún tipo de renegociación con México para profundizar el acceso del ACE 55.

72. El Acuerdo Bilateral con México (ACE Nº 60) se aplica a todos los productos con excepción de los bienes automotores (para los cuales rigen las disposiciones del ACE Nº 55) y el petróleo.  Conforme al Acuerdo, todos los productos quedaron liberalizados al entrar en vigor el régimen, salvo los que figuran en la lista de excepciones (Anexo 3-03(4) para el Uruguay), que se refieren principalmente a productos agropecuarios.  Los márgenes de preferencia para esos productos agropecuarios son del 80, 70, 62, 50, 10 ó 0 por ciento.

73. Durante el período bajo examen, el Uruguay otorgó preferencias al Perú bajo el Acuerdo Bilateral (APR Nº 33).  Conforme a este Acuerdo, el Uruguay otorgaba preferencias en sólo 31 líneas arancelarias (que comprenden algunos productos de los capítulos 09, 16, 18, 20, 22, 25, 28, 31, 38, 51, 71, 74, 79, 84 y 89 del SA) con márgenes de preferencia del 50, 75 ó 100 por ciento.  Este acuerdo fue superado al final de 2005 por el ACE 58 entre el MERCOSUR y el Perú, que prevé la liberalización del comercio según diferentes cronogramas para diferentes productos.  En el caso de los productos listados en el Apéndice A, la liberalización fue prevista a la entrada en vigencia del Acuerdo, y para otros la liberalización tendrá lugar en 2009 (Apéndice B5), 2011 (Apéndice B6), y 2017 (Apéndices D7 y D8). 

74. En virtud del Acuerdo de cooperación e intercambio de bienes en las áreas cultural, educacional y científica (AR Nº 7), el Uruguay otorga preferencias para la importación de bienes culturales, educacionales y científicos de los demás países signatarios.

75. Los aranceles preferenciales varían considerablemente de un acuerdo a otro (cuadro III.5).  Los promedios arancelarios más bajos son los correspondientes al MERCOSUR
 y al acuerdo con Chile (0,1 por ciento y 0,6 por ciento, respectivamente), y el más elevado es el de los acuerdos con Colombia y Venezuela (5,1 y 5,8 por ciento, respectivamente).  En general, en los acuerdos preferenciales, los productos agrícolas (definición de la OMC) están sujetos a aranceles de un promedio más elevado que los productos no agrícolas.  Los productos lácteos, así como las bebidas y los líquidos espirituosos, están sujetos a la protección más alta entre los productos agrícolas en la mayoría de los acuerdos preferenciales;  entre los productos no agrícolas, los sectores más protegidos son los textiles y el vestido, el cuero y el calzado y los equipos de transporte.

Cuadro III.5
Aranceles aplicados según los acuerdos preferenciales suscritos por el Uruguay, 2005

	
	Promedio de los aranceles (porcentaje)

	Designación de los productos
	Número de líneas
	NMF
	Bolivia
	Colombia
	Chile
	Ecuador
	MERCOSUR
	México
	Venezuela

	Total
	11.002
	9,3
	1,2
	5,1
	0,6
	3,8
	0,1
	1,8
	5,8

	SA 01-24
	1.490
	10,3
	0,8
	6,2
	0,9
	3,5
	0,0
	4,4
	6,5

	SA 25-97
	9.512
	9,2
	1,3
	5,0
	0,6
	3,9
	0,1
	1,4
	5,6

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios (OMC)
	1.403
	9,7
	0,9
	5,6
	1,0
	4,4
	0,0
	3,4
	6,3
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	Animales y productos de origen animal
	264
	9,1
	1,1
	6,2
	0,7
	3,9
	0,0
	3,3
	6,2

	Productos lácteos
	44
	15,0
	1,2
	11,1
	0,4
	11,9
	0,0
	10,2
	11,6

	Café y té, cacao, azúcar, etc.
	200
	14,2
	1,5
	8,8
	2,4
	6,0
	0,4
	6,2
	8,5

	Flores cortadas, plantas
	54
	5,5
	0,5
	3,2
	0,5
	1,7
	0,0
	1,8
	3,6

	Frutas, legumbres y hortalizas
	218
	10,3
	0,7
	5,9
	1,8
	4,2
	0,0
	2,5
	6,7

	Cereales
	41
	6,1
	0,5
	3,0
	0,5
	3,2
	0,0
	3,0
	3,5

	Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	129
	8,7
	0,8
	5,5
	0,3
	4,2
	0,0
	4,2
	6,2

	Bebidas y líquidos alcohólicos
	60
	17,1
	0,7
	10,7
	2,6
	8,7
	0,0
	8,1
	12,0

	Tabaco
	18
	13,8
	1,2
	9,3
	2,2
	4,4
	0,0
	4,1
	9,4

	Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	375
	6,6
	0,6
	2,5
	0,2
	2,9
	0,0
	0,8
	3,9

	Productos no agropecuarios (OMC) (incluido el petróleo)
	9.599
	9,3
	1,3
	5,1
	0,6
	3,7
	0,1
	1,6
	5,7

	Productos no agropecuarios (OMC) (excluido el petróleo)
	9.573
	9,3
	1,3
	5,1
	0,6
	3,8
	0,1
	1,6
	5,7

	Pescado y productos de pescado
	346
	10,2
	0,5
	5,8
	0,0
	0,0
	0,0
	5,1
	6,1

	Productos minerales, piedras preciosas y metales preciosos
	511
	7,7
	0,7
	4,3
	0,2
	2,9
	0,0
	5,1
	5,2

	Metales
	798
	11,3
	1,1
	6,9
	0,3
	4,5
	0,0
	0,0
	7,7

	Productos químicos y productos fotográficos
	3.182
	7,1
	0,8
	2,8
	0,1
	1,7
	0,0
	0,0
	3,3

	Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	420
	14,3
	2,2
	9,5
	1,2
	6,2
	0,0
	2,9
	10,0

	Madera, pasta de madera, papel y muebles
	407
	10,8
	1,6
	7,0
	1,1
	5,3
	0,0
	0,0
	7,7

	Textiles y vestido
	1.171
	17,0
	2,0
	9,9
	0,9
	11,3
	0,0
	6,4
	11,5

	Equipo de transporte
	218
	8,8
	3,9
	6,2
	3,3
	5,4
	2,8
	5,7
	6,8

	Maquinaria no eléctrica
	1.160
	3,3
	0,6
	1,8
	0,6
	1,2
	0,0
	0,3
	1,9

	Maquinaria eléctrica
	616
	9,0
	2,9
	5,5
	1,8
	3,3
	0,0
	0,1
	6,1

	Productos no agropecuarios n.e.p.
	744
	11,2
	1,4
	6,5
	0,5
	3,8
	0,0
	0,7
	6,6

	Petróleo
	26
	0,7
	0,0
	0,2
	0,0
	0,2
	0,0
	0,0
	0,4

	Por sectores de la CIIUa
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	574
	7,1
	0,5
	3,3
	0,4
	1,7
	0,0
	2,4
	4,0

	Explotación de minas
	143
	3,4
	0,3
	1,8
	0,0
	1,0
	0,0
	0,0
	2,2

	Industrias manufactureras
	10.284
	9,5
	1,3
	5,3
	0,7
	4,0
	0,1
	1,8
	5,9

	Por capítulos del SA
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos del reino animal
	654
	9,0
	0,6
	5,5
	0,3
	2,4
	0,0
	4,5
	5,6
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	  02  Productos del reino vegetal
	395
	7,8
	0,7
	3,9
	0,7
	2,6
	0,0
	2,9
	4,4

	  03  Grasas y aceites
	85
	10,6
	1,0
	6,9
	0,4
	5,1
	0,0
	5,0
	7,7

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	356
	15,1
	1,4
	9,9
	2,4
	6,3
	0,2
	5,6
	10,4

	  05  Productos 

minerales
	216
	2,5
	0,2
	1,3
	0,0
	0,7
	0,0
	0,0
	1,6

	  06  Productos de las ind. químicas y de las ind. conexas
	3.005
	6,7
	0,7
	2,6
	0,1
	1,6
	0,0
	0,0
	3,1

	  07  Plástico y caucho
	446
	11,6
	2,0
	6,0
	1,1
	4,2
	0,0
	0,3
	6,2

	  08  Pieles y cueros
	324
	12,0
	0,8
	7,3
	0,6
	3,6
	0,0
	0,0
	8,2

	  09  Madera y manufacturas de madera
	114
	7,8
	0,4
	4,7
	0,5
	2,9
	0,0
	0,0
	5,3

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	257
	11,2
	1,9
	7,4
	1,1
	6,0
	0,0
	0,0
	8,2

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	1.215
	16,1
	1,9
	9,1
	0,8
	11,1
	0,0
	5,7
	10,9

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	96
	19,1
	5,1
	14,8
	1,3
	11,7
	0,0
	19,1
	15,3

	  13  Manufacturas de 
piedra
	253
	10,7
	1,2
	5,9
	0,2
	4,4
	0,0
	10,7
	7,5

	  14  Piedras preciosas, 
etc.
	72
	9,6
	0,7
	5,8
	0,0
	3,1
	0,0
	0,0
	6,5

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	771
	12,0
	1,2
	7,3
	0,3
	4,8
	0,0
	0,0
	8,1

	  16  Máquinas y 
aparatos
	1.810
	5,5
	1,5
	3,2
	1,1
	1,9
	0,0
	0,3
	3,5

	  17  Material de 
transporte
	231
	8,6
	3,7
	6,0
	3,2
	5,2
	2,6
	5,5
	6,6

	  18  Instrumentos de precisión
	491
	8,6
	1,1
	4,9
	0,2
	2,7
	0,0
	0,3
	5,4

	  19  Armas y 
municiones
	21
	20,0
	2,0
	12,0
	0,0
	6,0
	0,0
	0,0
	13,6

	  20  Manufacturas 
diversas
	181
	17,7
	1,6
	10,3
	0,9
	7,2
	0,0
	0,1
	8,6

	  21  Objetos de arte, 
etc.
	9
	4,0
	0,4
	2,0
	0,0
	1,2
	0,0
	0,0
	2,7

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	1.300
	6,8
	0,5
	3,2
	0,3
	1,9
	0,0
	2,0
	3,8

	Productos semielaborados
	3.963
	8,8
	1,0
	4,7
	0,3
	3,6
	0,0
	0,2
	5,3

	Productos totalmente elaborados
	5.739
	10,3
	1,6
	5,9
	0,9
	4,4
	0,1
	2,9
	6,5


a
CIIU (Rev.2), excluida la electricidad (1 línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades del Uruguay.

e)
Contingentes arancelarios

76. El Uruguay no aplica contingentes arancelarios a las importaciones NMF.

77. Se emplean contingentes arancelarios preferenciales en algunos de los Acuerdos de Complementación Económica (véase la sección iv) d), supra).  En virtud del Acuerdo entre el MERCOSUR y Chile (ACE Nº 35), están sujetos a contingentes los productos enumerados en el Anexo 7 (en el caso del Uruguay, pasas de uva, ciertas "otras frutas" (0812.90.90), y agar-agar (1302.31.00)).  En virtud del Acuerdo entre el MERCOSUR y México (ACE Nº 55), el Uruguay otorga a México libre acceso para los automóviles y vehículos de peso total con carga máxima inferior o igual a 8.845 kg dentro de contingentes que alcanzaron a 10.000 unidades en 2005.  En virtud del Acuerdo con Cuba (ACE Nº 44), ciertos productos (como la sal, el ron, el tabaco y los desperdicios y desechos de aluminio) también se benefician de preferencias dentro de los límites de contingentes establecidos.  También se establecen contingentes aplicados por el Uruguay en los acuerdos automotores vigentes con la Argentina y el Brasil (ACE N° 57 y 2). 

v) Otras cargas que afectan a las importaciones

a)
Cargas aplicadas exclusivamente a las importaciones

78. Hay diversos impuestos y cargas que se perciben exclusivamente sobre las importaciones, a saber, la comisión del BROU, las tasas que cobran los despachantes de aduana (véase la sección 2) i)) y las autoridades portuarias, una tasa única sobre las importaciones de papel de diario, y una tasa consular.  Además, durante el período en examen se aplicaban derechos de importación específicos sobre los productos textiles.

79. El BROU cobra una comisión por los servicios prestados en relación con las operaciones comerciales.  Durante el anterior Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay, la comisión variaba según el valor c.i.f. de las importaciones:  se percibía una comisión del 1,1 por ciento sobre las importaciones por valor inferior a 10 millones de dólares de los EE.UU., del 0,65 por ciento sobre las importaciones cuyo valor estuviera comprendido entre 10 y 20 millones de dólares de los EE.UU., y del 0,35 por ciento sobre las importaciones por valor superior a 20 millones de dólares de los EE.UU.
  Por el Decreto N° 33/002 de 30 de enero de 2002, la tasa se aumentó al 3 por ciento con independencia del valor de las importaciones.  Desde el 1º de enero de 2005 la comisión sobre el valor c.i.f. es del 2,5 por ciento.  Por los Decretos N° 349/004 de 29 de septiembre de 2004, y N° 558/005 de 29 de diciembre de 2005, las autoridades decidieron reducirla al 0 por ciento a partir del 1º de julio de 2007, e indicaron que lo hicieron por compromisos internacionales.  Según el Decreto N° 217/001 de 13 de junio de 2001, las importaciones de bienes de capital destinados exclusivamente a los sectores industrial, agropecuario y pesquero están exoneradas de la comisión del BROU.  En 2004 las sumas percibidas por el BROU alcanzaron a 52,0 millones de dólares de los EE.UU.

80. Se percibe una tasa única del 16 por mil sobre el valor c.i.f. de las importaciones de papel de diario efectuadas por empresas periodísticas del departamento Montevideo y otras dedicadas a ese tipo de importación;  según las autoridades no existe la producción nacional de este tipo de papel y por eso la legislación no prevé la aplicación de este impuesto a la producción nacional.  Conforme a la Ley N° 13.641 de 27 de diciembre de 1967, modificada por la Ley N° 15.189 de 29 de septiembre de 1981, los ingresos se utilizan para financiar ciertos programas de seguridad social y el Fondo Complementario de la Industria Periodística.  

81. Una tasa consular que se había eliminado en 1991 fue reimplantada en 2002 a razón del 2 por ciento del valor c.i.f. de las importaciones;  están exoneradas las importaciones de bienes de capital destinados a los sectores industrial, agropecuario y pesquero y las de petróleo crudo.
  En 2004, mediante los Decretos N° 349/004 y N° 558/005, las autoridades decidieron fijar la tasa consular en el 0 por ciento a partir de julio de 2007, e indicaron que lo hicieron por compromisos internacionales.  En 2004 las sumas percibidas por tasa consular alcanzaron a 870,8 millones de pesos uruguayos (30,4 millones de dólares de los EE.UU.) y representaron un 1,24 por ciento del total de ingresos fiscales.

b)
Impuesto al Valor Agregado

82. El Impuesto al Valor Agregado (IVA) se percibe sobre los bienes y servicios tanto nacionales como importados.  Desde 1995 se aplica la tasa básica del 23 por ciento sobre la mayoría de los bienes y servicios, y la tasa mínima del 14 por ciento a productos esenciales como productos agropecuarios, alimentos y medicamentos, así como el gasoil, el transporte terrestre y los servicios prestados por los hoteles y los complejos turísticos nacionales.
  Por el Decreto N° 219/002 de 14 de junio de 2002, las frutas, flores y legumbres u hortalizas también están sujetas a la tasa mínima en el caso de la venta al consumidor final (véase también el capítulo IV 2)).  De acuerdo a los Decretos N° 70/002 de 28 de febrero de 2002 y N° 446/004 de 22 de diciembre de 2004, los vinos están sujetos al IVA del 10 por ciento aplicado sobre los precios fictos de UR$39,30 por litro.  

83. El IVA sobre los productos nacionales se percibe sobre el importe total neto contratado o facturado, y sobre los productos importados sobre el valor normal de aduana más el arancel.  Si la importación se efectúa a nombre propio y por cuenta ajena, o por no contribuyentes, la referida suma se incrementa en un 50 por ciento.
  

84. Los importadores de mercancías sujetas al IVA deben abonar un pago anticipado en el momento del despacho.  La tasa del pago anticipado fue incrementada en 2002 del 5 al 10 por ciento para los productos sujetos a la tasa básica;  los productos gravados con la tasa mínima siguen sujetos a un pago anticipado del 3 por ciento.
  Esto quiere decir que los importadores deben pagar como anticipo la tasa del pago anticipado, más la tasa del IVA (es decir, 33 por ciento en el caso de la tasa básica).  Desde 2002 se establecieron nuevos regímenes para productos determinados respecto del pago anticipado del IVA:  importaciones de carne suina
;  importaciones de preformas P.E.T. y envases aptos para embotellar bebidas elaborados con esas preformas.
  Desde el 1º de junio de 2004 las importaciones de vestimenta y calzado (capítulos 61, 62 y 64 del SA) están sujetas al pago anticipado establecido sobre los valores fictos fijados por el MEF.
  Por el Decreto N° 78/03 de 27 febrero de 2003, desde el 1º de abril de 2003, las importaciones de materias primas que se incorporan en el ciclo de producción industrial pueden beneficiarse del pago diferido del anticipo del IVA.  

85. Se devuelve el IVA si los productos importados están destinados a la producción de máquinas agrícolas y sus accesorios y/o a la producción agropecuaria y de materias primas, en los casos en que los productos nacionales estén también exonerados del IVA, o de diarios, periódicos y libros.
  Conforme a la Ley N° 16.906 (Ley de Inversiones) de 7 de enero de 1998, se devuelve el IVA pagado sobre la importación o adquisición de maquinaria y equipo destinados a actividades industriales.

86. Ciertos bienes y servicios están exonerados del IVA (cuadro III.6).  También están exoneradas las actividades beneficiadas por ciertas leyes especiales de promoción, como las referentes a la forestación, la aviación civil y el turismo (véase el capítulo IV), o sobre la Ley de Inversiones (véase el capítulo II)).

Cuadro III.6
Bienes y servicios exonerados del IVA

	Exoneraciones relativas a determinados bienes:

	Frutas, verduras y productos hortícolas en su estado natural (salvo cuando para estos productos corresponda una tasa de Impuesto a la enajenación de bienes agropecuarios mayor que cero);

Bienes inmuebles;

Cesiones de créditos; 

Maquinas agrícolas y sus accesorios (cuando la otorgue el Poder Ejecutivo);

Tabacos, cigarros y cigarrillos; 

Combustibles derivados del petróleo, excepto fuel-oil (cuando el Poder Ejecutivo fije en cero la tasa del IMESI, que grava al gasoil, la circulación de dicho bien queda gravada por el IVA a la tasa básica); 

Leche pasterizada, vitaminizada, descremada, en polvo y con sabor;
Bienes a emplearse en la producción agropecuaria y materias primas para su elaboración, determinados por el Poder Ejecutivo (incluido en las adquisiciones en plaza e importaciones cuando no exista producción nacional suficiente);  

Diarios, periódicos, revistas, libros y folletos de cualquier naturaleza, con excepción de los pornográficos, y el material educativo;  
Suministro de agua y energía eléctrica (en caso que el Poder Ejecutivo fije en cero la tasa del IMESI que grava la energía eléctrica, el suministro de la misma quedará gravado por el IVA a la tasa básica);

Carne ovina (cuando lo disponga el Poder Ejecutivo y para 90 días máximo); 

Pescado (cuando lo disponga el Poder Ejecutivo);

Leña (cuando lo disponga el Poder Ejecutivo).

	Servicios:

	Intereses de valores públicos y privados y de depósitos bancarios; 

Las retribuciones que perciban los agentes de papel sellado y timbres y agentes y corredores de la Dirección de Loterías y Quinielas;

Transporte de pasajeros;

Arrendamientos de inmuebles;

Las operaciones bancarias efectuadas (con excepciones) por los bancos, casas bancarias y por las cooperativas de ahorro y crédito comprendidas en el artículo 28 del Decreto-Ley Nº 15.322 de 17 de septiembre de 1982, con excepción del Banco de Seguros del Estado;  Las retribuciones personales obtenidas fuera de la relación de dependencia vinculadas con la salud de los seres humanos;

Las realizadas por empresas de aeroaplicación, registradas ante las autoridades competentes para la modalidad de aplicación de productos químicos, siembra y fertilización destinados a la agricultura;

Los intereses de préstamos concedidos a empresas declaradas de interés nacional de acuerdo al Decreto-Ley Nº 14.178 de 28 de marzo de 1974, para financiar proyectos de promoción industrial, mientras no se reciba la financiación comprometida de instituciones financieras, ya sean nacionales o extranjeras; 

Suministro de frío mediante la utilización de cámaras frigoríficas u otros procedimientos técnicos similares, a frutas, verduras y productos hortícolas en su estado natural;

Las retribuciones personales obtenidas fuera de la relación de dependencia, cuando las mismas se originen en actividades culturales desarrolladas por artistas residentes en el país;

Las comisiones derivadas por la intervención en la compraventa de valores públicos;

Las de arrendamiento de maquinaria agrícola y otros servicios relacionados con la utilización de la misma, realizados por cooperativas de productores, asociaciones y agremiaciones de productores, a sus asociados; 

Los juegos de azar existentes a la fecha de promulgación de la Ley Nº 16.697 de 25 de abril de 1995, asentados en billetes, boletos y demás documentos relativos a juegos y apuestas, con excepción del "5 de Oro" y del "5 de Oro Junior";

Los servicios prestados por hoteles fuera de alta temporada cuando así lo disponga el Poder Ejecutivo. 

	Cuadro III.6 (continuación)

	Importaciones: 

	Petróleo crudo;

Bienes cuya enajenación se exonera al nivel nacional; 

Vehículos de transporte colectivo de personas destinados a la prestación de servicios regulares;
Importaciones correspondientes a ciertos proyectos aprobados por el Poder Ejecutivo.

	Otras actividades o entidades determinadas:

	Instituciones culturales, de enseñanza, federaciones o asociaciones deportivas, sociedades financieras de inversión, empresas que han obtenido ingresos que no superan el monto establecido anualmente por el Poder Ejecutivo;  Administración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE);  bienes destinados a obras públicas;  y artículos relacionados con ciertos contratos de seguro. 


Fuente:
Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 10, Impuesto al Valor Agregado (1996) y Decreto Nº 220/998 de 12 de agosto de 1998.

87. En 2004, el IVA recaudado alcanzó a 26.752,0 millones de pesos uruguayos (934,2 millones de dólares de los EE.UU.) y representó un 38,17 por ciento del total de ingresos fiscales.

c)
Impuesto Específico Interno

88. El Impuesto Específico Interno (IMESI) es un impuesto especial de consumo aplicable a la primera venta a nivel de mayoristas respecto de los productos nacionales e importados.  El régimen del IMESI ha sido objeto de varias modificaciones desde el último Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay (cuadro III.7).  

Cuadro III.7
Impuesto Específico Interno 

	Producto
	Tasa (en septiembre de 2005)
	Tasa (en 1998)

	Bebidas alcohólicas y sin alcohol 
	5% a 81,5% 
	22% a 85%

	Bebidas, cosméticos y perfumes
	20%
	15%

	Cigarrillos y tabaco
	70%  
	66,5%

	Aceites y grasas lubricantes
	35%, ó 15% cuando se emplea para la aviación
	..

	Vehículos automóviles que funcionan con gasolina y con diésel (excepto los usados en la agricultura)
	0% a 47% 
	25% a 30%

	Electricidad 
	n.a.
	10%

	Combustibles sujetos a tipos específicos
	Nafta Eco Super, 9,295 pesos por litro;  nafta supra, 8,930 pesos por litro;  nafta común, 7,525 pesos por litro;  queroseno, 1,641 pesos por litro;  y gasoil, 0,887 pesos por litro (tipos aplicados en la primera venta)  
	..

	Maltas y alimentos líquidos
	13%   
	n.a.

	Motores diesel (no incorporados en vehículos) 
	60%, excepto cuando se importan por empresas armadoras para su incorporación en vehículos
	n.a.


n.a.
No aplicable.

..
No disponible.
Fuente:
Secretaría de la OMC, basado en el Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 11, Impuesto Específico Interno, y Decreto [presidencial] de 31 de diciembre de 2002, disponible en:  http://www.presidencia. gub.uy/decretos/2002123101.htm.  

89. El IMESI percibido sobre las bebidas a base de jugos de frutas varía según el contenido nacional.  Se percibe un tipo del 22 por ciento en el caso de las aguas minerales y sodas y de las bebidas sin alcohol elaboradas con un 10 por ciento como mínimo de jugo de frutas uruguayas que se reducirá al 5 por ciento cuando se trate de limón;  las demás bebidas sin alcohol están sujetas a un tipo del 30 por ciento.
  Entre 2001 y 2005, se aplicó el IMESI también sobre el azúcar (excepto para uso industrial), con las tasas siguientes:  10 por ciento  durante el primer año de vigencia de la Ley Nº 17.379 de 26 de julio de 2001;  8 por ciento el segundo año;  6 por ciento el tercer año;  y 4 por ciento el cuarto año.  

90. El IMESI se cobra sobre valores reales (precios de venta corriente al consumo) o sobre los valores fictos fijados por el Poder Ejecutivo (en la practica, por el MEF) teniendo en cuenta los precios de venta corrientes al consumo.  Los valores fictos se fijan semestralmente para determinados productos.  En el caso de la cerveza y las bebidas sin alcohol (excepto las que contienen un mínimo del 10 por ciento de jugos uruguayos, agua mineral o sodas), los valores fictos se fijan para la producción nacional.  Según el Decreto N° 204/005 de 29 de julio de 2005, el valor ficto para la importación de cerveza, bebidas sin alcohol, alimentos líquidos y los amargos (con o sin alcohol) es el valor fijado para los productos nacionales multiplicado por dos, lo que tiene por resultado una mayor carga tributaria para los productos importados.  También se fijan valores fictos para las maltas, alimentos líquidos, productos del tabaco, lubricantes y grasas lubricantes y azúcar destinado al consumo (excepto cuando se destina a uso industrial).  

91. Las importaciones están sujetas a un pago anticipado del IMESI en el momento del despacho.  La cuantía del pago anticipado se calcula sobre la base de los valores fictos
, cuando existen, y de los valores reales en los demás casos.  Algunos productos están sujetos a un régimen específico de pago anticipado:  para los motores diésel destinados a incorporarse en vehículos que están sujetos a un IMESI superior al 0 por ciento, el pago anticipado es la tasa del IMESI que se aplica al valor en aduana y los aranceles (es decir, un 60 por ciento);  pero el pago anticipado no puede ser inferior al equivalente en moneda nacional de 1.080 dólares de los EE.UU.
  Según el Decreto N° 97/002 de 19 de marzo de 2002, los productores de bebidas sujetas al IMESI deben efectuar un pago anticipado en el caso de las importaciones de preformas P.E.T. (NAM 3923300010) de UR$1,40 por unidad.

92. Con respecto a la aplicación del IMESI, en abril de 2003 Chile pidió el establecimiento de un grupo especial en la OMC alegando que su aplicación a determinados productos era incompatible con las obligaciones del Uruguay en el régimen de la OMC respecto del trato nacional y el trato de la nación más favorecida (véase también el capítulo II).
  El grupo especial se estableció en 2003 pero sus trabajos fueron suspendidos a solicitud conjunta de ambas partes con el objeto de buscar una solución bilateral.  La solución mutuamente convenida se encontró en diciembre de 2003, cuando el Uruguay se comprometió a que "el régimen de tributación y de liquidación del IMESI a los cigarrillos originarios de la República de Chile, regirá y operará siempre con plena sujeción y respeto a los principios y obligaciones de Nación Más Favorecida y de Trato Nacional emanados de sus compromisos internacionales, en particular, emanados de los principios, normas y notas interpretativas de los artículos I y III del GATT de 1994".
  

93. En 2004, el IMESI recaudado alcanzó a 8.728,8 millones de pesos uruguayos (304,8 millones de dólares de los EE.UU.) y representó un 12,45 por ciento del total de los ingresos fiscales.

d)
Otras cargas

94. Algunos productos agropecuarios
 (de producción nacional, así como los importados por importadores sujetos al pago del IRIC) están sujetos al pago del Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA), con tipos del 2,5, 2 ó 1,5 por ciento, según los productos.  Sin embargo, el pago de este impuesto puede sustituirse por el del IRA (véase también el capítulo IV 2)).
  En 2004, el IMEBA recaudado (incluido el IMEBA sobre las exportaciones) alcanzó a 962,5 millones de pesos uruguayos (33,6 millones de dólares de los EE.UU.) y representó un 1,37 por ciento del total de los ingresos fiscales.
  

95. La Contribución para el Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS) fue introducida el 1º de junio de 2001.  Se percibe sobre los productos importados, así como la producción nacional de bienes industrializados (bienes originados en las industrias manufactureras y extractivas
) que están sujetos al IVA (superior al 0 por ciento) o al IMESI.
  El COFIS se cobra una tasa del 3 por ciento sobre el importe total neto contratado o facturado en el caso de los productos nacionales;  con la tasa del 3 por ciento incrementada en un 21,75 por ciento (es decir, 3,6525 por ciento) sobre la suma del valor en aduana más el arancel en el caso de los productos importados.
  En 2004, el COFIS recaudado alcanzó a 149,8 millones de pesos uruguayos (5,2 millones de dólares de los EE.UU.) y representó un 0,21 por ciento del total de los ingresos fiscales.

96. Según el Decreto N° 270/004 de 30 de julio de 2004, los servicios de agua y energía eléctrica también estuvieron sujetos a este impuesto entre el 1º de junio de 2002 y el 1º de agosto de 2004, cuando la tasa aplicada a esos artículos se redujo al 0 por ciento.  Las pequeñas empresas con ingresos inferiores a una suma fijada anualmente por el Poder Ejecutivo están exoneradas del COFIS.  También lo están las importaciones y la producción nacional de los siguientes productos:  bienes muebles destinados directamente al ciclo productivo;  equipos para el procesamiento electrónico de datos;  mejoras fijas afectadas a las actividades industriales y agropecuarias;  bienes inmateriales tales como marcas, patentes, modelos industriales, privilegios, derechos de autor, valores llave, nombres comerciales y concesiones otorgadas para la prospección, cultivos, extracción o explotación de recursos naturales;  y otros bienes, procedimientos, invenciones o creaciones que incorporen innovación tecnológica y supongan transferencia de tecnología, a criterio del Poder Ejecutivo.
vi) Prohibiciones, restricciones y licencias de importación

97. Se aplican prohibiciones y restricciones de la importación principalmente por motivos sanitarios y fitosanitarios, de salud, inocuidad, seguridad y protección del medio ambiente (cuadro III.8).  Todos los productos mencionados en el cuadro están sujetos a prohibición absoluta, con la excepción de los vehículos usados.
98. Además, Ley No 12.679 de 17 de diciembre de 1959, faculta al Poder Ejecutivo para, entre otros, "prohibir con carácter general o particular, por un plazo no mayor de seis meses, la importación total o parcial de toda clase de mercaderías, artículos, productos y bienes prescindibles, suntuarios y/o competitivos de la industria nacional";  dicha prohibición puede reiterarse por nuevos pronunciamientos.  

Cuadro III.8
Prohibiciones de importación en vigor durante el período 1998-05

	Producto
	Razón invocada
	Base legal

	Amianto:
	
	

	Productos que contengan amianto o asbesto, NCM 6811 y 6812.50.00.00a
	Proteger la salud de las personas
	Decreto Nº 154 de 30/04/02

	Armas y municiones:
	
	

	Armas y municiones de uso exclusivo del Ejército, la Marina y la Policía; munición incendiaria, explosiva o del tipo dum-dum
	Garantizar la seguridad nacional
	Decreto-Ley Nº 10.415 de 13/02/43

	Bebidas, líquidos alcohólicos y vinagre:
	
	

	Vinos (en envases que excedan a un litro de capacidad)
	
	Decreto Nº 325 de 3/09/97;  Resolución 45/96 de 1996;  Decreto Nº 356 de 4/07/91

	Envases; equipamientos y materiales en contacto con alimentos: 
	
	

	Alimentos envasados en recipientes que contengan plomo (salvo las excepciones de partes de plomo por millón establecidas en la reglamentación) 
	Proteger la salud de las personas
	Ley Nº 17.775 de 20/05/04

	Estupefacientes y sicotrópicos: 
	
	

	Estupefacientes y sicotrópicos (importación exclusiva por el Ministerio de Salud Pública)


	Combatir el uso indebido de drogas
	Decreto Nº 454 de 20/07/76;  Ley Nº 14.294/74 de 1974;  Ley Nº 17.016 de 22/10/98

	Medicamentos:
	
	

	Especialidades farmacéuticas que contengan como principio activo la droga Triazolamb
	Proteger la salud de las personas
	Resolución de 4/06/92

	Otros productos de la industria química y conexas:
	
	

	Envasados aerosoles, todo tipo de espumas, vitrinas refrigeradas, solventes y esterilizantes, instalaciones centrales de aire acondicionado y otros productos
	Proteger el medio ambiente
	Decreto Nº 345 de 23/09/04

	Pinturas arquitectónicas, también llamadas de uso decorativo o del hogar y obra, con contenido de plomo que exceda el nivel máximo que la reglamentación indiqueb
	Proteger el medio ambiente
	Ley Nº 17.775 de 20/05/04

	Naftas cuyo contenido total de plomo supere los 13 mg/l 
	Proteger el medio ambiente
	Ley Nº 17.775 de 20/05/04

	Plaguicidas y productos afines:
	
	

	Insecticidas a base de organoclorados para todo uso agronómicob
	Proteger el medio ambiente
	Resolución de 23/09/97

	Productos fitosanitarios a base de: etil paration para todo uso agrícolab;  metil paration para uso agrícolac;  monocrotofos para uso agrícolab;  fosfamidon para todo uso agrícolac
	Proteger el medio ambiente
	Resolución de 30/01/02

	Productos alimenticios:
	
	

	Bromato de potasio con destino al uso en alimentos, incluyendo bebidasa
	Proteger la salud de las personas
	Decreto Nº 27 de 22/01/04

	Cuadro III.8 (continuación)

	Harina de trigo, subproductos de trigo y alimentos elaborados en base a trigo, que sobrepasen el límite máximo fijado (por el Decreto del Poder Ejecutivo Nº 533/001 de 28 de diciembre de 2001) para la toxina de deoxinivalenol (DON), establecido en 1 mg/kg (1ppm)b
	Proteger la salud de las personas
	Decreto Nº 470 de 4/12/02

	Productos y aparatos de uso veterinario:
	
	

	Medicamentos, promotores de crecimiento y alimentos, destinados a los animales cuya carne o subproductos, leche, huevos o miel, sean utilizados para el consumo humano, que contengan en su formulación: Furazolidona, Nitrofurazona, Nitrofurantoína Furaltadona, Nifurprazina, Nifuraldezona y sus diferentes salesa
	Proteger la salud de las personas
	Circular Interna Nº 103 de 1/08/98, MGAP

	Productos para la promoción del crecimiento o engorde de las especies bovina, ovina, suina, equina y aves, cuyo destino posterior sea el consumo humano, que en su formulación incluyan sustancias arsenicales y antimonialesa
	Proteger la salud de las personas
	Decreto Nº 219 de 10/05/89

	Medicamentos veterinarios utilizados para la promoción del crecimiento o engorde en las especies bovina, ovina, suina, equina y aves, que en su formulación incluyan: sustancias de efecto hormonal estrogénico y de acción tireostática;  anabólicos hormonales endógenos o naturales, como tales o modificados químicamente, y sustancias de acción anabólica estrogénica o androgénica y gestágena de origen exógenoa
	Proteger la salud de las personas
	Decreto Nº 915 de 28/12/88

	El uso de concentrados proteicos y harinas de huesos, provenientes de mamíferos en la alimentación de rumiantes, caninos y felinos
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto Nº 139 de 17/04/96

	El uso de los productos y subproductos prohibidos en la alimentación de rumiantes:  proteínas de origen animal a excepción de las lácteas y las de pescado;  sebo no desproteinado con un contenido máximo de impurezas insolubles que no exceda el 0,15 por ciento del peso, y productos derivados del mismo;  fosfato bicálcico que contenga restos de proteínas o grasa;  gelatina y colágeno preparados a partir de huesos o de cueros y pieles de la cabeza de rumiantes;  harinas de hueso no calcinadas;  cama proveniente de criaderos avícolasd
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto Nº 241 de 14/07/04

	Cloranfenicol base y sus sales, solas o asociadas a otros productos químicos, al estado de materia prima o productos terminados o incorporados en alimentos para animales
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Resolución de 27/11/86

	Desechos peligrosos
	Proteger el medio ambiente
	Ley Nº 17.220 de 11/11/99

	Vehículos:
	
	

	Chasis de la partida NCM 8706 (prohibición temporal)
	Garantizar la seguridad y proteger el medio ambiente
	Ley N° 17.887 de 19/08/05

	Vehículos usados: 
	
	

	Vehículos usados: automóviles y vehículos comerciales livianos (hasta 1.500 kg de capacidad de carga;  ómnibus;  camiones;  camiones tractores para semirremolques;  chasis con motor o sin motor;  remolques o semirremolques;  carrocerías y/o cabinas;  motocicletas (incluidos los ciclomotores) y velocípedos equipados con motor auxiliar, con sidecar o sin él, sidecares, así como las partes y accesorios usados de dichos vehículos (prohibición temporal)
	Garantizar la seguridad y proteger el medio ambiente 
	Ley Nº 17887 de 19/08/05 


a
Se prohíbe también la fabricación.

b
Se prohíbe la comercialización. 

c
Se prohíbe el registro y aplicación.
d
Se prohíbe el uso. 
Fuente:
Secretaría de la OMC.

99. Ciertos productos sólo pueden importarse por los organismos designados al efecto.  El petróleo crudo y sus derivados, carburantes líquidos, semilíquidos y gaseosos (excepto asfalto y sus derivados) sólo pueden importarse por la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), una empresa comercial del Estado.  También las importaciones de sustancias estupefacientes incluidas en las Listas I y II de la Convención Única de Nueva York de 1961 sólo pueden efectuarse por el Ministerio de Salud Pública.

100. Por el Decreto N° 388/000 de 27 de diciembre de 2000, en enero de 2001 se impuso una prohibición por 60 días de la importación de azúcar refinado (partidas NCM 1701.91.00.00 y 1701.99.00.00) para "mejorar la competitividad del sector que utiliza el azúcar crudo como insumo en el proceso industrial".  La prohibición fue prorrogada por otros 30 días, mediante el Decreto N° 55/001 de 1° marzo de 2001.  En abril de 2001, a través del Decreto N° 121/001 de 3 de abril de 2001 se autorizó nuevamente la importación de azúcar refinado para uso industrial, mientras que la prohibición se prorrogó hasta el 1º de junio de 2001 respecto del azúcar refinado destinado al consumo.  Sin embargo, de acuerdo al Decreto N° 132/001 de 20 de abril de 2001 se exceptuaron de esa prohibición 7.000 toneladas de importaciones efectuadas por los ingenios azucareros del país, sujetas a autorización previa del MGAP.  

101. El Uruguay notificó a la OMC dos Decretos (Nº 394/000 de 27 de diciembre de 2000 y N° 275/001 de 17 de julio de 2001) que establecieron regímenes de licencias de importación para determinados casos.
  El Uruguay también respondió al Cuestionario relativo a los procedimientos para el trámite de licencias de importación.
  El Acuerdo sobre Procedimientos para el Trámite de Licencias de Importación fue incorporado al régimen jurídico nacional en virtud de la ratificación de los Acuerdos de la OMC mediante la Ley N° 16.671 de 13 de diciembre de 1994.
  

102. Hay varios productos que están sujetos a licencias de importación (cuadro III.9).  Según la información proporcionada por el Uruguay a la OMC, no existen contingentes ni restricciones a la importación de bienes sujetos a regímenes de licencia.
  La importación de azúcar refinado y papel con destino editorial se basa en una evaluación del consumo normal de las empresas importadoras.
Cuadro III.9
Requisitos en materia de licencias de importación y autorización previa en vigor durante 1998-05

	Productos
	Requisitos y características
	Fundamento jurídico

	Aceites (NCM 1507.90.11.00, 1507.90.19.00, 1512.19.11.00, 1512.19.19.00, 1515.29.10.00, 1515.29.90.00, 1515.90.00.19, 1515.90.00.99, 1517.90.10.00 y 1517.90.90.00)
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI con fines de control de precios (en vigor desde noviembre de 2001) 
	Decreto N° 275/001 de 17 de julio de 2001a 

	Azúcar refinado para uso industrial
	Régimen de licencias de importación automáticas destinado, entre otros fines, a proteger a las empresas elaboradoras de azúcar en bruto conforme a lo dispuesto en el Decreto N° 388/00 (en vigor desde enero de 2003).
Para obtener una licencia y beneficiarse de la exoneración del arancel, las empresas deben registrarse en el LATU, que verifica el destino del azúcar.  Sólo pueden solicitar licencias las empresas industriales.  La cantidad máxima por solicitud es el equivalente del consumo previsto en 90 días.   
	Decreto N° 388/000 de 27 de diciembre de 2000 y Resolución S/NRO/001 de 23 de febrero de 2001a

	Calzado
	Régimen de licencias de importación automáticas de la Dirección Nacional de Industria (DNI) del MIEM con fines estadísticos  
	Decretos N° 265/001 de 11 de julio de 2001, N° 342/002 de  29 de agosto de 2002 y N° 251/005 de 15 de agosto de 2005a  

	Cuadro III.9 (continuación)

	Ciertos textiles
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI con fines estadísticos (en vigor desde febrero de 2001) 
	Decreto N° 394/000 de 27 de diciembre de 2000a;  Decreto N° 520/001 de 28 de diciembre de 2001

	Papel con destino editorial (NCM 4801.10.00.00)
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI para beneficios.  Sólo pueden solicitar licencias las empresas editoriales que acrediten que el papel se emplea con destino editorial
	Decreto N° 218/996 de 12 de junio de 1996a

	Productos de la industria automotriz
	Régimen de licencias de importación automáticas de la DNI para franquicias fiscales (en vigor desde 1970). 
La DNI está encargada de verificar el precio de importación de los vehículos
	Decretos N° 128/70 de 13 de marzo de 1970, N° 473/70 de 1° de octubre de 1970, N° 727/91 de 30 de diciembre de 1991, N° 316/92 de 7 de julio de 1992, N° 340/96 de 28 de agosto de 1996, N° 60/99 de 3 de marzo de 1999, N° 273/99 de 10 de septiembre de 1999 y N° 332/02 de 22 de agosto de 2002a

	Bienes de capital 
	Durante el período bajo examen,  se exigieron certificados para los bienes de capital no producidos en el MERCOSUR para obtener una concesión arancelaria.  Sin embargo, se admitían las importaciones sin esa formalidad de licencia  
	Decretos N° 479/82 de 27 de diciembre de 1982, 487/83 de 29 de diciembre de 1983 y 279/01 de 17 de julio de 2001b   

	Neumáticos nuevos para automóviles, camiones u ómnibus
	Durante el período bajo examen,  se exigieron licencias no automáticas con fines de control de calidad.  Las licencias no automáticas para la importación de neumáticos requerían certificación previa de la calidad del producto por el LATU 
	Decreto Nº 349/98 de 25 de noviembre de 1998b 

	Importaciones procedentes de zonas francas
	Entre el 8 de abril y el 1º de junio de 2002 se requirieron licencias de importación automáticas del Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio con fines estadísticos 
	Decreto N° 112/002 de 1º de abril de 2002 y Decreto N° 189/002 de 27 de mayo de 2002

	Armas y explosivos 
	Autorización previa del Ministerio de Defensa Nacional con fines de seguridad del Ministerio de Defensa Nacional
	Decreto-Ley N° 10.415 de 13 de febrero de 1943;  Decreto N° 2605 de 7 de octubre 1943;  Decreto Nº 91 de 24 de febrero de 1993

	Precursores, productos químicos y solventes
	Autorización previa del Ministerio de Salud Pública para la lucha contra la droga
	Decreto Nº 196 de 23 de julio de 1998 y Decreto N° 391 de 10 de octubre de 2002

	Materiales radiactivos o equipos generadores de radiaciones ionizantes
	Autorización previa de la Comisión Nacional de Energía Atómica para la protección del medio ambiente
	Decreto Nº 519 de 21 de noviembre de 1984

	Halones, sus mezclas o bienes que las contengan
	Autorización previa del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) para la protección del medio ambiente
	Decreto Nº 308 de 29 de junio de 1994

	Equipos o productos manufacturados que contengan, o que requieran de las sustancias que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal
	Autorización previa del MVOTMA para la protección del medio ambiente.  A partir del 1º de marzo de 2008, se prohíbe toda fabricación, introducción, importación y exportación de las sustancias comprendidas en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal
	Decreto Nº 345 de 23 de septiembre de 2004

	Agentes exóticos de control biológico capaces de reproducirse con fines de investigación y para su liberación en el campo en el control biológico, así como los utilizados como plaguicidas biológicos
	Autorización previa del MGAP para la protección del medio ambiente
	Decreto Nº 144 de 3 de junio de 1998

	Tortugas marinas
	Certificados de la CITES para la protección de la fauna silvestre
	Decreto Nº 144 de 3 de junio de 1998 

	Mamíferos marinos enumerados en la Convención sobre Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Flora y Fauna Silvestres (CITES)
	Certificados de la CITES para la protección de la fauna silvestre
	Decreto Nº 238 de 2 de septiembre de 1998


a
Notificado en el documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005.

b
Notificado en el documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/2/Rev.1, de 4 de marzo de 2003.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

103. Las autoridades han notificado a la OMC que el tiempo de tramitación de las licencias oscila entre 48 horas y 10 días hábiles.
  Todas las solicitudes de licencia son tramitadas y expedidas en orden cronológico y no existe un período estipulado para su tramitación.  Tampoco está prevista la tramitación de solicitudes de licencia con carácter urgente.  La Dirección Nacional de Industrias cobra 0,2 URs por licencia (en noviembre de 2005, la UR valía 237,97 pesos uruguayos equivalentes a unos 10,2 dólares de los EE.UU.).

104. Las licencias tienen una validez de 60 días, excepto las relativas al sector automotor, cuya validez es de 90 días.  No se impone sanción por la no utilización parcial o total de la licencia.  Las licencias no son transferibles, con excepción de las correspondientes al azúcar, que se pueden transferir con la previa conformidad de la DNI (siempre que no cambien el volumen autorizado ni la empresa industrial que utilizará el insumo).

105. Además del régimen de licencias de importación, hay diversos productos cuya importación requiere autorización previa de una entidad gubernamental (cuadro III.9).  También se exigen numerosas autorizaciones previas por razones sanitarias o fitosanitarias (véase la sección 2) ix).

vii) Medidas comerciales especiales

a) Medidas compensatorias y antidumping

106. El Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias ha sido aprobado por ley en el Uruguay y por consiguiente forma parte de la legislación nacional.
  Hasta el momento no se ha dictado ninguna reglamentación para aplicar el Acuerdo.  El Uruguay ha notificado a la OMC que entre enero de 1998 y diciembre de 2002 no adoptó ninguna medida en materia de derechos compensatorios.
  No hay ninguna notificación referente al período transcurrido desde enero de 2003, sin embargo las autoridades indicaron que entre enero de 2003 y febrero de 2006 no se había adoptado ninguna medida compensatoria.

107. El Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio fue aprobado por ley en el Uruguay y, por lo tanto, forma parte de la legislación interna del país.
  En 1996 se aprobó el Decreto Nº 142/996, que reglamenta la aplicación de ese Acuerdo.
  El Comité de Prácticas Antidumping y el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias examinaron la legislación del Uruguay en materia de medidas antidumping en 1997.  Formularon preguntas el Canadá
;  Chile
;  Hong Kong, China
;  Corea
;  México
;  y los Estados Unidos.

108. La única modificación ocurrida desde el anterior Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay ha sido la aprobación del Decreto Nº 470/001 de 4 de diciembre de 2001, que especifica los criterios que definen el concepto de "economía de mercado";  el Decreto ha sido notificado a la OMC.
  El Uruguay también ha notificado a la OMC sus autoridades de investigación competentes en materia de medidas antidumping y compensatorias:  la Dirección Nacional de Industrias del MIEM y la Oficina de Programación y Política Agropecuaria del MGAP.
  

109. En 1998, el Uruguay inició su dos primeras investigaciones antidumping del período en examen, contra la fibra de poliéster de los Estados Unidos y contra el aceite comestibles refinado envasado de girasol y de maíz (puros o en sus cortes) de la Argentina.  Las autoridades indicaron que ninguna medida se había aplicado. En diciembre de 2000, el Uruguay inició su tercera investigación antidumping, respecto de ciertos tipos de chapas de acero procedentes de Australia;  sin embargo, en junio de 2001 se desistió de la investigación.
  

110. En 2001 el Uruguay inició otros cuatro casos:  sobre el cemento portland gris procedente de México;  aceite comestible de origen vegetal, compuesto por mezclas de aceites puros refinados y envasados, y aceite puro y refinado procedentes de la Argentina;  y termotanques de acero vitrificado procedentes de Italia (de este último se desistió en diciembre de 2002).
  En el caso del cemento portland de México,  las medidas antidumping no fueron aplicados.  En julio de 2001 se aplicaron medidas provisionales al aceite comestible de origen vegetal, compuesto por mezclas de aceites puros refinados y envasados, al tipo de 0,28 dólares de los EE.UU. por litro
;  en octubre de 2002 se aplicó un derecho definitivo al tipo de 0,136 dólares de los EE.UU. por litro, con validez por dos años.
  En enero de 2005 el Uruguay notificó a la OMC la iniciación del procedimiento para prorrogar la aplicación de estos derechos.  En 2003 el Uruguay también impuso derechos antidumping, por tres años, a la importación de aceite comestible refinado puro de origen vegetal procedente de la Argentina, con tipos que oscilaban entre 0,02 y 0,26 dólares de los EE.UU. según la empresa.
  

111. Incumbe al Poder Ejecutivo adoptar las resoluciones relativas a la aplicación de medidas provisionales y derechos antidumping definitivos;  y en caso necesario revisa y puede prorrogar las medidas.  Existe una Comisión Asesora que evalúa los aspectos técnicos de las investigaciones y asesora al Poder Ejecutivo en lo que respecta a la adopción de las resoluciones.  La Comisión depende del MEF y es presidida por un representante de dicho Ministerio;  la integran también representantes del MGAP, el MIEM, el Ministerio de Relaciones Exteriores, así como la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP).  La investigación se realiza por la Oficina de Programación y Política Agropecuaria (OPYPA) del MGAP (en el caso de los productos agropecuarios) o la DNI del MIEM (en el caso de los productos agroindustriales e industriales).

112. Las investigaciones destinadas a determinar la existencia, el grado y los efectos del dumping se inician previa solicitud escrita presentada a la OPYPA o la DNI por la rama de producción nacional o en su nombre.  Las autoridades disponen de 20 días para decidir si la solicitud ha sido debidamente instruida.  Si la solicitud está debidamente instruida, las autoridades disponen de 30 días para decidir sobre la procedencia de la apertura de una investigación.  La apertura de una investigación se publica en el Diario Oficial y se notifica a las partes interesadas.

113. Las investigaciones antidumping deben concluir normalmente en un plazo de un año, y en todo caso en un plazo de 18 meses como máximo después de su iniciación.  La instrucción del procedimiento debe quedar terminada 120 días como mínimo antes del vencimiento del plazo máximo de 18 meses.  La OPYPA o la DNI deben pronunciarse respecto de la aplicación de derechos antidumping dentro de los 30 días siguientes a la fecha de finalización de la instrucción del procedimiento, y deben remitir las actuaciones a la Comisión Asesora.

114. Se pueden aplicar derechos antidumping provisionales en espera de que concluya una investigación completa cuando se haya formulado una determinación preliminar de existencia de dumping y del consiguiente daño a una rama de producción nacional y esa medida sea necesaria para impedir que se cause daño durante la investigación.  La cuantía del derecho antidumping provisional no puede exceder del margen de dumping provisionalmente estimado, que haya determinado la OPYPA o la DNI.  Estos derechos pueden imponerse por un período de cuatro meses como máximo.  Se requiere una resolución interministerial en la que se ordene la aplicación de la medida provisional.
115. En noviembre de 2005 no existía todavía ninguna reglamentación común del MERCOSUR en materia de medidas antidumping y compensatorias.  Esa reglamentación ha estado en preparación desde el anterior Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay.  Según las autoridades, se espera completar esa reglamentación en junio de 2006.
b)
Medidas de salvaguardia

116. El Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC ha sido aprobado por ley en el Uruguay y, por consiguiente, forma parte de la legislación nacional.
  Después del último Examen de las Políticas Comerciales del Uruguay se dictó el Decreto Nº 2/99 de 8 de enero de 1999, que reglamenta la aplicación del Acuerdo.  La legislación en materia de salvaguardias se notificó en 1999
 y fue examinada ese año por el Comité de Salvaguardias;  formularon preguntas los Estados Unidos.
  Las autoridades señalaron que desde 1998 no habían recibido ninguna solicitud de apertura de investigación.
117. Con arreglo al Decreto Nº 2/99, el Poder Ejecutivo, actuando con el MEF, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el MIEM y el MGAP, debe dictar las resoluciones respecto de la aplicación de medidas de salvaguardia provisionales o definitivas, así como de la revisión, revocación o prórroga de estas últimas.  Existe una Comisión de Aplicación integrada por un representante del MEF, que la preside, y sendos representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, del MGAP, del MIEM y de la OPP, que tiene el cometido de aplicar el régimen.  La Comisión también analiza y se pronuncia sobre los distintos aspectos sujetos a resolución de conformidad a lo dispuesto en el Decreto, designa el órgano de sustanciación de la investigación y supervisa todos los aspectos vinculados a la investigación.

118. Las medidas de salvaguardia pueden realizarse por la DNI del MIEM, la OPYPA del MGAP, la Asesoría de Política Comercial del MEF en coordinación con el Área de Comercio Exterior de la Dirección General de Comercio de ese Ministerio, o cualquier otro órgano de la Administración al cual la Comisión de Aplicación la encomiende.

119. La solicitud de aplicación de una medida de salvaguardia debe ser presentada por las empresas o las entidades que las representen, por escrito y en dos ejemplares, ante la Comisión de Aplicación.  Si la solicitud se considera debidamente instruida, la Comisión de Aplicación, luego de requerir el asesoramiento que estime pertinente, elabora un dictamen sobre la procedencia de la apertura de la investigación, que debe contener una determinación preliminar sobre la existencia de daño grave o de la amenaza de daño grave.  El dictamen debe emitirse dentro del plazo de 50 días a partir de la fecha de la presentación de la solicitud.
120. La resolución interministerial en cuanto a la apertura de la investigación debe dictarse dentro del plazo de 30 días contados a partir de la fecha del pronunciamiento de la Comisión de Aplicación.  La resolución debe publicarse en el Diario Oficial y notificarse al solicitante;  la que no hace lugar a la solicitud de apertura se notifica únicamente al solicitante.

121. La instrucción de la investigación debe quedar terminada dentro de los nueve meses posteriores a su apertura, plazo que puede prorrogarse por dos meses en casos excepcionales.  Cuando se han aplicado salvaguardias provisionales, el plazo máximo de la investigación es de 200 días.  La resolución del Poder Ejecutivo que contenga la decisión sobre la adopción de la medida de salvaguardia debe adoptarse dentro del plazo de 15 días contados a partir del siguiente de la fecha de emisión del dictamen de la Comisión de Aplicación.  La publicación preceptiva en el Diario Oficial de la resolución del Poder Ejecutivo que se pronuncie respecto de la aplicación de medidas de salvaguardia es suficiente notificación sin perjuicio de la comunicación a las partes interesadas comparecientes en la investigación. 

122. Las medidas de salvaguardia pueden aplicarse como un incremento de los derechos de importación, adicionales al Arancel Externo Común (en forma de derechos ad valorem, derechos específicos o una combinación de ambos);  o en forma de restricciones cuantitativas.  Deben adoptarse medidas de salvaguardia únicamente durante el período que sea necesario para prevenir o reparar el daño grave y facilitar el ajuste de la producción nacional, y ese período no debe exceder de cuatro años a menos que se lo prorrogue.  El período total de aplicación de una medida de salvaguardia, con inclusión del período de aplicación de cualquier medida provisional, del período de aplicación inicial y de toda prórroga del mismo, no debe exceder de ocho años.

123. En circunstancias críticas, en las que cualquier demora entrañaría un perjuicio difícilmente reparable, el Poder Ejecutivo puede adoptar una medida de salvaguardia provisional en virtud de una determinación preliminar.  La duración de las medidas provisionales no debe exceder de 200 días.

124. El Uruguay se ha reservado el derecho de recurrir al mecanismo de salvaguardia de transición previsto en el artículo 6 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la Ronda Uruguay
, y se ha reservado el derecho de recurrir a las disposiciones de salvaguardia especial previstas en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC para las partidas del SA 1001.10.00.90 (Trigo duro-Los demás) y 1001.90.10.90 (Trigo-Los demás).
  El Uruguay ha notificado a la OMC que durante el período 1998-2003 no recurrió a medidas de salvaguardia especial.
  Las autoridades indicaron que tampoco  recurrieron al mecanismo de salvaguardia de transición.
125. El reglamento común del MERCOSUR sobre las salvaguardias aplicadas a terceros países establece los procedimientos de aplicación de medidas de salvaguardia por el MERCOSUR (como entidad única) y por cada uno de sus Estados miembros.
  Las medidas de salvaguardia previstas en este reglamento no pueden aplicarse a otros países del MERCOSUR.  En virtud de los acuerdos del MERCOSUR con Chile y Bolivia, pueden aplicarse medidas de salvaguardia (dependiendo del producto) hasta el 2014 en ambos casos.  Las salvaguardias del MERCOSUR pueden tomar la forma de una suspensión o eliminación de preferencias, pero no se excluye la aplicación de las disposiciones de la OMC.  Una vez que estén totalmente aplicados los acuerdos, no podrán aplicarse medidas de salvaguardia entre las partes.

c)
Otras medidas

126. Durante el período bajo examen, el Uruguay ha adoptado otras medidas para combatir la competencia desleal, basadas en la Ley No 12.670 de 17 de diciembre de 1959 que faculta al Poder Ejecutivo para, entre otros, "establecer recargos no superiores al 300 por ciento del precio c.i.f. de las mercaderías, artículos, productos y bienes prescindibles, suntuarios y/o competitivos de la industria nacional".

127. En enero de 2001, con el fin de "combatir la competencia desleal", se establecieron derechos de importación específicos sobre productos textiles
 originarios de países no integrantes del MERCOSUR, con vigencia inicial hasta el 30 de junio de 2001.
  Mediante los Decretos Nº 248/001 de 29 de junio de 2001, Nº 520/001 de 28 de diciembre de 2001 y Nº 114/002 de 1º de abril de 2002 fueron prorrogados progresivamente hasta el 30 de junio de 2002.  Estos derechos se aplicaban con tipos que oscilaban entre 1,62 y 4,55 dólares de los EE.UU. por kilo para los tejidos y entre 2,80 y 6,30 dólares de los EE.UU. por kilo para las confecciones.  Sin embargo, en el caso de las confecciones, si la tasa aplicable de los derechos de importación específicos era inferior a la aplicable a la tela principal incrementada en un porcentaje que oscilaba entre el 15 y el 100 por ciento, se aplicaba en su lugar esta última tasa.  En general, si los derechos de importación específicos eran inferiores al arancel aplicado, se aplicaba esta última.  Sin embargo, según el Decreto N° 394/000 de 27 de diciembre de 2000, los derechos de importación específicos no podían exceder de los tipos arancelarios consolidados.  

128. Durante el período transcurrido entre 18 de abril de 2002 y 2004, se aplicaron derechos de importación específicos establecidos en virtud del Decreto Nº 137/002 a las importaciones de determinados productos, para neutralizar "las consecuencias sobre la actividad productiva nacional derivadas de condiciones anormales de competencia resultantes de la referida coyuntura regional".
 Los tipos se establecieron inicialmente en niveles que oscilaban entre los 0,041 dólares de los EE.UU. para determinadas barras de hierro o acero (partida 7214.20.00.10) y los 0,840 dólares de los EE.UU. para colgadores, perchas, soportes y artículos similares (partida 8302.50.00.00).
  Los productos afectados, han sido objeto de numerosos cambios durante el período.
  Además, en 2003, el Decreto N° 2/003 de 2 de enero de 2003 facultó al MEF a fijar, con carácter excepcional, derechos específicos también a productos no comprendidos en el Decreto N° 137/002.  Según las autoridades, en la practica, el único origen de donde se determinaron prácticas de estímulos regionales y sectoriales, zonas promovidas y otros incentivos fue la Argentina;  las empresas argentinas que no estuvieron alcanzadas por las políticas de estímulo regionales fueron exoneradas de la aplicación de los derechos específicos desde septiembre del 2003.  Sin embargo, según el Decreto N° 550/003 de 31 de diciembre de 2003, a partir de enero de 2004 el MEF sólo puede aplicar esos derechos en el caso de las situaciones especiales y para los productos listados en el anexo.  Desde enero de 2004, determinados productos
 procedentes de la Argentina están sujetos a derechos específicos que oscilan entre los 0,033 dólares de los EE.UU. por kg para las pinturas (partida 3210.00.10.00) y los 0,857 dólares de los EE.UU. por kg para determinadas resinas epoxi (partida 3907 30 19 00).

viii) Normas y reglamentos técnicos

129. El Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT), es una institución privada, que tiene el cometido de formular normas a nivel nacional.  El UNIT prepara y aprueba normas por intermedio de comités técnicos especializados y realiza también la certificación de productos y servicios y la certificación de sistemas de calidad.
  El UNIT es miembro de varias organizaciones internacionales de normalización.
  

130. El UNIT aceptó en septiembre de 1997 el Código de buena conducta para la elaboración, adopción y aplicación de normas que figura en el Anexo 3 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.
  El Uruguay notificó sus servicios nacionales de información:  la Dirección General para Asuntos Económicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores y la Dirección General de Comercio del MEF, Servicio de Información Comercial.
  También ha notificado dos reglamentos técnicos adoptados después del último examen de sus políticas comerciales (sustancias agotadoras de la capa de ozono y norma de calidad para la zanahoria).
  La Dirección General para Asuntos Económicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores actúa como centro de notificación.
  En 1999, el Uruguay presentó una declaración sobre la aplicación y administración del Acuerdo OTC conforme al párrafo 2 de su artículo 15.
  

131. El UNIT forma parte de un sistema nacional de normalización establecido en 1997, denominado "Sistema Uruguayo de Acreditación, Normalización, Certificación, Calibración y Ensayo" (SUANCCE).
  El SUANCEE también comprende el Instituto Nacional de Calidad (INACAL), el cual sustituyó al Comité Nacional a fines de 2005, y el Organismo de Acreditación.  El INACAL fue creado por la Ley N° 17.930 de 23 de diciembre de 2005, y está dirigido y administrado por un Director Ejecutivo.  La Ley N° 17.930 prevé también el  establecimiento de un Consejo Asesor Honorario compuesto por nueve miembros representativos de las áreas de actividad a las que se refiere el Instituto, de los cuales cuatro deben ser representantes del sector privado.  Asimismo, la ley estipula que el INACAL tiene como objetivos, entre otros, promover la mejora de la competitividad de las empresas como medio para incrementar sostenidamente las exportaciones;  respaldar técnicamente al consumidor en cuanto a la calidad como base de su elección;  y administrar el Premio Nacional de Calidad.

132. El Organismo Uruguayo de Acreditación (OUA) fue creado en enero de 1999 como institución privada.  El UNIT y el LATU (ver infra) fueron invitados a participar sin voto en su Consejo Directivo.  El OUA está encargado de acreditar laboratorios de calibración y ensayo, así como organismos de certificación de sistemas de la calidad, productos, servicios y procesos, y auditores.  Conforme a la Ley N° 17.930, el UNIT fue el primer organismo acreditado por el OUA.

133. El LATU es la entidad que controla la calidad de los productos alimenticios importados (ver infra).  El LATU es miembro fundador del Sistema Interamericano de Metrología (SIM).  Desde octubre del año 1999 los servicios de calibración de masa, balanzas y temperatura están acreditados por el Deutscher Kalibrier Dienst (DKD) de Alemania.
  El MGAP, por su parte, a través de la Dirección General de Servicios Agrícolas, tiene a su cargo el control de calidad de productos fitosanitarios y materias primas, así como de alimentos para animales y vegetales in natura (véase también sección 2) ix)).  El Instituto Nacional de Semillas (INASE) realiza el control de calidad de toda estructura vegetal usada para siembra o propagación.  

134. Además de las anteriores, algunas otras instituciones están encargadas del control de calidad en determinados sectores, como las telecomunicaciones y la electricidad.  La empresa estatal ANTEL tiene a su cargo la certificación del equipo de telecomunicaciones;  y en el sector eléctrico la certificación puede efectuarse (además de por el UNIT y el LATU) por LATU Sistemas S.A.
, el Instituto de Ingeniería Eléctrica de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de la República, el Laboratorio de la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE), o cualquier otro organismo de certificación reconocido por la URSEA que tenga presencia comercial en el Uruguay.

135. La política del Uruguay en materia de normas sigue teniendo por objeto salvaguardar la salud pública, la seguridad, los derechos del consumidor, el medio ambiente y la imagen del país como exportador.  Los reglamentos técnicos siguen en general directrices regionales o internacionales y se aplican de igual modo a los productos nacionales y a los importados (véase el cuadro III.10).  En el plano regional, el UNIT participa en la elaboración de las normas del MERCOSUR y COPANT.  A nivel internacional el UNIT acepta normas o especificaciones internacionales, como las de la ISO o la CEI.
  En noviembre de 2001 se firmó un Memorando de Entendimiento con ASTM International.

Cuadro III.10
Algunos reglamentos técnicos

	Productos o requisitos
	Instrumento legal

	Etiquetado:
	

	Todos los productos 
	Decreto Nº 141/92 de 2 de abril de 1992 

	Alcoholes y bebidas alcohólicas
	Ley Nº 16.753 de 13 de junio de 1996

	Calzado
	Decreto N° 65 de 18 de febrero de 2000 

	Cigarrillos, cigarros y otros productos de tabaco
	Decreto Nº 36 de 25 de enero de 2005

	Equipos médicos y dispositivos terapéuticos
	Decreto N° 165 de 8 de junio 1999 

	Frutas, hortalizas y flores
	Decreto No 929 de 30 de diciembre de 1988

	Medicamentos y cosméticos
	Decreto N° 521 de 22 de septiembre de 1984 y Decreto N° 324 de 12 de octubre de 1999 

	Plaguicidas
	Decreto Nº 149 de 15 de marzo de 1977;  Decreto N° 294/004 de 11 de agosto de 2004

	Productos alimenticios
	Decreto Nº 315 de 5 de julio de 1994, Decreto Nº 141 de 2 de abril de 1992 y Decreto Nº 41 de 25 de enero de 1993

	Productos textiles
	Decreto Nº 64 de 18 de febrero de 2000

	Vinos "de calidad preferente"
	Decreto Nº 283 de 16 de junio de 1993

	Vinos importados de "calidad preferente" con Denominación de Origen Reconocida (DOR)
	Decreto Nº 431 de 21 de septiembre 1994 

	Otros reglamentos adoptados desde 1998:
	

	Adhesivos utilizados en la fabricación de envases y equipamientos destinados a entrar en contacto con alimentos
	Decreto Nº 340/004 de 23 de septiembre de 2004, por el que se transpone la Resolución N° 27/99 del GMC

	Aditivos y sus concentraciones máximas para la categoría de alimentos 19
	Decreto Nº 22/001 de 23 de enero de 2001, por el que se transpone la Resolución N° 54/98 del GMC

	Aditivos y sus límites a determinadas categorías de alimentos
	Decreto Nº 33/001 de 31 de enero de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 73/97 del GMC

	Aditivos y sus concentraciones máximas para varias categorías de alimentos
	Decreto Nº 20/001 de 23 de enero de 2001, por el que se transpone la Resolución N° 74/97 del GMC

	Asociaciones de drogas que contienen anorexígenos en medicamentos y preparaciones magistrales
	Decreto Nº 210/000 de 25 de julio de 2000, por el que se transpone la Resolución N° 39/99 del GMC

	Bicicletas de uso infantil
	Decreto Nº 377/004 de 21 de octubre de 2004, por el que se transpone la Resolución N° 45/03 del GMC

	Cosméticos (indicación cuantitativa) 
	Decreto Nº 243/001 de 27 de junio de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 50/00 del GMC

	Envases de PET multicapa destinados al envasado de bebidas analcohólicas carbonatadas 
	Decreto Nº 253/005 de 15 agosto de 2005, por el que se transpone la Resolución No 25/99 del GMC

	Envases y equipamientos celulósicos en contacto con alimentos
	Decreto Nº 163/001 de 8 de mayo de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 35/97 del GMC

	Envases y equipamientos elastoméricos destinados a entrar en contacto con alimentos 
	Decreto Nº 164/001 de 8 de mayo de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 54/97 del GMC

	Harina de trigo
	Decreto 265/002 de 11 de julio de 2002, por el que se transpone la Resolución No 09/2002 del GMC

	Hemoderivados de origen plasmático
	Decreto Nº 270/000 de 19 de septiembre de 2000, por el que se transpone la Resolución Nº 33/99 del GMC

	Juguetes
	Decreto Nº 388/005 de 7 de octubre 2005

	Miel (identidad y calidad) 
	Decreto Nº 105/001 de 27 de marzo de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 89/99 del GMC

	Cuadro III.10 (continuación)

	Morrón (pimiento dulce) 
	Decreto Nº 193/998 de 22 julio de 1998, por el que se transpone la Resolución Nº 142/996 del GMC

	Películas de celulosa regenerada destinadas a entrar en contacto con alimentos 
	Decreto Nº 167/001 de 8 de mayo de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 55/97 del GMC

	Placas cerámicas para revestimiento (control cualitativo) 
	Decreto Nº 359/001 de 6 de septiembre de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 16/01 del GMC

	Productos cosméticos y de tocador comercializados en cantidades nominales de 5 g o ml a 20 g o ml (indicación cuantitativa) 
	Decreto Nº 244/001 de 27 de junio de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 49/00 del GMC

	Productos domisanitarios a base de hipocloritos aditivados (agua lavandina aditivada/alvejante/agua clorada aditivada) 
	Decreto Nº 443/001 de 13 de noviembre de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 57/98 del GMC

	Productos industrializados premedidos (contenidos netos) 
	Decreto Nº 358/001 de 6 de septiembre de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 18/01 del GMC

	Productos médicos (requisitos esenciales de seguridad y eficacia)
	Decreto Nº 152/001 de 3 de mayo de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 72/98 del GMC

	Productos sanitarios desinfectantes (plaguicidas) domisanitarios
	Decreto Nº 180/000 de 14 de junio de 2000, por el que se transpone la Resolución Nº 49/99 del GMC

	Productos servilletas, toallas y pañuelos de papel (indicación del contenido nominal) 
	Decreto Nº 245/001 de 27 de junio de 2001, por el que se transpone la Resolución Nº 02/01 del GMC

	Protectores solares en cosméticos 
	Decreto Nº 257/004 de 22 de julio de 2004, por el que se transpone la Resolución Nº 26/02 del GMC


Nota:
GMC - Grupo Mercado Común del MERCOSUR.

Fuente:
Secretaría de la OMC.

136. Las normas son preparadas por más de 30 comités técnicos especializados, que incluyen a representantes de los sectores respectivos sobre la base de solicitudes de instituciones oficiales y empresas privadas.
  Las normas elaboradas por el UNIT abarcan sectores y productos tan variados como la gestión y aseguramiento de la calidad, los materiales de construcción, la electrotecnia, la seguridad, los productos alimenticios, los textiles, el papel, las maderas, el material de lucha contra incendios, recipientes para gases, dibujos, metales, sanitaria, cueros y fertilizantes.  Desde su creación en 1939, el UNIT ha desarrollado 1.800 normas y ha otorgado 250 certificados de sistemas y certificados de productos a más de 120 empresas.
  En octubre de 2005 había 1.643 normas en vigor.
  Se han adoptado normas en esferas muy diversas.
  Las autoridades indicaron que casi la totalidad de las normas se basan en normas internacionales y regionales. 

137. Muchas normas han sido convertidas en reglamentos técnicos (de cumplimiento obligatorio) por el Poder Ejecutivo.
  La mayor parte de los reglamentos técnicos se basa en "reglamentos técnicos" del MERCOSUR (es decir, normas de adopción obligatoria para los miembros del MERCOSUR) (cuadro III.10).  

138. También se aplican reglamentos técnicos en el sector de las telecomunicaciones para ciertos equipos, a saber, terminales de abonado;  aparatos telefónicos comunes;  aparatos telefónicos especiales;  modem;  facsímiles comunes;  detectores teletasa;  facsímiles especiales;  centrales telefónicas privadas;  aparatos telefónicos inalámbricos;  bloqueadores de marcación;  acopladores radiotelefónicos;  llaves automáticas;  equipos enviadores teletasa;  identificadores de número de abonado llamante;  telefonía móvil;  telefonía rural;  equipos terminales RDSI (Red de Servicios Integrados);  y equipos tarifadores para los centros públicos de telecomunicaciones.
  La institución encargada de regular y controlar las actividades relacionadas con las telecomunicaciones es la URSEC.  En el sector de la electricidad se han adoptado varios reglamentos técnicos desde el último examen de las políticas comerciales del Uruguay, que se refieren sobre todo a cuestiones de seguridad y calidad.
  La institución encargada de la regulación del sector es la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), que en 2002 sustituyó a la anterior Unidad Reguladora de la Energía Eléctrica (UREE).  

139. Una Comisión Interministerial, creada por el Decreto N° 164/998, evalúa, antes de su entrada en vigor, todos los reglamentos técnicos dictados por los Ministerios para asegurar su conformidad con el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.  La Comisión está compuesta por representantes de la Presidencia de la República y de los Ministerios siguientes:  Relaciones Exteriores;  Economía y Finanzas;  Industria, Energía y Minería;  Salud Pública;  Ganadería, Agricultura y Pesca;  y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

140. El Uruguay reconoce las pruebas llevadas a cabo en el país exportador si existe un acuerdo de reconocimiento mutuo.  El UNIT tiene acuerdos de reconocimiento mutuo en el ámbito voluntario referentes a la certificación de productos con la Asociación Española de Normalización y Certificación (AENOR), el Ente Nazionale Italiano di Unificazione (UNI) y el Istituto Italiano della Marchia de Qualità (IMQ).  

141. Los alimentos y bebidas importados que determine el MIEM están sujetos a inspección por el LATU;  los productos nacionales están controlados por la Intendencia (gobierno municipal).  Esos productos, para que puedan obtener un certificado de aptitud para la venta del LATU, no deben constituir un peligro para la salud humana.
  Con arreglo al Decreto N° 338/82, si los productos importados satisfacen los reglamentos técnicos y las prescripciones en materia de etiquetado, el LATU otorga el certificado de comercialización en un plazo de 12 días hábiles.
  
142. Conforme al Decreto N° 141/92 de 2 de abril de 1992, la Dirección Nacional de Comercio y Defensa del Consumidor del MEF está encargada de asegurar el cumplimiento de las prescripciones en materia de etiquetado.  Según lo estipulado en este Decreto, todos los productos destinados a la venta deben tener una etiqueta con la siguiente información mínima en español:  nombre y origen del producto, nombre y dirección del productor o importador, peso, fecha de vencimiento, ingredientes, instrucciones y condiciones de almacenamiento.  Las autoridades indicaron que el Uruguay sigue las reglamentaciones del MERCOSUR en materia de marcado, etiquetado y envasado.

143. Según la Ley N° 16.753 de 13 de junio de 1996, todos los envases o botellas de bebidas alcohólicas deben llevar una etiqueta impresa que indique la naturaleza o tipo de bebida, su contenido alcohólico y la identificación del productor o importador.  El Decreto N° 283 de 16 de junio de 1993, estipula que rigen requisitos especiales para los vinos "de calidad preferente", y según el Decreto N° 431 de 21 de septiembre de 1994, los vinos importados de "calidad preferente" con denominación de origen reconocido (DOR) deben tener una etiqueta adicional aprobada por el Instituto Nacional de Vitivinicultura.  Otros diversos productos están sujetos a requisitos especiales en materia de etiquetado (cuadro III.10).  

144. Los países del MERCOSUR han realizado esfuerzos para la armonización de las normas.  La institución regional que tiene a su cargo esa labor es la Asociación MERCOSUR de Normalización (AMN).  La AMN está formada por los organismos nacionales de normalización de los miembros del MERCOSUR;  los organismos similares de Bolivia y Chile la integran con carácter de invitados.

145. En octubre de 2005 se habían adoptado 493 normas a nivel del MERCOSUR, de las cuales, 131 eran objeto del procedimiento de votación nacional y 11 estaban en trámite de aprobación.  El programa de trabajo incluía otros 623 proyectos.
  La adopción de las normas del MERCOSUR como normas o reglamentos técnicos por cada país miembro tiene carácter voluntario.

ix) Medidas sanitarias y fitosanitarias

146. El Uruguay ha notificado como servicio de información en materia de medidas sanitarias o fitosanitarias y autoridad encargada de las notificaciones a la Dirección de Organismos Económicos Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores.
  Desde el último examen de sus políticas comerciales, el Uruguay notificó a la OMC tres medidas sanitarias:  las medidas de emergencia para prevenir la contaminación de alimentos por dioxinas;  requisitos sanitarios para la importación de aves y productos avícolas en función de las regulaciones nacionales referidas a la Enfermedad de Newcastle;  y la adopción de los criterios de evaluación establecidos por el Comité Científico Director de la Comisión Europea respecto de los animales de especies susceptibles a encefalopatías espongiformes transmisibles y sus productos.

147. El MGAP tiene a su cargo la elaboración y aplicación de programas de protección sanitaria y fitosanitaria para el sector agropecuario y pesquero (véase también la sección 2) viii)).  También le corresponde supervisar el cumplimiento de normas sanitarias y fitosanitarias;  las normas de calidad de insumos agrícolas y productos veterenarios;  y las normas sobre residuos de plaguicidas en productos vegetales y productos zooterápicos.  Conforme al Decreto N° 328/993 de 9 de julio de 1993, igualmente está encargado de controlar la calidad y la composición de los alimentos para animales.  En 2001, por la Resolución DGSA/DGSG 05/2001 de 22 de junio de 2001, se creó en el Ministerio una Comisión Técnica Coordinadora en Materia de Importación de Alimentos para Animales.  Dicha Comisión está compuesta por dos delegados de la Dirección General de Servicios Ganaderos (DGSG) y otros dos de la Dirección General de Servicios Agrícolas (DGSA).  

148. La DINARA establece y fiscaliza las normas en el sector de la pesca y respecto de sus productos.  Sus normas se aplican a los productos de la pesca destinados al consumo humano o animal, así como su elaboración, almacenamiento, transporte y comercialización.
  Las reglamentaciones y los controles que aplica la DINARA siguen directrices establecidas, entre otros, por la FAO‑OMS y el Codex Alimentarius.
  

149. El Decreto N° 55/003 de 6 de febrero de 2003, estipula que el Ministerio de Salud Pública (MSP) establece los requisitos sanitarios de los productos alimenticios para consumo humano sobre la base del asesoramiento de la Dirección General de la Salud, que en 2003 sustituyó a la Comisión Técnica del Ministerio.  Las normas dictadas por el Ministerio están basadas en las del Codex Alimentarius.  El MSP ha delegado ciertas competencias a las intendencias municipales y al MGAP.  Así, las intendencias municipales velan por que se cumpla el Reglamento Bromatológico Nacional
 y el MGAP se encarga del control de las condiciones higiénico-sanitarias de los establecimientos de producción, industrialización y acopio de productos alimenticios bajo su competencia. 
150. Se requieren certificados sanitarios y fitosanitarios según el nivel de riesgo, expedidos por el país de origen, para animales, vegetales, y para productos de origen animal y vegetal.
  Además, los productos pueden someterse a otros requisitos, como la autorización previa o prescripciones de registro (cuadro III.11).  

Cuadro III.11
Requisitos sanitarios y fitosanitarios para los productos importados

	Productos
	Requisitos
	Base legal

	Mercaderías de origen vegetal
	Solicitud de Acreditación Fitosanitaria de Importación (AFIDI) o Declaración previa de acuerdo a las categorías de riesgo fitosanitario de la mercadería (establecidas por el Decreto N° 393/97) ante la Dirección General de Servicios Agrícolas del MGAP, antes de los cinco días hábiles del arribo de la mercadería
	Decreto Nº 328 de 21/06/91;  Decreto Nº 373 de 8 de octubre de 1997

	Productos de origen vegetal frescos o congelados y productos panificados (con excepción del pan rallado) cocidos o para cocción
	Autorización previa del MSP
	Decreto Nº 521 de 24 de noviembre de 1993

	Productos pesqueros, subproductos y derivados
	Autorización previa de importación del INAPE
	Decreto No 213/97 de 18 de junio de 1997;  Decreto No 149 de 7 de mayo de 1997

	Productos de mar, frescos, o congelados de especies capturadas en costas o procesados en tierra (que se indican específicamente)
	Autorización previa del MSP
	Decreto No 521 de 24 de noviembre de 1993;  Circular Nº 99/009 de 9 de marzo de 1994  de la División de Contralor del Comercio Internacional del BROU

	Huevos para incubar y pollos de un día
	Autorización previa de la División de Sanidad Animal
	Resolución Nº 37 de 31 de julio de 2003 de la Dirección General de Servicios Ganaderos

	Cuadro III.11 (continuación)

	Carnes de aves de cualquier especie, enfriadas, congeladas e industrializadas y vísceras aviares comestibles
	Inscripción del importador en el Registro de Exportadores e Importadores de Carnes de Aves del INAC
	Resolución Nº 47 de 15 de abril de 1993 del INAC

	Ganado bovino, ovino y equino en pie
	Autorización previa de la Dirección General de Servicios Ganaderos
	Resolución de 26 de agosto de 1998 del MGAP

	Carne porcina en cualquiera de sus formas y sus preparados
	Inscripción del importador en el Registro de Fábricas y de Importadores de Productos Cárnicos del INAC
	Resolución Nº 109 de 28 de agosto de 1988 del INAC

	Semen y embriones de especies animales
	Inscripción de los importadores en el Registro de la División de Mercados y Puertos de la Dirección de Sanidad Animal;
Autorización previa de la Dirección de Sanidad Animal
	Decreto Nº 5 de 3 de enero de 1992; Decreto Nº 182 de 6 de mayo de 1992

	Alimentos importados para nutrición animal 
	Registro de alimentos para animales (productos) ante el MGAP cuando los productos han sufrido mezclado o industrialización;  Régimen de Descarga Directa
	Decreto Nº 328/993 de 9 de julio de 1993


Fuente:
Secretaría de la OMC.

151. La importación de varios productos está prohibida por consideraciones sanitarias (cuadro III.12).  
Cuadro III.12
Restricciones a la importación por razones sanitarias en vigor durante el período 1998-05

	Animales y productos de origen animal:
	
	

	Animales y productos de origen animal procedentes de regiones donde existan enfermedades que puedan constituir una amenaza para la ganadería nacional o de naciones donde las leyes y disposiciones reglamentarias de sanidad animal no ofrezcan garantías suficientes a juicio del Poder Ejecutivo
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto Reglamentario de 8/06/34

	Equinos procedentes de países afectados por la Peste Equina Africana
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto Nº 139 de 31/03/92

	Aves domésticas o silvestres, huevos y productos relacionados, provenientes de Corea, Japón, Viet Nam, China, Indonesia, Laos, Pakistán, Tailandia y Camboya, así como de la Isla de Taiwán y de aquellos en los que pueda aparecer la enfermedad conocida como Influenza Aviar o Gripe del Pollo
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto Nº 50/04 de 11/02/04

	Medicamentos veterinarios utilizados para la promoción del crecimiento en las especies bovinas, ovinos, suinos, equinos y aves 
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Decreto N° 915/988 de 28 de diciembre de 1988

	Sangre bovina
	Proteger la salud y la vida de los animales
	Resolución de 20/08/93


Fuente:
Secretaría de la OMC.
152. El Comité de Importación de la DGSG establece los requisitos de importación de animales vivos, sus productos y subproductos y material genético de origen animal, en base a los resultados de los análisis de riesgos respectivos.  De acuerdo con la Ley Nº 3.606 de 13 de abril de 1910;  el Decreto Reglamentario de 8 de junio de 1934; el Decreto Nº 14 de 12/01/93;  y la Circular Externa N° 99/06 de 7 de febrero de 1994 de la División Contralor del Comercio Internacional del BROU, la importación de animales y productos de origen animal está sujeta a inspección de la Policía Sanitaria de los Animales en el momento de su llegada al Uruguay.  Las enfermedades sujetas a medidas sanitarias figuran enumeradas en la Ley N° 3.606 de 13 de abril de 1910, de la Policía Sanitaria de los Animales.  Los animales están sujetos a cuarentena siguiendo las normas de la OIE para los controles de cuarentena.  Según la Ley N° 3.606 de 13 de abril de 1910 (con sus actualizaciones), los costos relacionados con estas medidas, como los de cuarentena y manutención, están a cargo del propietario o encargado de los animales.  Además, se han dictado disposiciones referentes al control y erradicación de determinadas enfermedades, tales como las encefalopatías espongiformes transmisibles
, la brucelosis bovina
, y la salmonelosis.

153. Los importadores de alimentos para animales están sujetos al requisito de registro previo en la DGSA y al control de calidad e inocuidad al ingreso al país.  Conforme al Decreto N° 328/993 de 9 de julio de 1993, la DGSA, a través de sus Servicios Fitosanitarios, toma muestras para análisis y expide los correspondientes certificados.  Además, según el mismo Decreto, para los productos destinados a la nutrición animal se requiere un certificado de venta libre del país de origen.  La Resolución DGSA/DGSG 05/2001 de 22 de junio de 2001, establece que en la frontera, los funcionarios de la Dirección General de Servicios Ganaderos y/o la Dirección General de Servicios Agrícolas intervienen para el control de la documentación o respecto de las medidas de atenuación de los riesgos sanitarios de los alimentos para animales únicamente a solicitud de la Comisión Técnica Coordinadora.

154. El Decreto N° 249/000 de 30 de agosto de 2000 regula la introducción, el uso y la manipulación de vegetales genéticamente modificados y sus partes, así como también su importación, y ésta sujeta a la autorización previa del MGAP y del MEF.  Las autoridades indicaron que los organismos genéticamente modificados (OGM) autorizados para su liberación al ambiente son:  la soja con el evento CP4;  el maíz con el evento MON810;  y el maíz con el evento BT11.  El Decreto también creó la Comisión de Evaluación de Riesgo de Vegetales Genéticamente Modificados, que tiene a su cargo, entre otras cosas, el análisis de riesgo, y que además asesora al Poder Ejecutivo sobre las medidas que corresponde adoptar.  Con arreglo al Decreto, las funciones de la Comisión, que está presidida por el MGAP, incluyen, entre otros, elaborar las pautas para la ejecución de las evaluaciones de riesgo;  analizar las evaluaciones de riesgo que sean presentadas por los solicitantes;  asesorar a las autoridades competentes sobre las medidas de manejo o gestión de riesgo y de comunicación de riesgo;  y asesorar al Poder Ejecutivo en materia de bioseguridad de vegetales y sus partes genéticamente modificadas.

155. La importación, fabricación, venta y uso de los medicamentos veterinarios utilizados para la promoción del crecimiento en las especies bovinas, ovinos, suinos, equinos y aves están prohibidas en el Uruguay, con arreglo al Decreto N° 915/988 de 28 de diciembre de 1988 (cuadro III.12).

156. El Uruguay es miembro del Comité Regional de Sanidad Vegetal (COSAVE), organización regional cuyos miembros son la Argentina, el Brasil, Chile, el Paraguay y el Uruguay, y que funciona en el marco de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF), estableciendo, por lo tanto, los requisitos fitosanitarios para la importación de productos vegetales aplicando la normativa internacional de ésta.  Según la Ley N° 17.314 de 9 de abril de 2001, el Uruguay adoptó también el Nuevo Texto Revisado de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria.  La DGSA del MGAP es la Organización Nacional de Protección Fitosanitaria (ANFP) en el marco de dicha Convención.  

157. El Uruguay integra también la Comisión de Sanidad Animal y la Comisión de Sanidad Vegetal del MERCOSUR.  A través de los grupos técnicos de dichas comisiones se han definido los requisitos armonizados sanitarios y fitosanitarios para el comercio de productos entre los miembros.  Además, en 1998, la Resolución GMC Nº 77/98 del MERCOSUR de 8 de diciembre de 1998, dispuso que los Subgrupos de Trabajo N° 8 (Agricultura) y 3 (Reglamento técnico y evaluación de conformidad) definieran principios y directrices para facilitar la concertación de acuerdos de reconocimiento mutuo en el MERCOSUR.  Sin embargo, hasta febrero de 2005, el Uruguay no había formalizado acuerdos en esta materia en el MERCOSUR.

158. El Uruguay ha concertado diversos acuerdos o convenios bilaterales para promover la cooperación en materia sanitaria y fitosanitaria, entre los cuales se citan los siguientes (con su fecha de entrada en vigor):  Acuerdo en Materia Zoosanitaria con Barbados (25 de febrero de 1997);  Convenio Sanitario Veterinario con Bulgaria (14 de octubre de 1994);  Acuerdo sobre Normas de Calidad Higiénico Sanitarias (LATU) con Chile (18 de noviembre de 1981);  Acuerdo sobre requisitos sanitarios y de cuarentena para la leche y los productos lácteos a ser exportados desde Uruguay a la Republica Popular de China (14 de agosto de 2002);  Acuerdo Interinstitucional de Cooperación en Materia de Sanidad Animal con México (7 de mayo de 1986);  Convenio sobre Cooperación en el Área de la Sanidad Animal con Hungría (19 de abril de 2003);  Convenio sobre Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario con Rumania (6 de septiembre de 2002);  y Convenio de Cooperación y Coordinación en Materia de Sanidad Pecuaria con el Perú (8 de enero de 1999).

3) Medidas que Afectan Directamente a las Exportaciones

i) Procedimientos, documentación y registro

159. Los procedimientos de exportación en el Uruguay se rigen por el Decreto-Ley N° 15.691 de 7 de diciembre de 1984 (Código Aduanero), el Decreto N° 570/994 de 29 de diciembre de 1994 (Norma de Aplicación sobre el Despacho Aduanero de Mercaderías), el Decreto N° 312/998 de 3 de noviembre de 1998 (Normas relativas a la modernización de la estructura operativa de la DNA), la Ley N° 17.555 de 18 de septiembre de 2002 (Ley de reactivación económica), y el Decreto N° 54/03 de 6 de febrero de 2003 (Por el que se reglamentan los artículos 40 a 47 de la Ley N° 17.555).  Sobre la base de estas normas, la DNA dictó la Resolución sobre el Procedimiento de Exportación Definitiva que figura en la Orden del Día N° 22/003 de 7 de febrero de 2003.

160. El exportador debe registrarse ante la Dirección General Impositiva (DGI), el Banco de Previsión Social y el Banco de Seguros del Estado (véase la sección 3) v) b)).
 

161. Para la exportación, el despachante debe presentar a la DNA el DÚA en formato electrónico.
  También deberá presentar otros documentos como el título de transporte directo, la factura comercial certificada por el exportador, y cualquier otra resolución, certificado o autorización que se requiera para la exportación de mercancías.
  Si no se dispone antes del embarque de la factura comercial definitiva, se acepta una factura proforma, sujeta a la presentación ulterior de la factura comercial definitiva.  Cuando las exportaciones están sujetas al pago de impuestos, el exportador debe presentar información sobre los impuestos pagaderos y su pago se efectúa directamente al BROU o la Dirección General Impositiva (DGI) (en los casos del FIS, el IMEBA o cualquier otro impuesto de competencia de la DGI).  

162. Las exportaciones están sujetas a inspección física por la DNA.
  El canal de verificación (rojo, amarillo o verde) se determina automáticamente por el sistema informático de la DNA.
  De acuerdo con la información proporcionada por la Dirección de Investigación y Técnica, el porcentaje de exportaciones sujetas al canal rojo en 2005 fue del 19 por ciento.

163. En 2004, se establecieron algunas disposiciones especiales para las exportaciones de las micro, pequeñas y medianas empresas.  Los trámites de exportación siguen siendo los mismos, pero ciertos documentos y servicios son gratuitos (como el certificado de origen, los servicios de despacho aduanera y los asesoramientos comerciales y técnicos).
   

ii) Impuestos, gravámenes y otras cargas a la exportación

164. Las exportaciones de carnes de las especies bovina, ovina, suina, equina, de aves y de animales de caza menor, en todas sus formas, excepto conservadas, están sujetas al impuesto para el FIS, el cual se aplica a una tasa del 1 por ciento sobre el valor f.o.b. de las exportaciones (véase el capítulo IV 2)).
  El FIS se aplica también a ciertas ventas en el mercado interno (véase el capítulo IV 2)).

165. De acuerdo con el Decreto N° 456/984 de 22 de octubre de 1984, y las Leyes N° 15.646 de 11 de octubre de 1984 y No 17.780 de 27 de mayo de 2004, las exportaciones de cueros crudos, salados, piquelados y wet-blue están sujetas a un impuesto del 5 por ciento.  Las exportaciones de ciertos otros productos agropecuarios están sujetas a impuestos o gravámenes que se perciben para financiar organismos como el Secretariado Uruguayo de la Lana (SUL), el INAC, y el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria (INIA) (véase el capítulo IV 2)).

iii) Prohibiciones de las exportaciones, restricciones y regímenes de licencia

166. Por razones tales como la protección del medio ambiente, para asegurar que se satisfagan "las necesidades del país" y por consideraciones sanitarias y de defensa del consumidor, ciertas exportaciones están prohibidas o sometidas a requisitos especiales (o pueden aplicárseles esas medidas).  

167. Conforme a la Ley N° 16.811 de 21 de febrero de 1997, el MGAP, previa consulta con el Instituto Nacional de Semillas, puede prohibir temporalmente las exportaciones de semillas cuando afectan a "las necesidades del país".  Las autoridades indicaron que, en este caso se entiende por "necesidades del país" la disponibilidad de semillas en forma suficiente para abastecer al mercado nacional;  asimismo señalaron que esta disposición nunca ha sido aplicada.

168. El Decreto N° 359/000 de 30 de noviembre de 2000 impuso una primera prohibición temporal, por 180 días, de la exportación de chatarra de acero y de fundición de hierro.  Más adelante, el Decreto N° 209/02 de 12 de junio de 2002 prohibió definitivamente la exportación de estos productos.

169. Según el Decreto N° 345/004 de 23 de septiembre de 2004, está prohibido exportar equipos o productos manufacturados con, que contengan o que requieran de las sustancias que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal (véase el cuadro III.13).  También está prohibida la exportación de las sustancias usadas que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal.  Con arreglo al mismo Decreto, a partir del 1º de marzo de 2008 estará prohibida la exportación de todas las sustancias que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal.  

Cuadro III.13
Requisitos para los exportadores, noviembre de 2005

	Productos
	Requisitos
	Base legal

	Semillas
	Registro de los exportadores en el Registro General de Criaderos, Productores y Comerciantes de Semillas del Instituto Nacional de Semillas
	Ley Nº 16.811 de 21 de febrero de 1997

	Especies vivas marítimas en cualquier estado de su desarrollo
	Autorización especial de la DINARA
	Ley N° 13.833 (Riquezas del Mar) de 23 de diciembre de 1969

	Equipos o productos manufacturados (envasados como aerosoles;  todo tipo de espumas;  vitrinas refrigeradas, congeladores y cámaras de frío comerciales;  refrigeradores, refrigeradores con congelador o congeladores domésticos; instalaciones móviles de aire acondicionado y transporte refrigerado;  instalaciones centrales de aire acondicionado;  todos los sistemas de refrigeración y aire acondicionado no comprendidos en el literal anterior; y solventes y esterilizantes)
	Permiso de la Dirección Nacional de Medio Ambiente del MVOTMA que acredite que dichos productos o equipos no contienen, no se produjeron con, ni requieren el uso de las sustancias controladas que figuran en los anexos "A" y "B" del Protocolo de Montreal
	Decreto Nº 345/004 de 23 de septiembre de 2004

	Sustancias contenidas en las listas II, III y IV del Convenio de Viena, Austria, de febrero de 1971

Preparados comprendidos en las listas III y IV de la Convención Única de Nueva York de 1961
	Autorización previa del MSP
	Ley N° 14.294 de 23 de octubre de 1974

	Fertilizantes o de materias primas para su procesamiento
	Registro de los exportadores y  fertilizantes en el MGAP
	Ley N° 13.663 de 14 de junio de 1968


Fuente:
Secretaría de la OMC.
170. En noviembre de 2005, la exportación de ciertos productos estaba sujeta a autorización previa o requisitos de registro (cuadro III.13).  Durante el período objeto de este examen, el cierre de negocios de exportación de carnes y derivados y la exportación de metales también estuvieron sujetos a autorizaciones previas, pero ese régimen se suprimió en 2000.

iv) Concesiones arancelarias y fiscales (incluidas las subvenciones y las zonas de 
elaboración para la exportación)

a) Subvenciones a la exportación

171. El Uruguay notificó a la OMC su régimen de promoción de exportaciones de la industria automotriz como medida que contiene subvenciones, y solicitó una extensión del período de transición para la concesión de subvenciones a la exportación de conformidad con el artículo 27.4 del Acuerdo SMC.
  Esta extensión ha sido concedida al Uruguay anualmente desde el 22 de noviembre de 2002;  la última prórroga rige hasta el 31 de diciembre de 2006.
  Véanse en el capítulo IV 4) los detalles del Régimen de promoción de exportaciones de la industria automotriz. 

172. El Uruguay ha asumido compromisos referentes a sus subvenciones a la exportación para algunos productos agropecuarios (arroz, mantequilla y tortas de semillas oleaginosas (pellets de soja)), que entre 1995 y 2004 se redujeron de 1.460.000 a 1.140.000 dólares de los EE.UU. para el arroz;  de 210.000 a 160.000 dólares de los EE.UU. para la mantequilla;  y de 79.000 a 62.000 dólares de los EE.UU. para las tortas de semillas oleaginosas.  El Uruguay notificó al Comité de Agricultura de la OMC que en la práctica en los años civiles 1999-04 no se aplicaron subvenciones a la exportación de esos productos.

b)
Concesiones arancelarias y fiscales

173. Conforme al régimen de devolución de impuestos indirectos y de tributos a las exportaciones, con el fin de neutralizar su incidencia, se devuelven los impuestos indirectos correspondientes a las exportaciones.
  El beneficio depende del contenido nacional:  el régimen se aplica únicamente a las exportaciones en que el valor c.i.f. de los insumos importados no excede del 80 por ciento del valor f.o.b. de la exportación misma.
  El monto que debe devolverse se calcula ya sea como porcentaje del valor f.o.b. o bien como un monto fijo por tonelada, litro o caja (en el caso de los productos agrícolas).  Los reembolsos pueden variar entre el 1 y el 6 por ciento, según la carga de impuesto indirecto que tenga el producto (basada en un análisis de la paramétrica de cada cadena de producción), pero no pueden ser superiores al 6 por ciento del valor f.o.b. del producto exportado.
  Fijan las tasas de reintegro el MEF, el MIEM y el MGAP, que actúan en coordinación.  De acuerdo con las autoridades, en 2004 la devolución de impuestos indirectos y de tributos a la exportación se elevó a 95,3 millones de dólares de los EE.UU. 

174. Con arreglo al régimen de admisión temporaria, los productos pueden importarse libres de todo tributo, con la condición de que sean reexportados en el estado en que fueron importados o después de haber sido sometidos a un proceso de transformación, elaboración o reparación, en todo caso después de 18 meses como máximo (sección 2) iv) c)).  En virtud del régimen de "toma de stock", modificado por el Decreto N° 380/004, los productos pueden importarse libremente con destino a reposición de otros que hayan sido importados en forma definitiva y utilizados en la elaboración de productos exportados (sección 2) iv) c)).  El requisito de contenido nacional establecido en el Decreto N° 487/997 se aplica también al régimen de admisión temporaria

175. El régimen de zonas francas ha tenido algunas modificaciones desde el último examen en 1998.  Muchas de ellas se refieren a la ampliación de la lista de servicios que pueden beneficiarse de este régimen;  desde 2001 incluye todos los servicios (Ley N° 17.292 de 25 de enero de 2001).  Además, desde 2001 también pueden prestarse ciertos servicios al territorio aduanero nacional.
 

176. El régimen de zonas francas fue instaurado en 1934.  En el Código Aduanero (Ley Nº 15.691 de 7 de diciembre de 1984), las zonas francas son definidas como enclaves aduaneros, por lo que no integran el territorio aduanero, rigiéndose por la Ley N° 15.921 de 17 de diciembre de 1987 y el Decreto N° 454/988.  Conforme a la misma Ley, la administración, supervisión y control de las zonas francas están a cargo del Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio del MEF.  Las empresas interesadas en la administración de una zona franca deben presentar su solicitud ante el MEF, quien previo asesoramiento de la Comisión Honoraria Asesora, que se pronuncia respecto de la ubicación de la zona franca, y adjuntando los dictámenes del Área Zona Francas, eleva el expediente para resolución del Poder Ejecutivo.

177. El Decreto Reglamentario N° 454/88 de 8 de julio de 1988, estipula que para ser "usuario directo" de una zona franca (usuario), la empresa interesada suscribe un contrato con el explotador, quien lo presenta, conjuntamente con la solicitud, ante el Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio, y una vez aprobado, el contrato es registrado en esa Dirección.  Según la Ley N° 15.921, los usuarios pueden realizar actividades como las de comercio, almacenamiento, montaje, manipulación y mezcla de productos o materias primas del extranjero o del mercado nacional;  instalación y funcionamiento de establecimientos fabriles, y provisión de servicios. 

178. La Ley N° 15.921 también prevé los "usuarios indirectos", que obtienen el derecho de actuar en una zona franca mediante un contrato con un "usuario directo", y utilizan las instalaciones de éste.  Un 75 por ciento del personal de los usuarios de zonas francas debe estar formado por ciudadanos uruguayos.

179. En virtud de esa misma Ley, las empresas que actúan en una zona franca gozan de exención de todos los tributos nacionales, salvo las contribuciones de los empleadores a la seguridad social para el personal (con excepción de los empleados extranjeros que opten por escrito por no participar en el sistema de seguridad social uruguayo).  Los usuarios están exentos del IRIC respecto de las actividades que realicen en las zonas francas.
  Pueden importarse bienes, servicios y materias primas sin derechos de importación ni impuestos, con independencia de su origen.  En cambio, los bienes que entren en el territorio aduanero uruguayo desde las zonas francas se consideran importaciones, y en consecuencia están sujetos al pago de todos los derechos de aduana e impuestos, excepto el IRIC.  No existe restricción en cuanto a la cantidad ni al tipo de producto que se puede exportar desde las zonas francas al territorio nacional.  En virtud del Decreto N° 454/88 de 8 de julio de 1988, la instalación y realización de actividades en zonas francas está sometida al régimen general y particular que las leyes establecen para cada actividad.  La Ley mencionada supra también estipula que, los monopolios de los servicios del dominio industrial y comercial del Estado no rigen en las zonas francas.

180. En la práctica existen tres tipos de zonas francas:  las de propiedad y gestión estatales;  las de propiedad del Estado pero de gestión privada;  y las zonas francas privadas.  La única zona franca de gestión estatal es la de Nueva Palmira (que tiene su propio puerto sobre el Río Uruguay cercano a la desembocadura del río Paraná) (cuadro III.14).  Las zonas francas privadas son las siguientes:  Zonamérica, Florida, Rivera, Colonia Suiza, Libertad, Río Negro, Botnia y M'Bopicua.
  La Zona Franca de Colonia es de propiedad del Estado pero de gestión privada.  Desde el ultimo examen, se han autorizado dos nuevas zonas francas, ambas en 2004, con el objetivo de promover inversiones, expandir las exportaciones, incrementar la utilización de mano de obra nacional e incentivar la integración económica internacional.

Cuadro III.14

Zonas francas, febrero 2006

	Zonas francas
	Superficie (ha)
	Explotación
	Actividades principales
	Usuarios
	Personal ocupado

	
	
	
	
	Directos
	Indirectos
	

	Llideral SA (Libertad)
	21
	Privada
	Comercial
	9
	33
	237

	Florida SA
	20,9
	Privada
	Comercial
	83
	200
	350

	Colonia Suiza SA
	14,5
	Privada
	Comercial e industrial
	8
	20
	54

	Grupo Continental SA (Colonia)
	22
	Mixta
	Comercial e industrial
	46
	108
	295

	Río Negro SA
	155,8
	Privada
	Comercial
	5
	6
	24

	Riodam SA (Rivera)
	53,5
	Intervenida
	Comercial
	5
	4
	20

	Nueva Palmira
	100
	Estatal
	Comercial e industrial
	9
	5
	377

	Zonamérica SA (Montevideo)
	94,2
	Privada
	Servicios y comercial
	115
	651
	3.800

	M'Bopicua SA
	284,4
	Privada
	Industrial
	aún no tiene
	aún no tiene
	15

	Botnia Fray Bentos SA
	550,8
	Privada
	Industrial
	6
	1
	52ª


a
No incluye el personal ocupado en la construcción que alcanza a 700 funcionarios.

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.

181. Con arreglo al Acuerdo del MERCOSUR, sin perjuicio de las leyes en vigor en cada país los productos exportados de las zonas francas de cualquier Estado miembro a su territorio nacional o al territorio de cualquier otro país miembro están sujetos al pago del Arancel Externo Común o, si se trata de productos exentos, al pago del arancel nacional en vigor.
  Pueden aplicarse medidas de salvaguardia conforme al régimen de la OMC si se produce un aumento súbito de las importaciones procedentes de las zonas francas, que causen o amenacen causar un daño al país importador.  En los casos de incentivos a la producción otorgados en esas zonas que sean incompatibles con las respectivas normas de la OMC, el país importador puede aplicar estas últimas.
  Desde 2003, sin embargo, la Argentina otorga un contingente anual de 2.000 toneladas de "preparaciones del tipo de las utilizadas para la elaboración de bebidas" (NCM 2106.90.10) originarias de la Zona Franca de Colonia, situada en el Uruguay, y el Uruguay otorga un contingente anual de 20 millones de dólares de los EE.UU., valor f.o.b., para las exportaciones originarias del Área Aduanera Especial de Tierra del Fuego, situada en la Argentina.

v) Promoción, financiación, seguro y garantía de las exportaciones

a) Financiación de las exportaciones

182. Existe un régimen de financiación de las exportaciones que permite obtener préstamos en dólares de los EE.UU. mediante intermediarios financieros privados que mantienen por lo menos el 30 por ciento de sus activos en el Banco Central.  Las autoridades indicaron que los intermediarios financieros prestan a los exportadores a tasas de interés de mercado.  En 2005, la prefinanciación de las exportaciones se elevó a 2.065,6 millones de dólares de los EE.UU.

183. En diciembre de 2004, el BID aprobó una garantía de crédito parcial a ABN AMRO Uruguay hasta un máximo de 22,5 millones de dólares de los EE.UU. para un servicio de financiación comercial destinado a ayudar a los exportadores uruguayos.  Este servicio se utiliza para otorgarles financiación previa y posterior a las exportaciones por plazos que no excedan de un año.

b)
Seguro y garantía de las exportaciones

184. El Banco de Seguros del Estado (BSE) ofrece seguros de crédito a la exportación a los exportadores para protegerlos de un eventual incumplimiento en los pagos respecto a sus operaciones a crédito.  La cobertura que ofrece el BSE es bajo la modalidad de riesgo comercial, lo cual incluye la insolvencia de hecho y de derecho, y la mora prolongada del comprador extranjero (seis u ocho meses según el país de destino de las exportaciones).  El seguro de crédito a la exportación del BSE se comercializa bajo la modalidad de póliza global, lo que significa que deberán incluirse en la misma todos los importadores con los que trabaje, durante la vigencia de la póliza, el exportador asegurado.
  Según las autoridades, el seguro cubre sólo el 1,5 por ciento del mercado.

185. La venta de este seguro a la exportación, se ha visto incrementada en los últimos años ligada al financiamiento (puede recibir la post financiación cediendo los derechos a una entidad financiera de plaza).  El BSE no tiene el monopolio sobre el seguro de las exportaciones.  Existe una reglamentación de la Superintendencia de Seguros y Reaseguros, que habilita a otras empresas a comercializar en plaza dicho producto, pero el sector privado ha mostrado un interés limitado.  Las autoridades indicaron que existen varias empresas que han sido habilitadas, de las cuales dos están haciendo el uso activo de esta habilitación.

c)
Promoción de las exportaciones

186. Las instituciones encargadas de la promoción de las exportaciones son:  el Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE) a través de su Dirección de Programación Comercial;  el MGAP;  la Dirección Nacional de la Pequeña y Mediana Empresa (DINAPYME), el MIEM;  el Instituto de Promoción de la Inversión y las Exportaciones de Bienes y Servicio (Uruguay XXI);  y el LATU.  

187. La Dirección de Programación Comercial del MRREE coordina la promoción del comercio en el Uruguay.  La Dirección ha elaborado un sistema de inteligencia y programación comercial que actúa como ventanilla única suministrando informaciones recibidas de las misiones diplomáticas y consulares del Uruguay en el exterior.  Procura acrecentar y diversificar las exportaciones del Uruguay buscando nuevos destinos a fin de evitar la excesiva dependencia respecto de la región, y presta asistencia a las PYME para iniciar actividades internacionales.  Los servicios que presta la Dirección de Programación Comercial incluyen el suministro de informaciones sobre mercados del exterior (incluidas las condiciones de acceso a los mercados) y sobre empresas extranjeras;  el suministro de información a empresas extranjeras sobre la economía y los productos del Uruguay;  la programación y organización en el exterior de misiones comerciales y rondas de negocios;  y la ayuda a empresas uruguayas para que participen en ferias comerciales del exterior.
 

188. La DINAPYME del MIEM tiene a su cargo planificar, coordinar y adoptar medidas para la promoción y el desarrollo de artesanías y medianas empresas.  El MIEM también es la entidad nacional con que la ONUDI ejecuta su plan bienal de Apoyo al Sector de Pequeñas y Medianas Empresas para Facilitar el Acceso a los Mercados de Exportación, iniciado en mayo de 2005.  El presupuesto total del programa es de 1 millón de euros y está financiado por Italia.  El programa se ejecuta por la ONUDI.
 

189. El LATU también desempeña un papel en la promoción de las exportaciones:  administra y aplica los regímenes de admisión temporal y devolución de impuestos, controla la calidad de las exportaciones, fomenta el uso de la tecnología en el país, suministra información comercial y sobre obstáculos al comercio en el extranjero (como los aranceles) y organiza ferias y exposiciones comerciales.  Además, desde 2003 los exportadores también tienen acceso, a través del LATU, al sistema denominado "Alerta Exportador", creado por INMETRO Brasil.  El sistema da acceso a cualquier empresa a informaciones sobre las normas y reglamentos técnicos en vigor en el país de destino.

190. El Instituto de Promoción de la Inversión y las Exportaciones de Bienes y Servicio (Uruguay XXI) es una compañía de servicios a las empresas que ayuda a las empresas uruguayas a realizar negocios internacionales desarrollando programas destinados a mejorar su competitividad y facilitando información de mercados, y empresarios de otros países interesados en realizar negocios con el Uruguay, en su territorio o a través de él y en la región.
 

4) Otras Medidas que Afectan a la Producción y el Comercio

i) Establecimiento y tributación de empresas
191. La Inspección General de Hacienda del MEF es el órgano encargado de velar por que se cumplan las normas en cuanto a la constitución de sociedades.  El establecimiento de empresas está normado por la Ley Nº 16.060 de 4 de septiembre de 1989 (Ley de Sociedades Comerciales).  Las sociedades comerciales pueden establecerse como sociedades anónimas, colectivas, en comandita simple o por acciones, de capital e industria, sociedades de responsabilidad limitada, o cooperativas.  Es posible también establecer empresas mixtas.

192. Todo contrato de establecimiento o modificación de una sociedad comercial, debe inscribirse en el Registro Público de Comercio del domicilio social de la empresa.  Este es el único requisito para el establecimiento, excepto en el caso de las sociedades anónimas y las sociedades de responsabilidad limitada que deben, además, publicar sus artículos de constitución en la Gaceta Oficial.  El capital social de una empresa debe expresarse en moneda nacional.  

193. Cada tipo de sociedad tienes ciertas particularidades.  En las sociedades colectivas, los socios responden colectiva e ilimitadamente por sus obligaciones;  en las sociedades en comandita simple, el o los socios comanditados responden limitadamente por las obligaciones sociales y el o los socios comanditarios sólo por la integración de su aporte.  En las sociedades de capital e industria el o los socios capitalistas responden por las obligaciones sociales como los socios de las sociedades colectivas, pero quienes aporten exclusivamente su "industria" (por ejemplo, aporte de trabajo) responden sólo hasta la concurrencia de las ganancias no percibidas.  En las sociedades de responsabilidad limitada, la responsabilidad de los socios se limita a sus cuotas dentro del capital total.  Existen ciertas restricciones para constituir este tipo de sociedad.  Por ejemplo, el número de socios no debe exceder de 50, y el capital social no debe exceder de un cierto límite. 

194. La Ley divide las sociedades anónimas en dos grupos:  abiertas o cerradas.  Las primeras son las que recurren al ahorro público para integrar o aumentar su capital, cotizan sus acciones en bolsa, o contraen empréstitos mediante la emisión pública de obligaciones negociables.  Las empresas cerradas sólo cuentan con el aporte de sus accionistas/propietarios.  

195. Hay dos procedimientos para la constitución de una sociedad anónima:  por acto único, o por suscripción pública.  En el caso de la constitución por acto único, se requieren al menos dos socios, los cuales deben desembolsar por lo menos el 25 por ciento del capital social, suscribiendo lo que reste hasta llegar al 50 por ciento.  Los artículos de constitución deben ser registrados en el Registro de Comercio y deben ser publicados en la Gaceta Oficial.  En el caso de constitución por suscripción pública, se debe registrar un plan de constitución en el Registro de Comercio, previa aprobación de parte de la Inspección General de Hacienda.  El período de suscripción de capital no debe exceder de tres meses a partir de la fecha de registro.  Excepto en casos especiales, como el de las empresas de servicios financieros, una empresa en proceso de constitución puede iniciar operaciones.  No hay restricciones de nacionalidad o domicilio para los accionistas de una sociedad anónima, excepto para ciertas actividades especificas, tales como las líneas aéreas, o la radiodifusión.

196. Además de las anteriores formas de asociación, se pueden constituir grupos de interés económico, consorcios, sociedades cooperativas, así como sociedades financieras de inversión.

197. La constitución de una empresa está sujeta a un impuesto del 1 por ciento del capital autorizado.  La ley prescribe que cada año debe distribuirse al menos el 20 por ciento de las utilidades netas en forma de dividendos, al menos que accionistas que representen al menos el 75 por ciento del capital pagado de la empresa, decidan lo contrario.  Toda empresa comercial está obligada a mantener reservas legales, a las que debe incorporarse cada año el 5 por ciento de las utilidades netas, hasta llegar a un 20 por ciento del stock de capital.  El uso de auditores no es obligatorio, salvo para empresas de intermediación financiera y sociedades anónimas abiertas.

198. Los principales impuestos aplicados en el Uruguay a las empresas incluyen, entre otros, el IRIC;  el Impuesto a las Sociedades Financieras de Inversión (SAFI);  el Impuesto a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras (SEG);  el Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias (IMABA),  el PAT,  el Impuesto de Control de las Sociedades Anónimas (ICOSA), (cuadro III.15).
  No hay impuestos sobre la renta personal, pero sí un impuesto a las retribuciones personales, en efectivo o en especie, derivadas de servicios personales prestados al Estado, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y demás personas públicas estatales.
Cuadro III.15

Principales impuestos aplicables a la producción y la inversión

	Impuesto
	Marco legal/Cobertura
	Tasas

	Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio (IRIC)  
	Decreto-Ley N° 14.252 de 22 de agosto de 1974;  Ley N° 17.502 de 29 de mayo de 2002;  Ley N° 17.556 de 18 de septiembre de 2002.  Rentas derivadas de actividades lucrativas realizadas por empresas.  Se aplica sólo sobre rentas de fuente uruguaya, tanto para empresas residentes como no residentes.  Los dividendos pagados por empresas residentes están exentos del IRIC.  Los dividendos provenientes del exterior, así como todo otro ingreso del exterior, no están sujetos al IRIC.  Los no residentes están sujetos al impuesto sobre su ingreso generado en el Uruguay, pero no sobre los intereses ganados o las ganancias de capital.
	30%

	Impuesto al Patrimonio (PAT)
	Ley N° 13.637 de 21 de diciembre de 1967, Ley N° 16.736 de 5 de enero de 1996, Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001.  Decreto Reglamentario N° 600/988 de 21 de setiembre de 1988.  Patrimonio neto situado en el Uruguay de:  a) las personas físicas;  b) núcleos familiares;  c) sucesiones indivisas;  d) empresas;  e) bancos y casas financieras;  y f) cuentas bancarias con denominación impersonal y valores al portador.  Explotaciones agropecuarias exoneradas
	0,7-3%:  a), b), c)

1,5%:  d)   

2,8%:  e)  

3,5%:  f)

	Impuesto al Valor Agregado (IVA)
	Ver capítulo III 2) v) b) 
	Ver capítulo III 2) v) b)

	Impuesto a las Rentas Agropecuarias (IRA)
	Ver capítulo IV 2) 
	Ver capítulo IV 2) 

	Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA)
	Ver capítulo IV 2) 
	Ver capítulo IV 2) 

	Impuesto Específico Interno (IMESI)
	Ver capítulo III 2) v) b)
	Ver capítulo III 2) v) b)

	Impuesto de Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS)
	Ver capítulo III 2) v) b)
	Ver capítulo III 2) v) b)

	Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP)
	Decreto Ley N° 15.294 de 23 de junio de 1982, Ley N° 17.502 de 29 de mayo de 2002, Decretos Reglamentarios Nº 197/002 de 30 de mayo de 2002, Nº 200/002 de 31 de mayo de 2002, Nº 270/004 de 30 de julio de 2004.  Servicios personales por contratos de arrendamiento de obra o de servicios realizados con el sector público
	0-3 salarios mínimos nacionales (SMN): 0%;  3-6 SMN: 2%;  mayores a 6 SMN: 6%

	Impuesto a las Ventas Forzadas (IVF)
	Ley N° 16.320 de 1º de noviembre de 1992.  Ventas forzadas de muebles e inmuebles
	2% del precio en remate

	Impuesto Específico a los Servicios de Salud (IMESSA)
	Ley N° 17.309 de 30 de marzo de 2001.  Decretos Reglamentarios Nº 201/001 de 31 de mayo de 2001 y Nº 492/002 de 26 de diciembre de 2002.  Prestación de servicios de salud dentro del territorio nacional
	5% 

	Impuesto a la Compra de Moneda Extranjera (ICOME)
	Ley N° 16.462 de 11 de enero de 1994.  Decreto Reglamentario N° 669/979 de 16 de febrero de 1994.  Compra de moneda extranjera por personas de derecho público estatales  
	2% 

	Impuesto a la Compraventa de Bienes Muebles en Remate Público (REM)
	Ley Nº 13.640 de 26 de diciembre de 1967.  Decreto Reglamentario N° 63/994 de 19 de noviembre de 1979
	0,2% del precio de remate

	Impuesto de Control de las Sociedades Anónimas (ICOSA)
	Ley N° 17.502 de 29 de mayo de 2002.  Decreto Reglamentario Nº 197/002 de 30 de mayo de 2002 y Nº 450/002 de 20 de noviembre de 2002.  Grava la constitución de la sociedades anónimas y el cierre de cada ejercicio fiscal
	1,5% del capital contractual al constituir la sociedad;  0,75% en cada cierre del ejercicio

	Impuestos para el Fondo de Inspección Sanitaria (FIS)
	Ley N° 13.892 de 19 de octubre de 1970.  Decreto Reglamentario Nº 289/989 de 15 de junio de 1989.  Grava la exportación de carne, la carne vacuna y ovina destinada al consumo y la carne bovina y suina destinada a la industria
	1%

	Impuesto a las Sociedades Financieras de Inversión (SAFI)  
	Ley N° 11.073 de 24 de junio de 1948, Ley N° 12.276 de 10 de febrero de 1956, Ley N° 16.375 de 21 de mayo de 1993.  Grava capital y reservas
	0,3% de capital y reservas

	Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias (IMABA)
	Ley N° 15.809 de 8 de abril de 1986, Ley N° 16.697 de 25 de abril de 1995, Decreto Reglamentario Nº 791/987 de 30 de diciembre de 1987.  Disponibilidades rentables, activos realizables, créditos exigibles y eventuales e inversiones ajenas al giro de los bancos y casa financieras
	Según el activo, tasas que van de 0,1%-2%

	Cuadro III.15 (continuación)

	Impuesto a las Comisiones (COM)
	Ley N° 16.134 de 24 de septiembre de 1990, Decreto Reglamentario N° 91/990 de 21 de diciembre de 1990.  Grava los ingresos brutos por concepto de comisiones
	9% 

	Impuesto de Control del Sistema Financiero (ICOSIFI)
	Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001, Ley N° 17.453 de 28 de febrero de 2002, Decretos Reglamentarios Nº 69/001 de 28 de febrero de 2001,  Nº 247/003 de 18 de junio de 2003, Nº 205/004 de 23 de junio de 2004, Nº 218/004 de 29 de junio de 2004.  Tenencia de créditos computables para el IMABA
	Tasa genérica:  0,36% 

Tasa reducida:  0,01%

	Impuesto a los Ingresos de las Entidades Aseguradoras (SEG)
	Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001.  Decreto Reglamentario N° 49/001 de Ingresos brutos percibidos por las entidades públicas o privadas que desarrollen actividad aseguradora
	0,5-15% según la póliza

	Impuesto a  las Tarjetas de Crédito (ITC)
	Ley Nº 17.453, de 28 de febrero de 2002.  Decreto Reglamentario Nº 70/002 de 28 de febrero de 2002.  Emisión de tarjeta de crédito
	0,10 UR (ver infra) mensual por tarjeta vigente 

	Impuesto a las Telecomunicaciones (ITEL)
	Ley N° 17.453 de 28 de febrero de 2002.  Decretos Reglamentarios Nº 70/002 de 28 de febrero de 2002 y Nº 93//004 de 19 de marzo de 2002.  Utilización de líneas de teléfonos celulares y las realizadas de telefonía fija a celulares móviles  
	0,40 pesos por minuto o fracción (teléfonos celulares;  2,00 pesos (línea fija a celulares)

	Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales (ITP)
	Ley N° 16.107 de 31 de marzo de 1990.  Decreto Reglamentario Nº 252/998 de 16 de setiembre de 1998.  Enajenaciones de bienes inmuebles, de derechos de usufructo, de nuda propiedad, uso y habitación, etc.
	Enajenante y adquirente:  2%;  herederos y legatarios:  3%;  demás contribuyentes:  4%

	Impuesto a los Ingresos de los Organizadores de Sorteo
	Ley N° 17.166 de 10 de septiembre de 1999.  Decreto Reglamentario Nº 349/999 de 5 de noviembre de1999, Nº 62/004 de 18 de febrero de 2004.  Ingresos de organizadores de sorteos, concursos o competencias 
	20% 

	Impuesto a las Cesiones de derechos sobre deportistas
	Ley N° 17.296 de 21 de febrero de 2001.  Decreto Reglamentario Nº 174/001 de 15 de mayo de 2001.  Cesiones o permutas de derechos sobre la prestación de la actividad de un deportista, a personas jurídicas del exterior
	5%


Fuente:
Dirección General Impositiva, Ministerio de Economía y Finanzas.
ii) Fijación de precios y política de competencia

a) Disposiciones sobre la fijación de precios

199. El Uruguay no ha introducido nuevos controles de precios desde 1998;  no hay ninguna legislación que confiera al Gobierno la facultad de introducir controles de los precios en general.  Generalmente, los precios suelen determinarse en función de las oscilaciones del mercado;  no obstante, se aplican precios administrados para algunos productos agropecuarios (capítulo IV 2)) y están sujetos a autorización los ajustes al precio del gas natural (capítulo IV 3)).  Las tarifas de los servicios públicos suelen estar reguladas por el órgano de supervisión correspondiente;  normalmente, esa intervención se limita a la fijación de las tarifas máximas, pero en algunos casos se fijan precios, como por ejemplo las tarifas portuarias o de aviación civil (capítulo IV 6)).  

b)
Política en materia de competencia

200. A enero de 2006, el Uruguay aún no contaba con una ley general sobre política de competencia.  Sin embargo, un proyecto de Ley de Defensa de la Competencia se encontraba ante la Asamblea Nacional, en espera de su aprobación.  Las autoridades indicaron que se le concede gran importancia a la aprobación de esta nueva ley teniendo en cuenta que los mercados en el Uruguay están concentrados, en parte debido al pequeño tamaño de la economía doméstica.  

201. Asimismo, y aunque no comprehensivas, el Capítulo IV de la Ley Nº 17.243 del 29 de junio de 2000, Servicios Públicos y Privados, Seguridad Pública y Condiciones en las que se Desarrollan las Actividades Productivas, contiene normas sobre defensa de la competencia.  La Ley N° 17.296, de 21 de febrero de 2001 (Arts. 157-161) contiene disposiciones para la aplicación de sanciones al amparo de la Ley Nº 17.243.  De acuerdo con el Decreto N° 86/001 de 15 de marzo de 2001 de Defensa de la Competencia, la autoridad responsable por los asuntos relativos a la política de competencia en el Uruguay es la Dirección General de Comercio del MEF. 

202. El Protocolo de Protección de la Competencia del MERCOSUR tiene como ámbito de aplicación la afectación del comercio entre los Estados Partes y la afectación de los mercados relevantes de bienes o servicios en el ámbito del MERCOSUR, y se concentra en el control de prácticas de abuso de posición dominante.  El Decreto Nº 386/005 de 14 de octubre de 2005 incorporó la Decisión Nº 04/04 del Consejo del Mercado Común, que aprueba el "Entendimiento sobre Cooperación entre Autoridades de Defensa de la Competencia de los Estados Partes del MERCOSUR para la Aplicación de sus Leyes Nacionales de Competencia".  A febrero de 2006, el Uruguay no había aún ratificado el Protocolo.

203. La Ley Nº 17.243 estipula que las empresas que desarrollen actividades económicas, independientemente de su naturaleza jurídica, están sujetas a las reglas de la competencia, con excepción de las limitaciones que se establezcan por ley.  La Ley prohíbe los acuerdos y las prácticas concertadas entre los agentes económicos, las decisiones de asociaciones de empresas y el abuso de la posición dominante de uno o más agentes económicos que tengan por efecto impedir, restringir o distorsionar la competencia y el libre acceso al mercado de producción, procesamiento, distribución y comercialización de bienes y servicios.  Sin embargo, la aplicación de las normas procede sólo cuando la distorsión en el mercado genere perjuicio relevante al interés general.  No existen medidas preventivas contra las prácticas anticompetitivas en la legislación uruguaya, ni procedimientos para el examen del efecto sobre la competencia de la autorización de fusiones o adquisiciones.  Al respecto, las autoridades indicaron que el proyecto de Ley de Defensa de la Competencia contiene medidas con respecto a prácticas anticompetitivas, pero no procedimientos para el examen de fusiones o adquisiciones, ya que las fusiones son consideradas una estrategia comercial más de las empresas, a ser analizada sólo en caso de sospecha de práctica anticompetitiva.  El proyecto de ley contiene un requisito de información de las fusiones.

204. Entre las sanciones previstas por la Ley N° 17.296 de 2001, figuran:  órdenes de cese definitivo de los actos o conductas prohibidos y la remoción de sus efectos;  multas, que pueden ser de entre 500 y 20.000 URs, equivalentes a 5.250 y 226.000 dólares de los EE.UU.

205. Existen además normas de competencia y órganos encargados de regular la competencia en áreas determinadas, tales como la energía y las telecomunicaciones (ver capítulo IV 5) y 6) ii)).  Se ha producido un cambio hacia una situación de mayor competencia con respecto a lo informado en 1998, cuando ciertos sectores de servicios, como las telecomunicaciones básicas operaban en un marco institucional de competencia más restringida.  Se mantienen aún monopolios legales en:  la distribución y transmisión de electricidad (UTE);  telefonía fija y larga distancia nacional (ANTEL);  importación y refinación de petróleo crudo y exportación e importación de derivados de petróleo excepto lubricantes y asfalto (ANCAP);  y servicios de agua potable y alcantarillado (OSE).  El Estado legalmente controla también el transporte ferroviario de carga (AFE) y la administración de puertos (ANP), pero estos servicios pueden darse en concesión al sector privado (sección 4) iv) infra)).
206. Durante el período bajo examen, se han introducido nuevas leyes y reglamentos para la defensa del consumidor.  La protección del consumidor y el cumplimiento de las normas de competencia vinculadas con esta protección son responsabilidad del MEF a través de la Dirección General de Comercio.
  Las principales disciplinas relativas a la protección al consumidor están contenidas en la Ley de Relaciones de Consumo, N° 17.250 de 11 de agosto de 2000, reglamentada por el Decreto N° 244/000 de 23 de agosto de 2000.  La Ley cubre tanto mercancías como servicios y ampara la libertad de contratación y de asociación en organizaciones cuyo objeto específico sea la defensa del consumidor.  

207. La Dirección General de Comercio, con el apoyo del BID, viene implementando un Programa de Apoyo a la Defensa de la Competencia y de Defensa del Consumidor, cuyo objetivo general es contribuir al aumento de la competencia y la protección al consumidor en el mercado uruguayo.
  El objetivo específico es apoyar la consolidación y fortalecimiento del sistema de defensa de la competencia y del consumidor en el país.  El Programa comprende el fortalecimiento del marco normativo y su aplicación, la difusión de información y capacitación de la sociedad civil, y el desarrollo de mecanismos institucionales de soporte analítico y metodológico. 

iii) Incentivos

208. El Uruguay cuenta con varios esquemas de incentivos a la inversión que complementan algunas ayudas gubernamentales dirigidas a actividades específicas.  La Ley de Inversiones Nº 16.906 del 7 de enero de 1998, suplementada por el Decreto N° 508/003 de 10 de diciembre del 2003, establece el marco general de incentivos a la inversión en el Uruguay.  El Decreto N° 59/998 reglamenta las normas referidas al régimen para la promoción y protección de las inversiones contenidas en la Ley de Inversiones.  Esta Ley extendió a todas las actividades o proyectos de inversión cubiertos por la misma, los beneficios fiscales establecidos en el Decreto-Ley Nº 14.178 de 28 de marzo de 1974, que eran aplicables sólo a las actividades manufactureras.  Las autoridades indicaron que la Ley de Inversiones es la única que en la práctica regula el régimen de incentivos a la inversión.  Su coexistencia con el Decreto-Ley Nº 14.178 responde sólo a la necesidad de crear un marco legal de referencia anterior a la creación del MERCOSUR para el régimen de incentivos.

209. La Ley de Inversiones contiene una serie de estímulos de orden general para la inversión, a través principalmente de franquicias con relación a ciertos impuestos.  Los beneficiarios son los contribuyentes uruguayos y extranjeros que realicen actividades industriales (manufactureras y extractivas) o agropecuarias (actividades "promovidas").  No pueden beneficiarse de los incentivos las actividades comerciales y de servicios, salvo los turísticos o de servicios agropecuarios o vinculados a servicios industriales.
  

210. Los beneficios fiscales de la Ley de Inversiones se conceden para la adquisición de activos fijos, tanto tangibles como intangibles, e incluyen:  (a) la exoneración del Impuesto al Patrimonio (PAT) de los bienes de activo fijo adquiridos a partir de la vigencia de la ley;  (b) la exoneración del IVA y del IMESI, correspondientes a la importación de los bienes de activo fijo, y devolución del IVA incluido en las adquisiciones en plaza de los mismos;  y (c) el establecimiento, a los efectos del IRIC, del IRA y del PAT, de un régimen de depreciación acelerada, para los activos fijos beneficiarios.  Los beneficios se otorgan por períodos determinados especificados en cada Resolución.  Las exoneraciones y demás beneficios operan solamente cuando efectivamente el activo ingresa al patrimonio.  Las empresas sólo pueden acogerse a los beneficios si arrojan utilidades, por lo que se aplican sobretodo a las empresas ya existentes que reinviertan sus utilidades (autocanalización del ahorro).  Las autoridades indicaron que para las empresas nuevas, las utilidades se calculan sin tener en cuenta el primer año, para permitirles un lapso en el que puedan arrojar beneficios.  La exoneración del PAT por el valor de toda la inversión es por lo general por un período de 3 y 5 años (ver infra).  

211. Además de lo anterior, los inversionistas en actividades manufactureras pueden beneficiarse de lo dispuesto en la Ley Nº 16.697 de 25 de abril de 1995, que faculta al Poder Ejecutivo a disminuir hasta tres puntos de la alícuota de aportes patronales a la seguridad social de la industria manufacturera y la del transporte terrestre de carga.  

212. Las autoridades indicaron que los beneficios promedio son de alrededor del 30 por ciento de la inversión y que se estima que el ingreso dejado de percibir por concepto de exoneraciones del PAT en 2004 fue del orden de los 10,2 millones de dólares de los EE.UU., mientras que las exoneraciones del IRIC por concepto de autocanalización del ahorro y reserva por reinversiones se estiman en unos 18 millones de dólares de los EE.UU.

213. La Ley de Inversiones también contempla la posibilidad de proporcionar incentivos específicos a aquellas actividades que:  incorporen progreso técnico que permita mejorar la competitividad;  faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones, especialmente aquellas que incorporen mayor valor agregado nacional;  generen empleo productivo directa o indirectamente;  faciliten la integración productiva, incorporando valor agregado nacional en los distintos eslabones de la cadena productiva;  fomenten las actividades de las micro, las pequeñas y las medianas empresas, por su capacidad efectiva de innovación tecnológica y de generación de empleo productivo;  o, contribuyan a la descentralización geográfica y se orienten a actividades industriales, agroindustriales y de servicios, con una utilización significativa de mano de obra e insumos locales. 

214. En 2003 se declararon "promovidas" las "megainversiones" destinadas a desarrollar proyectos urbanísticos o comunidades planificadas, como apoyo para la localización e interacción con la prestación de servicios productivos y su exportación, a condición de que su implementación favorezca la captación de inversiones extranjeras y nacionales.  Las inversiones proyectadas tienen que exceder de 50 millones de dólares de los EE.UU.  En 2004 fueron declaradas también "promovidas" las actividades de suministro, instalación y puesta en funcionamiento de la correspondiente señalización y del sistema de despacho y control de trenes, desarrolladas mediante licitaciones convocadas por el MTOP.
215. La determinación de los beneficios de las franquicias previstas por la Ley de Inversiones corresponde al Poder Ejecutivo, asesorado por la Comisión de Aplicación (COMAP), coordinada por un representante del MEF, e integrada además por representantes del MIEM, del MGAP, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Comisión de Descentralización.  Los proyectos de inversión se presentan a la COMAP la que determina cuál será el Ministerio u organismo al que corresponda su evaluación, en función de la naturaleza del proyecto.  Esta evaluación, conjuntamente con un informe en el que se detallan los beneficios a otorgar, es elevada por el Ministerio u organismo designado a la COMAP, la cual emitirá una recomendación.  Pueden otorgarse beneficios adicionales, consistentes generalmente en algún año adicional de autocanalización, a las inversiones que superen un cierto monto (unos 20 millones de dólares de los EE.UU. en 2005) así como en el caso de actividades que favorezcan la descentralización geográfica de la actividad económica.  Similarmente, las inversiones por empresas que reciban concesiones de obras públicas pueden beneficiarse por cuatro años de los incentivos por autocanalización.
216. La evaluación de la COMAP se basa en una serie de criterios contenidos en diversas normas y reglamentos y sistematizados en un documento básico.
  De acuerdo con estos criterios, los bienes de activo fijo, que se incorporen para llevar a cabo la actividad del proyecto de inversión, podrán ser exonerados del PAT por tres años, si se localizan en Montevideo y por cinco años, si se localizan en el interior del país.  La exoneración de tributos a la importación sólo es recomendada para los bienes "no competitivos de la Industria Nacional" de acuerdo al dictamen del Departamento de Asuntos Técnicos de la Dirección Nacional de Industrias del MIEM, a ser usados en proyectos industriales y agroindustriales.  

217. Los proyectos de inversión pueden beneficiarse, además, con un crédito por el IVA incluido en la adquisición de los materiales destinados a la construcción de las obras civiles previstas en el proyecto, con un tope máximo equivalente al 15 por ciento del valor total de la inversión en la obra civil proyectada o del valor de la que efectivamente se ejecute (el menor de los dos), con exclusión de los honorarios y leyes sociales.  Las empresas agrícolas, manufactureras y extractivas también pueden beneficiarse de una exoneración del IVA sobre las contraprestaciones resultantes de contratos de crédito de uso, siempre que el contrato tenga un plazo no menor a tres años y que los bienes objeto del contrato no sean vehículos no utilitarios, ni bienes muebles destinados a la casa-habitación.  

218. Los regímenes de la Ley de Inversiones gozan de estabilidad jurídica, ya que cualquier cambio requiere una modificación legal de parte del Poder Legislativo.  Para ser elegibles por la COMAP, los proyectos no pueden haber implementado, al ingreso de la solicitud, más del 50 por ciento del valor total de la inversión proyectada;  tampoco pueden estar amparados en otros regímenes promocionales bajos los cuales los mismos rubros de inversión puedan obtener beneficios fiscales.  Son elegibles los proyectos de inversión que se hayan realizado hasta seis meses antes de presentarse la solicitud para acogerse a los beneficios de la Ley de Inversiones. 

219. De acuerdo con el Decreto N° 508/003 de 10 de diciembre del 2003, los proyectos de inversión que beneficien del régimen de la Ley de Inversiones pueden obtener el beneficio adicional de "autocanalización del ahorro" por tres ejercicios.  Ello permite la exoneración del IRIC sobre un monto equivalente al 50 por ciento de la inversión inicial financiada con aporte propio, o con los fondos generados por el propio proyecto.  Además, el pago del IRIC sobre el 50 por ciento de la inversión inicial no exonerada podrá diferirse hasta el quinto ejercicio siguiente a aquél en que se ejecute la inversión.   

220. Conforme al Decreto Nº 227/93 de 24 de mayo de 1993, se otorga a las empresas industriales un crédito por el IVA y el IMESI pagado al importar maquinaria o equipo.  Estas empresas tienen además derecho a un crédito por el IVA pagado por adquisiciones realizadas en el mercado interno.  El Decreto N° 293/001 de 25 de julio de 2001 permite al Poder Ejecutivo otorgar a los concesionarios de obra pública, para las actividades declaradas "promovidas" conforme a la Ley Nº 16.906, beneficios fiscales como los siguientes:  exoneración de todos los tributos, derechos y gravámenes aplicados a la importación de las maquinarias y equipos necesarios para la realización de la inversión, y un crédito respecto del IVA incorporado en sus adquisiciones.  

221. En lo relativo a los incentivos sectoriales, el Uruguay concede ayuda a los sectores agrícola y forestal a través de una serie de programas (capítulo IV 2)).  El régimen de incentivos al sector forestal fue notificado como subvención a la OMC por el Uruguay hasta agosto de 2003.
  En notificaciones posteriores ya no se incluyeron las subvenciones al sector forestal.  A través de los Decretos N° 175/03 y 350/04, se estableció un régimen de promoción de inversiones turísticas (capítulo IV 6) vi)).

222. En virtud de los Decretos N° 84/999 de 24 de marzo de 1999 y N° 387/000 de 28 de diciembre de 2000, se declaró de interés nacional la actividad de producción del sector software al amparo de lo dispuesto por la Ley Nº 16.906 de 7 de enero de 1998.  El Decreto N° 387/000 exoneró del IRIC a las rentas derivadas de la actividad de producción de soportes lógicos entre el 1º de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2004.  

iv) Empresas de propiedad del Estado

223. La participación del Estado en la economía sigue siendo considerable en el Uruguay, especialmente en el sector de los servicios.  Existen empresas con participación del Estado en el sector eléctrico, transporte aéreo y ferroviario, puertos marítimos, telecomunicaciones, agua potable y alcantarillado, y el sector financiero.  Durante el período bajo examen, y como resultado de la Ley N° 16.211 de 1° de octubre de 1991 (Ley de Empresas Públicas), posteriormente parcialmente derogada, algunas actividades fueron transferidas al sector privado, por contrato, concesión o venta, habiéndose preferido las dos primeras modalidades a la tercera.  Entre las actividades afectadas figuran los servicios aéreos, servicios financieros, electricidad, y telecomunicaciones (ver el capítulo IV 6)).

224. En 1995, el Uruguay notificó a la OMC que la única empresa pública que responde a la definición del artículo XVII del GATT de 1994 es la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP, ver el capítulo IV 3)).  Al momento de efectuarse esta notificación, ANCAP tenía el monopolio de la importación y refinado de petróleo crudo y sus derivados, la importación y exportación de combustibles, y la producción e importación de alcohol industrial y desnaturalizado.
  La Ley Nº 16.753 de junio de 1996 abolió el monopolio que tenía ANCAP sobre la producción, comercialización y comercio de alcohol y bebidas alcohólicas, abriendo la actividad a la competencia del sector privado, según fue notificado a la OMC en enero de 1998.
 

v) Compras del sector público

225. Dada la importante participación del sector público en la economía uruguaya, a través de la propiedad y el control de empresas públicas, el mercado de la contratación pública tiene una importancia relativamente grande.  

226. El Uruguay no es parte del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  Desde 1997, los procedimientos de las compras del sector público han estado regulados por el Decreto Nº 194/997 de 10 de junio de 1997 (Texto Ordenado de la Ley de Contabilidad y Administración Financiera).  El proceso de contratación pública se realiza de forma descentralizada;  cada agencia tiene sus propias regulaciones al respecto.  Las dos excepciones al principio de descentralización de las compras del sector público están dadas por la compra de alimentos y la de medicamentos, las cuales se efectúan de manera centralizada (ver infra).  

227. El Área de Compras y Contrataciones Estatales, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, dependencia de la Presidencia de la República es el órgano encargado de centralizar la información con respecto de las compras de las diferentes agencias del sector público, así como de fomentar la transparencia y buscar la armonización entre las diferentes condiciones de los pliegos de licitación.
  Para centralizar la información relativa a las licitaciones de los diferentes organismos públicos, se ha establecido un Programa de Modernización de las Compras y Contrataciones Estatales.  Como parte de este programa, se ha creado un sitio web y se están desarrollando modelos de pliegos de condiciones particulares para los tres tipos de compras del Estado (bienes, servicios y obras).

228. Desde 2002 se vienen adoptando medidas para incrementar la transparencia del sistema.  El Decreto N° 66/002 de 26 de febrero de 2002 estableció la obligación para las unidades ejecutoras de contratos de licitación de las diferentes entidades públicas de enviar al sitio web www.comprasestatales.gub.uy los pliegos de bases y condiciones particulares de cada licitación pública o abreviada que realicen.  El Decreto N° 526/003 de 18 de diciembre de 2003 extendió esta obligación a las ampliaciones y renovaciones de las contrataciones.  El Decreto Nº 289/002 de 30 de julio de 2002 creó y estableció normas respecto al Sistema de Compras y Contrataciones (SICE), cuyo objetivo es realizar el seguimiento del proceso de compra, facilitar la publicación de los pliegos y adjudicaciones en el sitio www.comprasestatales.guy.uy, y realizar la interrelación entre el proceso de la compra y el proceso del gasto, interactuando a dichos efectos con el Sistema Integrado de Información Financiera (SIIF).  El SICE tiene como finalidad permitir conocer qué y cuánto compra cada oficina pública, por cuáles procedimientos, a qué precios y a qué proveedores a través de la identificación de la compra por unidad organizativa. 

229. La Unidad Centralizada de Adquisiciones de Alimentos (UCAA) fue creada por el Decreto Nº 58/003 con el objetivo de centralizar las compras de alimentos por parte de los organismos del Estado a partir de un procedimiento especial de contratación.  Dicho procedimiento especial de compras fue aprobado por el Decreto Nº 129/003 de 8 de abril de 2003 y tiene como características:  la presentación de ofertas en dos instancias, oferta técnica y oferta económica; la facultad de abrir espacios reservados y simultáneos de negociación con los oferentes precalificados; la convocatoria a otros proveedores con posterioridad a la apertura, a fin de obtener mejores cotizaciones a las recibidas, luego de cumplir con los requisitos exigidos en los pliegos y precalificar técnicamente;  el compromiso de pago generalmente a los 30 días de la entrega de la mercadería.

230. Por el Decreto N° 428/002 de 5 de noviembre de 2002, se creó un régimen especial de contratación para las adquisiciones de medicamentos, material médico quirúrgico y otros insumos hospitalarios afines.  El nuevo régimen centraliza los pedidos y planifica las compras de los bienes que cubre a través de la Unidad Centralizada de Adquisiciones de Medicamentos y Afines del Estado (UCAMAE), a la que se le delegan las atribuciones referidas al diseño e implementación de los procedimientos de compras.  El régimen es obligatorio para la Administración Central y optativo para los demás organismos públicos.   

231. El Decreto Nº 194/997 prescribe que la contratación pública se lleve a cabo mediante licitación pública abierta a todos los ofertantes, nacionales y extranjeros.  Sin embargo, se conceden preferencias a los ofertantes nacionales.  En general, el Poder Ejecutivo está facultado para autorizar regímenes y procedimientos especiales de contratación si las características del mercado o de los bienes y servicios que deban adquirirse así lo requieren.  En determinadas circunstancias, se permite utilizar métodos de contratación otros que la licitación pública, tales como la "licitación abreviada" o las compras directas, según sea el valor del contrato.  De acuerdo con el Decreto N° 1994/97, puede recurrirse a la licitación abreviada cuando el monto de la operación no exceda de 1.022.000 pesos uruguayos, o 6.132.000 pesos uruguayos para los entes autónomos y servicios descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado.  Similarmente, la contratación puede realizarse directamente cuando el monto de la operación no exceda de 51.100 pesos uruguayos, o 153.300 pesos uruguayos para los entes autónomos y servicios descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado.  Estos montos son revisados semestralmente;  la última revisión se hizo en enero de 2006.  

232. La contratación puede hacerse directamente o por otro procedimiento cuando se trate de una operación entre organismos o dependencias del Estado, o con personas públicas no estatales, o cuando la licitación pública, abreviada o remate resultasen desiertos, o no se presentasen ofertas válidas o admisibles.  Además de lo anterior, se permite la licitación directa en determinadas circunstancias, como la adquisición de bienes o la contratación de servicios exclusivos, las reparaciones de maquinaria, equipo o motores cuyo desarme, traslado y examen previo resulte oneroso en caso de llamarse a licitación;  para la adquisición en el exterior de petróleo crudo y sus derivados, aceites básicos y aditivos para lubricantes;  o por razones de urgencia, escasez, o necesidades sanitarias, entre otros. 

233. El principal criterio para evaluar una licitación es el precio;  sin embargo, otros factores pueden desempeñar un papel importante en la adjudicación de una licitación.  El pliego de bases y condiciones generales es complementado con un pliego de bases y condiciones particulares para cada licitación.  Estas condiciones particulares pueden incluir condiciones especiales o técnicas, como, por ejemplo, la moneda y el tipo de cambio a usar en el contrato, la clase y monto de la garantía de cumplimiento del contrato, el modo de la provisión, el plazo de expedición, etc.  Sin embargo, la comprobación de que en un llamado a licitación se hubieren formulado especificaciones o incluido cláusulas cuyo cumplimiento sólo sea factible para determinada persona o entidad, dará lugar a su anulación inmediata. 

234. Las invitaciones a participar en una licitación pública (y en remates) y a presentar ofertas se publican en el Diario Oficial y en otro periódico de gran circulación y, si se considera necesario darle una publicidad más amplia, se hacen públicas por otros medios.  A fin de fomentar la participación de proveedores extranjeros, las licitaciones se hacen públicas en el extranjero por intermedio de las misiones diplomáticas del Uruguay, pero esto no es un requisito legal.  Estos anuncios se realizan 15 días antes de la fecha de la apertura de las ofertas, o 30 días antes de la fecha de la apertura cuando se considera necesaria la participación de extranjeros en el proceso.  En caso de urgencia pueden reducirse estos plazos, pero en ningún caso pueden ser inferiores a cinco o diez días respectivamente.  Los motivos de la excepción deben constar en el acto administrativo que disponga el llamado.  

235. En la licitación abreviada, se invita por lo menos a seis empresas a que participen en ella, tres días antes de la fecha de apertura.  Este plazo puede reducirse incluso a 48 horas si las circunstancias lo requieren.  La licitación se lleva a cabo aun si menos de seis empresas presentan ofertas.

236. Las instituciones estatales y paraestatales dan preferencia a los productos nacionales sobre los extranjeros, cuando hay paridad de calidad o aptitud con los productos extranjeros.  Este requisito permite que los ofertantes nacionales obtengan los contratos aun si sus ofertas son más elevadas en un 10 por ciento que las ofertas extranjeras.
  En la adjudicación de los contratos de obras públicas se da preferencia a quienes garanticen la mayor utilización de las materias primas y la mano de obra nacionales;  a los efectos de la debida apreciación de tal preferencia los correspondientes pliegos de condiciones generales requerirán que el oferente estime y exprese los porcentajes de mano de obra y materiales nacionales que componen el precio de la oferta.  Entre los proveedores extranjeros, se prefiere a los que ofrezcan comprar y utilizar productos nacionales.  En casos en que el contrato público entrañe la compra de productos extranjeros, la ley prescribe que se dará preferencia a los ofertantes que garanticen a las exportaciones uruguayas el acceso al mercado.  Cuando las ofertas provenientes del extranjero se cotizan en valores f.o.b., c.i.f. y c.y.f., deben agregarse a los mismos todos los factores integrantes del costo, a los efectos de su comparación con las mercaderías o productos de origen nacional.  

237. La Constitución uruguaya permite la posibilidad de recurrir a órganos administrativos y judiciales si una de las partes interesadas desea impugnar la adjudicación del contrato.

vi) Protección de la propiedad intelectual

a) Panorama general 

238. El Acuerdo sobre los ADPIC, ratificado por la Ley N° 16.671 de 13 de diciembre de 1994, tiene fuerza de ley en Uruguay desde el 1º de enero de 1995.  El Uruguay ha modificado su legislación para cumplir con las disposiciones específicas del Acuerdo, para cuya implementación tenía hasta el 1º de enero del 2000 en su calidad de país en desarrollo.
  

239. La Constitución del Uruguay garantiza explícitamente los derechos de propiedad intelectual (DPI), prescribiendo en su Art. 33 que el trabajo intelectual, y el derecho de autor, del inventor o del artista, deberán ser reconocidos y protegidos por la ley.  Desde su último examen en 1998, el Uruguay ha modificado su legislación en materia de patentes y marcas, así como de derechos de autor (cuadro III.16).  La legislación del Uruguay sobre los DPI fue objeto de un examen por parte del Consejo de los ADPIC en noviembre de 2001.

Cuadro III.16
Visión de conjunto de la protección de los derechos de propiedad intelectual en el Uruguay, 2005a
	Ley/Cobertura
	Duración
	Observaciones, limitaciones y exclusiones 

	Derechos de autor y conexos
	
	

	Ley Nº 9.739 de 1937 en la redacción dada por la Ley Nº 17.616 de 10 de enero de 2003 y la Ley N° 17.805 de 26 de agosto de 2004 

Cobertura:  El derecho de autor sobre toda creación literaria, científica o artística original y susceptible de ser divulgada o publicada por cualquier medio o procedimiento, cualquiera sea su género, forma de expresión, la nacionalidad o domicilio del autor o derecho habiente, o el lugar de publicación.  Los derechos conexos comprenden los derechos de los artistas, intérpretes y ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de radiodifusión.  Se protegen en ambos casos los derechos morales y patrimoniales.
	De los derechos patrimoniales:  vida del autor (o del último coautor) más 50 años.  Para las obras colectivas, anónimas, seudónimas, audiovisuales, radiofónicas o programas de ordenador, 50 años contados a partir de su divulgación o primera publicación
	No se requiere registro para la protección
No se considera violación al derecho de autor cuando las obras son usadas sin fines de lucro, o con fines educacionales o de investigación  

No son objeto de protección las ideas, procedimientos, textos oficiales, noticias o datos

	Cuadro III.16 (continuación)

	Patentes
	
	

	Ley Nº 17.164 de 2 de septiembre de 1999  Decreto Nº 11/2000 de 13 de enero de 2000
Cobertura:  Cualquier invención, de producto o procedimiento, que sea nueva, tenga nivel inventivo y sea susceptible de aplicación industrial;  productos farmacéuticos y químicos agrícolas desde el 1° de noviembre de 2001.


	20 años desde la presentación de la solicitud, improrrogables
	No son patentables las plantas, los animales, y los procedimientos esencialmente biológicos, así como las invenciones cuya explotación comercial debe impedirse para proteger el orden público, la moral, la salud o la vida de personas y animales, y preservar los vegetales y el medio ambiente.  

Licencias obligatorias pueden concederse si una patente no ha sido explotada en un plazo de 3 años desde su concesión, o 4 años desde su solicitud, así como por razones de interés público, desarrollo económico, emergencia o seguridad nacional, prácticas anticompetitivas o dependencia de patentes.

	Dibujos y modelos (diseños) industriales
	
	

	Ley Nº 17.164 de 2 de septiembre de 1999  Decreto Nº 11/2000 de 13 de enero de 2000
Cobertura:  Creaciones originales de carácter ornamental que incorporadas o aplicadas a un producto industrial o artesanal, le otorgan una apariencia especial.
	10 años desde la fecha de la presentación de la solicitud, prorrogables por 5 años más
	Protección mediante una patente de diseño industrial.  No podrán ser objeto de una patente de diseño industrial:  los dibujos o modelos industriales que no sean nuevos, que presenten diferencias de carácter secundario con respecto a los modelos o a los diseños anteriores;  que sirvan únicamente a la obtención de efecto técnico, que carezcan de forma definida concreta, que consistan únicamente en un cambio de colorido en diseños ya conocidos;  que importen realizaciones de obras de bellas artes o sean contrarios al orden público y a las buenas costumbres.

	Modelos de utilidad
	
	

	Ley Nº 17.164 de 2 de septiembre de 1999  Decreto Nº 11/2000 de 13 de enero de 2000
Cobertura:  Toda nueva disposición o conformación obtenida o introducida en herramientas, instrumentos de trabajo, utensilios, dispositivos, equipos u otros objetos conocidos, que importen una mejor utilización o un mejor resultado en la función a que están destinados, u otra ventaja para su uso o fabricación.  
	10 años desde la fecha de la presentación de la solicitud, prorrogables por 5 años más
	Protección a través de patente de modelo de utilidad
No pueden ser objeto de protección mediante una solicitud de patente de modelo de utilidad:  los cambios de forma, dimensiones, proporciones o material de un objeto, a no ser que tales cambios modifiquen sus cualidades o funciones;  la simple sustitución de elementos por otros ya conocidos como equivalentes;  los procedimientos;  ni la materia excluida de protección por patente de invención.

	Esquemas de trazados de circuitos integrados
	
	

	A través del registro.  Los esquemas de trazado deben ser originales.
ADPIC (no existe legislación nacional)
	10-20 años desde la fecha de presentación de la solicitud, dependiendo del tipo de patente
	Protección a través de patentes de invención, diseños industriales o derechos de autor



	Marcas de fábrica o de comercio
	
	

	Ley Nº 17.011 de 25 de septiembre de 1998 (Ley de Marcas).  Decreto Nº 34/999 de 3 de febrero de 1999 por el cual se reglamenta la Ley  de Marcas.  Decreto N° 146/2001 de 3 de mayo de 2001 (por el cual se reglamenta el registro de signos sonoros).
Cobertura:  Previo registro, todo signo con aptitud para distinguir los productos o servicios de una persona física o jurídica de los de otra, incluyendo nombres, lemas comerciales, marcas de certificación y marcas colectivas.  El uso no es condición para el mantenimiento del registro de marca (las marcas no caducan).  


	10 años desde su concesión, renovables indefinidamente, por períodos de 10 años

El uso de la marca no es obligatorio 
	No son registrables, entre otros:  a) los símbolos nacionales o departamentales;  b) los signos que reproduzcan o imiten monedas o billetes;  c) las denominaciones de origen, las indicaciones de procedencia y cualquier nombre geográfico que no sea suficientemente original y distintivo respecto a los productos o servicios a los que se aplique, o que su empleo sea susceptible de crear confusión con respecto al origen, procedencia, cualidades o características de los productos o servicios para los cuales se use la marca;  d) formas de productos o envases, cuando reúnan los requisitos para constituir patente;  e) nombres de las variedades vegetales;  g) denominaciones técnicas, comerciales o vulgares.

	Cuadro III.16 (continuación)

	Indicaciones geográficas
	 
	

	Ley Nº 17.011 de 25 de septiembre de 1998 (Ley de Marcas)  
Cobertura:  Constituyen indicaciones geográficas las indicaciones de procedencia y los nombres de origen.  La indicación de procedencia es un nombre geográfico para un producto o servicio que identifica el lugar de extracción, producción o fabricación, en tanto que lugar de procedencia.  La denominación de origen es el nombre geográfico de un país, ciudad, región o localidad que designa un producto o servicio cuyas cualidades o características se deben exclusivamente al medio geográfico, incluidos factores humanos o naturales.  
	Las indicaciones de procedencia gozan de protección sin necesidad de registro.  Las denominaciones de origen se conceden sin plazo. 
	Está prohibido que la indicación geográfica se utilice para identificar productos del mismo género que no sean originarios del lugar designado por la indicación.  Las indicaciones de procedencia gozan de protección sin necesidad de registro.  Las denominaciones de origen se conceden sin plazo.

	Obtenciones vegetales
	
	

	Ley N° 16.580 de 21 de septiembre de 1994, que aprueba el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones de Vegetales, y Ley Nº 16.811 de 21 de febrero de 1997 sobre Obtención, Producción, Circulación y Comercialización Interna y Externa de las Semillas y las Creaciones Fitogenéticas.
Cobertura:  Variedades vegetales nuevas, homogéneas, distinguibles y estables
	De 15 a 20 años, según la especie
	Protección a través de títulos de obtentor


Fuente:
Secretaría de la OMC.

240. El Uruguay es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y parte de varios convenios internacionales relativos a la protección de los derechos de propiedad intelectual (cuadro III.17).  El Uruguay no es parte en el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, ni en el Arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas, ni en el Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid relativo al Registro de Marcas. 

Cuadro III.17
Convenios internacionales sobre propiedad intelectual ratificados por el Uruguay

	Convenio/Convención internacional
	Ley y fecha de ratificación

	Convenio de París (Acta de Estocolmo de 1967)
	Decreto Ley Nº 14.910 de 10 de julio de 1979

	Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC)
	Ley Nº 16.671 de 13 de diciembre de 1994

	Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI)
	Decreto Ley Nº 14.910 de 10 de julio de 1979

	Protocolo de Armonización de Normas de Propiedad Intelectual en el MERCOSUR en materia de Marcas, Indicaciones de Procedencia y Denominaciones de Origen (DEC GMC 8/95)
	Ley N° 17.052 de 14 de diciembre de 1998

	Tratado de Nairobi sobre la protección del símbolo olímpico
	Decreto Ley N° 15.491 de 28 de noviembre de 1983

	Convenio de Roma sobre la protección de los artistas, intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión
	Decreto Ley Nº 14.587 de 19 de octubre de 1976

	Convenio para la protección de los productores de fonogramas contra reproducción no autorizada, Ginebra, 1971
	Decreto Ley Nº 15.012 de 13 de mayo de 1980

	Convenio de Berna para la protección de las obras literarias y artísticas 
	Decreto Ley Nº 14.910 de 10 de julio de 1979

	Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV)
	Ley Nº 988 de 14 de noviembre de 1996

	Arreglo de Locarno, que establece una Clasificación Internacional para los Dibujos y Modelos Industriales 
	Ley N° 17.146 de 9 de agosto de 1999

	Arreglo de Estrasburgo relativo a la Clasificación Internacional de Patentes
	Ley N° 17.146 de 9 de agosto de 1999

	Arreglo de Niza, relativo a la Clasificación Internacional de Productos y Servicios para el Registro de Marcas
	Ley N° 17.146 de 9 de agosto de 1999

	Acuerdo de Viena, por el cual se establece una Clasificación Internacional de los Elementos Figurativos de las Marcas
	Ley N° 17.146 de 9 de agosto de 1999


Fuente:
Notificaciones del Uruguay a la Secretaría de la OMC y a la OMPI.
241. La Dirección Nacional de la Propiedad Industrial (DNPI), es un órgano desconcentrado del MIEM con competencia privativa en materia de propiedad industrial.  La DNPI tiene como cometidos esenciales la administración y protección de los derechos de la propiedad industrial, el registro de las creaciones industriales y de los signos distintivos de la actividad industrial o comercial susceptibles de inscripción (patentes de invención, de diseños y modelos industriales, marcas de fábrica y de comercio, marcas de servicios, colectivas y de certificación, frases publicitarias y denominaciones de origen, así como de las variaciones que se produzcan respecto de la titularidad de los derechos.  La DNPI tiene también como cometido resolver las oposiciones, recursos administrativos y anulaciones, proporcionar información de antecedentes, realizar actividades de información tecnológica, promover la armonización de legislaciones en el MERCOSUR y observar el cumplimiento de convenios y acuerdos internacionales.
  

242. Al Consejo de Derechos de Autor del Ministerio de Educación y Cultura le compete la vigilancia y contraloría de la aplicación de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos, y en particular:  administrar y custodiar los bienes literarios y artísticos incorporados al dominio público y al del Estado;  deducir en vía judicial las acciones civiles y las denuncias criminales, en nombre y representación del Estado;  actuar como árbitro en las diferencias suscitadas en los sindicatos o agrupaciones de autores o productores, cuando fuere designado en tal carácter;  y emitir opinión o dictamen en las controversias que se suscitaren ante las autoridades judiciales y administrativas, sobre la materia vinculadas a la ley de derechos de autor, siempre que les fueren requeridos.

243. El Uruguay aplica, a través de la Ley N° 17.052 de 14 de diciembre de 1998, el Protocolo de Armonización de Normas sobre Propiedad Intelectual en el MERCOSUR, en materia de marcas, indicaciones de procedencia y denominaciones de origen.  Las autoridades indicaron que esta protección es compatible con las normas de la Convención de París para la protección de la Propiedad Industrial (Acta de Estocolmo de 1967) y el ADPIC.  El Protocolo se encuentra en vigencia en el Uruguay y el Paraguay, los cuales lo ratificaron.

b)
Patentes, modelos de utilidad y diseños industriales

244. Desde el último examen en 1998, se ha promulgado una nueva Ley de Patentes:  la Ley Nº 17.164 de 2 de septiembre de 1999 (Ley de Patentes de invención, modelos de utilidad y diseños industriales, vigente desde el 18 de enero de 2000).
  El Decreto N° 11/2000 de 13 de enero de 2000 es el reglamento de la Ley de Patentes.
  La Ley de Patentes amplía la materia patentable a los productos farmacéuticos y a los productos agroquímicos, a partir del 1º de noviembre de 2001.  La nueva legislación derogó la anterior, la Ley Nº 10.089 de 12 diciembre de 1941 sobre protección de las patentes de invención y la Ley Nº 14.549 de 29 de julio de 1976 sobre modelos de utilidad y diseños industriales.
245. La Ley de Patentes garantiza el trato nacional y el derecho de prioridad establecidos en los convenios internacionales ratificados por el Uruguay en materia de patentes.  De acuerdo con la Ley Nº 17.164, son patentables las invenciones nuevas de productos o de procedimientos que supongan una actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial.  La patente de invención tiene un plazo de duración de 20 años, contados a partir de la fecha de la solicitud;  el plazo de los modelos de utilidad y de los diseños industriales es de 10 años, prorrogable por cinco más.  Cuando se reivindique una prioridad extranjera de acuerdo con el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (Decreto-Ley Nº 14.910 de 19 de julio de 1979), el solicitante dispondrá de un plazo de 90 días para agregar un certificado que contenga la fecha de depósito y la copia de la solicitud, expedido por la autoridad que hubiera recibido la misma.  

246. La solicitud de patente se efectúa ante la DNPI;  puede incluir una única invención o varias, siempre que se encuentren relacionadas entre sí en un único concepto inventivo.  Luego de cumplidas las formalidades del caso, la solicitud es publicada en el Boletín de la Propiedad Industrial (BPI) antes de transcurridos 18 meses de su presentación;  la publicación podrá anticiparse a petición del solicitante.  Luego de efectuadas las publicaciones, se establece un plazo de 60 días para que terceros realicen observaciones.  La DNPI efectúa un examen técnico, de fondo, de la solicitud, luego del pago de la tasa de examen correspondiente, dentro de los 120 días de efectuada la publicación.  Las observaciones que puedan surgir deben ser consideradas por el solicitante en un plazo de 90 días.  Cumplidos estos requisitos, se concederá la patente.  En el caso de los diseños industriales, el procedimiento es similar al de las patentes;  sin embargo, la solicitud se publica en el BPI antes de transcurridos 12 meses de su presentación.  

247. La patente confiere a su titular el derecho de impedir que terceros realicen sin su autorización:  (a) en el caso de un producto:  su fabricación, ofrecimiento en venta, venta o utilización, importación o almacenamiento para alguno de estos fines;  (b) en el caso de un procedimiento:  su uso, así como la ejecución de cualquiera de los actos antes indicados respecto de los productos obtenidos por medio de dicho procedimiento.  Los derechos patrimoniales derivados de una patente o de una solicitud de patente son transferibles, total o parcialmente, por sucesión o por acto entre vivos. 

248. La Ley de Patentes permite explícitamente las importaciones paralelas de productos patentados al consagrar la figura del agotamiento internacional del derecho.  
249. El titular o solicitante de una patente puede conceder licencias para la explotación del objeto de la misma;  éstas deben ser registradas en el registro de la DNPI.  La licencia no es exclusiva, pudiendo el licenciante otorgar otras licencias para la explotación de la patente en el país o explotarla por sí mismo.  La Ley de Patentes prohíbe que las licencias contractuales establezcan cláusulas o condiciones que produzcan un efecto negativo en la competencia.

250. La Ley también prescribe la posibilidad de que cualquier interesado pueda solicitar licencias obligatorias, entre otros casos, por falta de explotación, luego de haber transcurrido tres años desde la concesión de la patente o cuatro años desde la fecha de la solicitud.  Pueden además concederse licencias obligatorias en situaciones especiales que pudieran afectar al interés general, la defensa o la seguridad nacional, el desarrollo económico, social y tecnológico de determinados sectores estratégicos para el país, así como en casos de emergencia sanitaria u otras circunstancias similares de interés público, o de falta o insuficiencia de abastecimiento comercial para cubrir las necesidades del mercado interno.  Las licencias obligatorias son concedidas por la DNPI, por resolución expresa, la cual especificará su duración, alcance y condiciones.  La DNPI, por resolución expresa, podrá también conceder licencias obligatorias por razones de prácticas anticompetitivas.  La Ley contempla también la posibilidad de otorgar licencias obligatorias en caso de patentes dependientes, es decir, cuando la invención o modelo de utilidad patentado no pudiera explotarse en el país sin infringir una patente anterior.   

c)
Marcas e indicaciones geográficas
251. El Uruguay ha introducido nueva legislación sobre marcas desde su último examen en 1998.  La Ley Nº 17.011 de 25 de septiembre de 1998 (Ley de Marcas) contiene disposiciones que actualizan la legislación uruguaya para hacerla compatible con sus obligaciones bajo el Acuerdo sobre los ADPIC.  La Ley Nº 17.011 y su reglamento, contenido en el Decreto N° 34.999 de 3 de febrero de 1999 fueron notificados por el Uruguay a la OMC en 2001.
  

252. Para ser protegidas, las marcas deben estar registradas en el Registro de Marcas de la DNPI.  Para ser registradas, las marcas deberán ser claramente diferentes a las que se hallen inscriptas o en trámite de registro.  La protección que acuerda el registro de una marca dura 10 años, y es indefinidamente renovable por períodos iguales, a solicitud del titular o su representante.  La renovación debe solicitarse dentro de los seis meses previos al vencimiento del registro.  El uso de la marca es facultativo;  el derecho concedido por el registro de la marca no se extingue por falta de uso.  Puede solicitarse también el registro de marcas colectivas para diferenciar en el mercado los productos o los servicios de sus miembros, de los productos o los servicios de una asociación de quienes no forman parte de dicha asociación.

253. La Ley estipula que no puede impedirse la libre circulación de los productos marcados, introducidos legítimamente en el comercio por el titular o con la autorización del mismo, fundándose en el registro de la marca.

254. La Ley también regula la concesión de marcas de certificación o de garantía, de parte de organismos estatales o paraestatales competente para realizar actividades de certificación de calidad por cuenta del Estado conforme a sus cometidos, o entidades de derecho privado debidamente autorizada por el órgano competente mencionado.  El registro de una marca de certificación o de garantía tiene una duración indefinida.

255. La Ley de Marcas regula también el uso de nombres comerciales y de indicaciones geográficas;  estas últimas están constituidas por las indicaciones de procedencia y las denominaciones de origen.  Las indicaciones de procedencia gozan de protección sin necesidad de registro, mientras que las denominaciones de origen deben estar registradas en el Registro de Denominaciones de Origen en la DNPI para su protección.  La Ley limita el uso de una indicación de procedencia a los productores y a los prestadores de servicios establecidos en el lugar, mientras que con relación a las denominaciones de origen se exige además el cumplimiento de requisitos de calidad.  Para el registro de denominaciones de origen extranjeras, por aplicación del principio de reciprocidad entre Estados, es necesario que exista un Tratado.

d) Derechos de autor

256. Los derechos de autor en el Uruguay están protegidos por la Ley Nº 9.739 de 1937 o Ley de Derechos de Autor y por la Ley Nº 17.616 de 10 de enero de 2003 sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, la cual modificó sustancialmente varios artículos de la Ley N° 9.739, y por la Ley N° 17.805 de 26 de agosto de 2004.  El Decreto Nº 154/004 (Derechos de Autor, Reglamentación) de 3 de mayo de 2004 reglamenta la Ley Nº 17.616 de 10 de enero de 2003.  Las modificaciones introducidas a la legislación por la Ley Nº 17.616 sobre derechos de autor, y que suponen la adaptación de la normativa uruguaya a los ADPIC, fueron notificadas a la OMC en 2004.
  

257. La Biblioteca Nacional lleva un Registro de los derechos de autor, en el que los interesados pueden inscribir las obras y demás bienes intelectuales protegidos por la Ley de Derechos de Autor.  La inscripción en el Registro es facultativa;  la protección de los derechos de autor es independiente de este registro.  Las controversias que se susciten con motivo de las inscripciones en el Registro son resueltas por el Consejo de Derechos de Autor. 

258. La Ley Nº 17.616 le agregó a la ley anterior disposiciones para proteger los derechos de los artistas, intérpretes y ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de radiodifusión.  Además redefinió y extendió el alcance del derecho de propiedad intelectual sobre las obras protegidas por la Ley N° 9.739, que ahora comprende la facultad exclusiva del autor de enajenar, reproducir, distribuir, publicar, traducir, adaptar, transformar, comunicar o poner a disposición del público las mismas.  También redefinió la cobertura de la protección del derecho de autor, la cual abarca las expresiones pero no las ideas, procedimientos, métodos de operación o conceptos matemáticos en sí.  El concepto de producción intelectual, científica o artística fue ampliado, para comprender toda producción del dominio de la inteligencia.

259. La Ley Nº 17.616 también elevó el plazo de protección de 40 años establecido en los artículos 14, 15 y 40 de la Ley N° 9.739 de 17 de diciembre de 1937, a vida del autor más 50 años.  Para las obras anónimas y seudónimas, el plazo de protección es de 50 años a partir de que la obra haya sido lícitamente hecha accesible al público.  En las obras colectivas el derecho patrimonial se extingue a los 50 años de su primera publicación o a partir de su realización o divulgación autorizada.  Los derechos patrimoniales a favor de productores de fonogramas y organismos de radiodifusión son también de 50 años a partir del 1° de enero del año siguiente al de su publicación, o emisión, respectivamente.  Los derechos de autor son independientes de la propiedad del objeto material en el cual está incorporada la obra y su goce no está subordinado a ninguna formalidad o registro.  La Ley Nº 17.616 introdujo el concepto de derechos conexos, disponiendo que el artista intérprete o ejecutante de una obra literaria o musical, tenga derechos sobre su interpretación o ejecución;  el productor de fonogramas, sobre su fonograma;  y el organismo de radiodifusión sobre sus emisiones.  El agotamiento del derecho de autor es nacional.

260. Los organismos de radiodifusión tienen el derecho exclusivo de autorizar la retransmisión de sus emisiones, y de obtener una remuneración por su comunicación pública cuando se efectúe en lugares a los que el público acceda mediante el pago de un derecho de admisión.  Los artistas intérpretes y ejecutantes y los productores de fonogramas gozan también del derecho a una remuneración por la utilización directa o indirecta para la radiodifusión o para cualquier comunicación al público de los fonogramas publicados con fines comerciales.  La Sociedad Uruguaya de Artistas Intérpretes (SUDE), la Asociación General de Autores del Uruguay (AGADU), la Asociación Nacional de Broadcasters Uruguayos (ANDEBU), y el Comité Uruguayo del Disco (CUD) son las asociaciones encargadas de gestionar los derechos de autor, intérprete o ejecutante en el Uruguay y de distribuir los derechos correspondientes.  

261. La Ley N° 17.805 de 26 de agosto de 2004 reguló la autorización para el uso de artículos periodísticos, revistas u otros medios de comunicación social, confiriéndole al editor o propietario de la publicación el derecho a utilizarlo por una vez, salvo acuerdo contrario.  Además, la Ley presume una cesión de los derechos de los autores en relación de dependencia a favor solamente del empleador para el que trabaja.  Se reconoce a texto expreso que toda vez que se vuelva a publicar total o parcialmente un artículo periodístico, el autor del mismo deberá ser identificado como lo fue la primera vez.  La Ley establece también una extensión análoga de la protección a otras expresiones artísticas (dibujos, chistes, caricaturas, etc.).

e) Otros derechos de propiedad intelectual

262. Las variedades vegetales no son patentables y son protegidas por la Ley Nº 16.580 de 21 de septiembre de 1994 y la Ley Nº 16.811 de 21 de febrero de 1997.  La Ley Nº16.580 de 21 de septiembre de 1994 aprobó la adhesión del Uruguay al Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) y fue notificada a la OMC en 2002.
  La Ley Nº 16.811 de 21 de febrero de 1997 sobre Obtención, Producción, Circulación y Comercialización Interna y Externa de las Semillas y las Creaciones Fitogenéticas, contiene la legislación nacional sobre protección de cultivares y fue notificada a la OMC en 2002.
  Los cultivares deben ser inscritos en el Registro Nacional de Cultivares, llevado por el Instituto Nacional de Semillas.  El Registro de Propiedad de Cultivares tiene como objetivo reconocer y garantizar un derecho al obtentor de una variedad vegetal nueva, mediante la concesión y registro de un título de propiedad, de conformidad con el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales. 

263. La ratificación del Acuerdo sobre los ADPIC incorporó a la legislación uruguaya las disposiciones referidas a circuitos integrados.  No existen otras disposiciones legales al respecto.  Los esquemas de trazado que reúnan los respectivos requisitos para la adquisición de cada tipo de derecho, pueden adquirir protección mediante patentes de invención, diseños industriales, o mediante derechos de autor, o aun a través de las normas sobre competencia desleal.

264. La información no divulgada se protege a través de la normativa de competencia desleal, no existiendo a la fecha previsiones legislativas específicas.

f) Observancia

265. Las actividades realizadas en relación a la observancia corresponden a la esfera judicial.  La Ley Nº 17.616 contiene normativa con respecto a la observancia de derechos de autor, imponiendo penas de entre tres meses y tres años de prisión en caso de infracción de los derechos de autor con fines de lucro y sin la autorización escrita de sus respectivos titulares.  El detentor del derecho puede entablar además acción civil para conseguir el cese de la actividad ilícita, la indemnización por daños y perjuicios y una multa de hasta diez veces el valor del producto en infracción.  

266. La Ley de Derechos de Autor prevé además la aplicación de medidas en frontera.  Cuando la Dirección Nacional de Aduanas o los titulares de los derechos tengan motivos válidos para sospechar que se realiza o prepara la importación al Uruguay de mercancías que hayan sido fabricadas, distribuidas o importadas o estén destinadas a distribuirse, sin autorización del titular del DPI, pueden requerir que se dispongan medidas especiales respecto de tales mercancías.  
267. Los artículos 99 a 102 de la Ley de Patentes dictan disposiciones específicas en la materia de observancia, permitiendo entablar acciones administrativas y civiles contra quien realice actos en violación de derechos de patente.  La Ley de Patentes también contiene disposiciones penales en materia de patentes, las que establecen una pena de entre seis meses de prisión a tres años de penitenciaría para todo aquel que defraudare alguno de los derechos protegidos por patentes, además del decomiso de los objetos elaborados en infracción o utilizados en su fabricación.  

268. Los artículos 87 y 88 de la Ley de Marcas Nº 17.011 permiten entablar acciones por daños y perjuicios y prohíben el uso de marcas en contravención de la norma vigente, estipulando los procedimientos judiciales para lograr la observancia en esta materia.  Los artículos 81 a 86 de la Ley N° 17.011 contienen disposiciones penales en materia de marcas, estableciéndose penas de entre seis meses de prisión a tres años de penitenciaría, pudiendo además ser destruidos o inutilizados los instrumentos usados para la ejecución del ilícito penal así como decomisadas y destruidas las mercaderías incautadas en infracción. 

� Con arreglo al artículo 26 del Decreto Nº 312/998 de 3 de noviembre de 1998, cualquier referencia de la normativa vigente al Documento Único de Importación o permiso de importación en las operaciones de importación o admisión temporaria o al Documento Único de Exportación o permiso de exportación en las operaciones de exportación, se entienden hechas al DUA.


� Mercaderías con carácter comercial (animales vivos; productos comestibles del reino animal o vegetal, frescos, refrigerados o congelados;  flores frescas (ítem 0603.10.00 de la NCM);  cierto material biológico o farmacéutico;  material radiactivo, tóxico, inflamable o explosivo;  prensa de publicación diaria (ítem 4902.10.00));  armas, explosivos, municiones y material de uso militar;  cualquier otra mercadería que como consecuencia de catástrofes naturales o emergencias nacionales sea autorizada en ocasión de las mismas;  y mercadería a granel, arribada por vía marítima (solo, cuando por necesidades operativas de la descarga de la nave, deba iniciarse ésta fuera de los horarios o días hábiles de apertura de las oficinas de la Aduana).


� Decreto Nº 113/002 de 1º de abril de 2002 y Decreto N° 95/003 de 13 de marzo de 2003.


� Están excluidos de esta prescripción los productos enumerados en el anexo I (es decir:  ciertos productos de los capítulos 09, 10, 11, 17, 23, 24, 29, 30, 32, 39, 40, 41, 44, 47, 48, 51, 70, 72, 73, 79, 85 y 87).  Fuente:  Decreto Nº 113/002 de 1º de abril de 2002. 


� CIU (2001).


� Procedimientos por Contrabando.  Disponible en:  http://www.presidencia.gub.uy/noticias/ contrabando/2001/SETIEMBRE/31%20agosto%20al%207%20setiembre.htm.


� Documentos de la OMC G/VAL/N/1/URY/1 y G/VAL/N/2/URY/1, de 19 de enero de 2001 y 19 de abril de 2001, respectivamente.


� Documento de la OMC G/VAL/W/55, de 22 de diciembre de 1999.


� Documentos de la OMC G/VAL/W/55/Add.1/Rev.1 y WT/L/354, de 2 de marzo de 2005 y de 8 de mayo de 2000, respectivamente.


� Documentos de la OMC G/VAL/W/55 y G/VAL/W/55/Add.1/Rev.1, de 22 de diciembre de 1999 y 2 de marzo de 2005, respectivamente.  Se aplicaban precios mínimos a productos correspondientes a la partida 1701 del Sistema Armonizado (azúcar, cuatro líneas arancelarias) y los capítulos 52, 54, 55 (textiles, 45 líneas arancelarias) y 60 a 63 (confecciones, 73 líneas arancelarias).


� OMC (1998).


� Normas sobre valoración en aduana, ALADI/CR/Resolución 226 de 5 de marzo de 1997, artículo 8.


� Decreto Nº 567/994 de 29 de diciembre de 1994.


� O/D Nº 82/96, de 12 de septiembre de 1996 (que recoge la Decisión 4.1 (Valoración de los Soportes Informáticos con Software para Equipos de Proceso de Datos) del Comité de Valoración en Aduana de la OMC).


� Resolución Nº 78 y Acuerdo 91 del Comité de Representantes.


� Documento de la OMC G/RO/N/5, de 1º de noviembre de 1995.


� Documento de la OMC G/RO/N/12, de 1º de octubre de 1996.


� Resoluciones de la ALADI Nº 78, de 24 de noviembre de 1987 y Nº 252, de 4 de agosto de 1999.


� Brasil y Argentina, en su comercio recíproco, continúan aplicando el valor agregado regional del 60 por ciento.


� Ministerio de Economía y Finanzas (2005).


� Decisión Nº 15/97 del MERCOSUR y Decreto Nº 2.376, de 12 de noviembre 1997.


� MERCOSUR, Decisión del Consejo del Mercado Común, N° 38/05.


� Decisión Nº 68/00 del MERCOSUR ampliada por la Decisión Nº 31/03 del MERCOSUR (disponible en:  http://www.mercosur.org.uy/pagina1esp.htm) y Decreto Nº 145/004, de 5 de mayo de 2004.


� MERCOSUR, Decisiones del Consejo del Mercado Común, Nº 34/03 y 40/05.


� La exención comprende la importación de animales vivos y productos del reino animal y vegetal, materias primas, productos semielaborados, máquinas, aparatos y equipos y sus repuestos y accesorios.  Quedan excluidas de la exención las importaciones de vehículos automotores nuevos y usados.


� Documento de la OMC G/SP/5, de 19 de octubre de 1994.


� LATU, Circular Externa N° 513 de 29 de abril de 2004.


� Ibid., artículos 25 y 26.


� Ley N° 15.939, de 28 de diciembre de 1988.  Los beneficios de la Ley Forestal rigen durante 15 años contados desde la fecha de promulgación de la Ley, pero este plazo puede ser prorrogado.


� DNA, O/D N° 125/2003 de 8 de diciembre de 2003.


� En el marco de la ALADI, los países se clasifican en tres grupos según su desarrollo económico:  países de menor desarrollo económico relativo (Bolivia, el Ecuador y el Paraguay);  países de desarrollo intermedio (Colombia, Chile, el Perú, el Uruguay y Venezuela);  y otros países miembros (la Argentina, el Brasil y México).


� Las listas completas de productos y las reducciones arancelarias pueden consultarse en:  http://www.sice.oas.org/Trade/msch/mschind.asp.


� Los países miembros son la Argentina, Bolivia, el Brasil, Chile, Colombia, Cuba, el Ecuador, México, el Paraguay, el Perú, el Uruguay y Venezuela.  


� Hay 53 líneas arancelarias que están sujetas a un arancel superior al 0 por ciento;  corresponden al azúcar (SA 170191 y 170199) y a los vehículos de motor (capítulo 87 del SA).


� Circular N° 98/23, de 9 de julio de 1993, y Resolución del BROU de 28 de agosto de 1996.


� Decreto reglamentario de la Ley N° 17.453, de 28 de febrero de 2002.


� Ministerio de Economía y Finanzas (2005).


� Decreto N° 220/988 de 12 de agosto de 1988, Decreto N° 49/001 de 22 de febrero de 2001, Decreto N° 62/003 de 13 de febrero de 2003, Decreto N° 74/003 de 21 de febrero de 2003 y Decreto N° 248/003 de 18 de junio de 2003.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 10, Impuesto al Valor Agregado (1996), artículo 8.


� Decreto Nº 220/998 de 12 de agosto de 1998, modificado por el Decreto Nº 323/002 de 21 de agosto de 2002.


� Decreto Nº 95/002 de 19 de marzo de 2002.


� Decreto N° 148/002 de 29/04/02 y MEF, Decreto Nº 531/003 de 23 de diciembre de 2003 (modificación del artículo 6 del Decreto Nº 148/002).


� Decreto Nº 165 de 13 de mayo de 2004.  Los valores fictos los fijó el MEF en su Resolución de 14 de mayo de 2004.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva,  Título 10, Impuesto al Valor Agregado (1996), artículos 68 y 69.


� Ministerio de Economía y Finanzas (2005).


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 11, Impuesto Específico Interno, artículo 1.


� Información en línea de la ALADI, Impuesto Específico Interno (IMESI).  Disponible en:  http://www.aladi.org.uy/nsfaladi/normimp.nsf/d5e71474abff0de603256aa8005068af/6076356080d3e88483256930007016b0?OpenDocument.


� Decreto N° 49/01 de 22 de febrero de 2001 y Decreto Nº 505/001 de 12 de diciembre de 2001.


� Documento de la OMC WT/DS261/4, de 4 de abril de 2003.


� Documento de la OMC WT/DS261/7, de 14 de enero de 2004, Decreto N° 142/003 de 11 de abril de 2003, y Decreto Nº 141/004 de 29 de abril de 2004.


� Ministerio de Economía y Finanzas (2005).


� Lanas y cueros ovinos y bovinos, ganado bovino y ovino, ganado suino, cereales y oleaginosos, leche, productos derivados de la avicultura, productos derivados de la apicultura, productos derivados de la cunicultura, flores y semillas, productos hortícolas y frutícolas y productos citrícolas.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Título 9, Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (1996).


� Ministerio de Economía y Finanzas (2005). 


� Están comprendidos en tal concepto los productos agropecuarios que hayan sufrido manipulaciones o transformaciones que impliquen un proceso industrial, salvo que sean necesarias para la conservación del producto en estado natural o para su envasado.


� Ley 17.345 de 31 de mayo de 2001.


� Texto Ordenado de la Dirección General Impositiva, Impuesto de Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS).


� Ministerio de Economía y Finanzas (2005). 


� Ley Nº 14.294 de 31 de octubre de 1974 y Decreto N° 454/76 de 4 de julio de 1976.


� Documentos de la OMC G/LIC/N/1/URY/2 y G/LIC/N/1/URY/3, de 9 de febrero de 2001 y 25 de septiembre de 2001, respectivamente.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005.


� Documento de la OMC G/LIC/N/1/URY/1, de 4 de octubre de 1996.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/URY/3, de 27 de julio de 2005.


� Ibid.  La UR es un valor que se ajusta sobre la base del índice medio de salarios calculado por el Instituto Nacional de Estadística.


� Ibid.


� Documento de la OMC G/SCM/N/1/URY/1, de 27 de marzo de 1995.


� Documentos de la OMC G/SCM/N/40/Add.1/Rev.8, de 7 de abril de 2005;  G/SCM/N/47/Add.1/Rev.7, de 18 de octubre de 2002;  G/SCM/N/52/Add.1/Rev.5, de 18 de octubre de 2005; G/SCM/N/56/Add.1/Rev.5, de 1º de mayo de 2003; G/SCM/N/62/Add.1/Rev.4, de 18 de octubre de 2002;  G/SCM/N/68/Add.1/Rev.3, de 18 de octubre de 2002; G/SCM/N/75/Add.1/Rev.4, de 24 de octubre de 2003;  G/SCM/N/81/Add.1/Rev.4, de 27 de abril de 2004; G/SCM/N/87/Add.1/Rev.3, de 27 de abril de 2004;  y G/SCM/N/93/Add.1/Rev.3, de 7 de abril de 2005.


� Documento de la OMC G/ADP/N/1/URY/1, de 24 de marzo de 1995.


� Documento de la OMC G/ADP/N/1/URY/2, de 5 de diciembre de 1996.


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/URY/7 y G/SCM/Q1/URY/7, de 18 de julio de 1997 (preguntas) y G/ADP/Q1/URY/8 y G/SCM/Q1/URY/8, de 31 de julio de 1997 (respuestas).


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/URY/5 y G/SCM/Q1/URY/5, de 14 de abril de 1997 (preguntas) y G/ADP/Q1/URY/8 y G/SCM/Q1/URY/8, de 31 de julio de 1997 (respuestas).


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/URY/3 y G/SCM/Q1/URY/3, de 14 de abril de 1997 (preguntas) y G/ADP/Q1/URY/8 y G/SCM/Q1/URY/8, de 31 de julio de 1997 (respuestas).


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/URY/6 y G/SCM/Q1/URY/6, de 14 de abril de 1997 (preguntas) y G/ADP/Q1/URY/8 y G/SCM/Q1/URY/8, de 31 de julio de 1997 (respuestas).


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/URY/4 y G/SCM/Q1/URY/4, de 23 de abril de 1997 (preguntas) y G/ADP/Q1/URY/8 y G/SCM/Q1/URY/8, de 31 de julio de 1997 (respuestas).


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/URY/2 y G/SCM/Q1/URY/2, de 14 de abril de 1997 (preguntas) y G/ADP/Q1/URY/8, de 31 de julio de 1997 (respuestas).


� Documentos de la OMC G/ADP/N/1/URY/2/Suppl.1 y G/SCM/N/1/URY/1/Suppl.1, de 21 de diciembre de 2001.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/14/Add.20 y G/SCM/N/18/Add.20, de 19 de abril de 2005.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/72/URY, de 16 de febrero de 2001, y G/ADP/N/78/URY, de 14 de agosto de 2001.


� Documentos de la OMC G/ADP/N/78/URY, de 14 de agosto de 2001, G/ADP/N/85/URY, de 30 de enero de 2002, y G/ADP/N/98/URY, de 16 de julio de 2003.


� Resolución N° 949/001, de 19 de julio de 2001, y documento de la OMC G/ADP/N/85/URY, de 30 de enero de 2002.


� Resolución N° 1.769/002, de 20 de octubre de 2002, y documento de la OMC G/ADP/N/98/URY, de 16 de julio de 2003.


� Resolución N° 566/003, de 15 de mayo de 2003.


� Documento de la OMC G/SG/N/URY/1, de 3 de abril de 1995.


� Documentos de la OMC G/SG/N/1/URY/1/Suppl.1, de 6 de abril de 1999.


� Documentos de la OMC G/SG/Q1/URY/1, de 5 de octubre de 1999 (preguntas) y G/SG/Q1/URY/2, de 8 de noviembre de 1999 (respuestas).


� Documento G/TMB/N/11 de la OMC, de 2 de marzo de 1995.


� Lista XXXI - Uruguay.


� Documentos de la OMC G/AG/N/URY/17, de 6 de julio de 1999, G/AG/N/URY/21, de 25 de septiembre de 2000, G/AG/N/URY/23, de 12 de junio de 2002, G/AG/N/URY/25, de 26 de junio de 2003, y G/AG/N/URY/28, de 16 de junio de 2004.


� Decisión Nº 17/96 del MERCOSUR, "Reglamento relativo a la aplicación de medidas de salvaguardia a las importaciones provenientes de países no miembros del MERCOSUR".


� Los productos figuran enumerados en el anexo del Decreto N° 394/000 y corresponden a partidas de los capítulos 52, 54, 55, 60, 6, 162 y 63.


� Decreto Nº 394/000 de 27 de diciembre de 2000.


� Decreto Nº 137/002, de 18 de abril de 2002, Decreto N° 2/003 de 2 de enero de 2003, y Decreto N° 261/003, de 30 de junio de 2003.


� Dirección Nacional de Aduanas, Orden del Día Nº 63/2002, de 30 de Mayo de 2002.  Los productos corresponden a los capítulos 15, 19, 21, 25, 32, 33, 34, 39, 48, 72, 73, 83 y 94 del SA.  


� En relación con los cambios, véase Dirección Nacional de Aduanas, Órdenes del Día, 2002-2005, disponible en línea en:  http://www.aduanas.gub.uy.


� Dichos productos corresponden a los capítulos 17, 18, 19, 21, 32, 33, 34, 39, 48 y 85 del SA.


� Dirección Nacional de Aduanas, Orden del Día Nº 77/2003, de 9 de julio de 2003.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/82, de 20 de octubre de 1997.


� Consejo Mundial para la Calidad, Comisión Panamericana de Normas Técnicas (COPANT), Organización Internacional de Normalización (ISO), Comisión Electrotécnica Internacional (CEI), Asociación Mercosur de Normalización (AMN) y Occupational Health and Safety Assessment Series (OHSAS).  UNIT, Representatividad Internacional,  disponible en:  http://www.unit.org.uy/Acerca/repres.asp.


� Documento de la OMC G/TBT/CS/2/Rev.11, de 4 de marzo de 2005.


� Documento de la OMC G/TBT/ENQ/26, de 7 de marzo de 2005.


� Documentos de la OMC G/TBT/Notif.99.37, de 5 de febrero de 1999, y G/TBT/N/URY/1, de 4 de noviembre de 2003.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.54, de 26 de mayo de 1999.


� Ibid.


� Decreto N° 285 de 13 de agosto de 1997.


� LATU, Sector Metrología Científica e Industrial, disponible en línea en:  http://www.latu.org.uy/ portal/page?_pageid=354,230672&_dad=portal&_schema=PORTAL&df_cod_sector=MET.


� LATU Sistemas S.A. es una organización coligada a la Asociación Austríaca para la Calidad (ÖVQ), miembro de la European Organization for Quality (EOQ);  está acreditado por el OUA.


� Información en línea del UNIT, Normalización.  Disponible en:  http://www.unit.org.uy/ Normalizacion/index.asp.


� ASTM International se conoció antes con el nombre de American Society for Testing and Materials.


� Información en línea del UNIT, Normalización.  Disponible en:  http://www.unit.org.uy/ Normalizacion/index.asp.


� Información en línea del UNIT, Acerca de UNIT.  Disponible en:  http://www.unit.org.uy/Acerca/ activ.asp.


� Información en línea del UNIT, Catálogo de normas.  Disponible en:  http://www.unit.org.uy/ Catalogo/catalogo_02.asp.


� Los campos de actividad del UNIT incluyen:  generales, unidades y símbolos;  gestión de la calidad;  gestión ambiental;  gestión de la prevención de riesgos laborales;  dibujo técnico;  accesibilidad al medio físico;  materiales para la construcción;  recipientes a presión;  combustibles;  material contra incendios;  suelos;  electrotecnia;  textiles;  sanitarias y tuberías;  seguridad de equipos;  protección personal;  cálculo de estructuras;  maderas, celulosas, papeles y cartones;  bebidas alcohólicas;  productos alimenticios (aceite, carne, harina, etc.);  metales (ferrosos y no ferrosos);  fertilizantes;  productos para la alimentación animal;  espuma de poliuretano;  materiales bituminosos;  microbiología;  goma;  industria del cuero;  artículos de limpieza;  pigmentos, pinturas y solventes; y agua potable.  Información en línea del UNIT, Áreas de normalización.  Disponible en línea en:  http://www.unit.org.uy/Normalizacion/areas_normalizac.asp.


� Información en línea del UNIT, Normalización.  Disponible en:  http://www.unit.org.uy/ Normalizacion/index.asp.


� Información en línea de ANTEL, Condiciones Necesarias de Homologación.  Disponible en:  http://www.antel.com.uy/portal/hgxpp001.aspx?2,373,913,O,S,0,MNU;E;293;2;MNU.


� Reglamento de Seguridad del Equipamiento Eléctrico de Baja Tensión (Resoluciones UREE s/n de 11 de octubre de 2002,  N° 6/003 de 20 de mayo de 2003, N° 8/003 de 6 de junio de 2003, N° 27/004 de 18 de octubre de 2004, y N° 21/005 de 10 de marzo de 2005);  Reglamento del Sistema de Medición Comercial (SMEC) (Resolución UREE N° 14/002 de 27 de noviembre de 2002), Reglamento de Calidad del Servicio de Distribución de Energía Eléctrica (Resoluciones UREE N° 29/003 de 24 de diciembre de 2003 y N° 5/005 de 17 de enero de 2005).


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.54, de 26 de mayo de 1999.


� El LATU otorga también Certificados de Calidad a productos de exportación.


� OMC (1998).


� Información en línea de la AMN.  Disponible en:  http://www.amn.org.br.


� Documentos de la OMC G/SPS/ENQ/18, de 20 de diciembre de 2004, y G/SPS/NNA/8, de 20 de diciembre de 2004.


� Documentos de la OMC G/SPS/N/URY/3/Rev.1, de 14 de julio de 1999;  G/SPS/N/URY/4, de 16 de enero de 2001;  y G/SPS/N/URY/5/Rev.1, de 1º de octubre de 2002.


� OMC (1998). 


� Ibid.


� Decreto N° 315/994 de 5 de julio de 1994, que incorpora las normas en materia alimentaria acordadas a nivel del MERCOSUR.


� Se requiere un certificado sanitario o fitosanitario para los envíos de frutas frescas, plantas, semillas, patatas (papas), partes de plantas, tabaco en rama, todos los animales vivos, carne vacuna, carnes preparadas, leche y productos lácteos, pescado, marisco, moluscos, aves de corral y todos los productos de naturaleza similar.  


� Resolución de la Dirección General de Servicios Ganaderos de 15 de enero de 1996;  Decreto Nº 139/996 de 17 de abril de 1996;  Decreto Nº 374/996 de 24 de septiembre de 1996;  Decreto Nº 313/997 de 26 de agosto de 1997;  Resolución de la DGSG Nº 23/002 de 7 mayo de 2002;  Resolución del MGAP s/n de 4 de julio de 2002;  Resolución conjunta DGSA/DGSG de 7 enero de 2003;  Decreto Nº 128/004 de 15 de abril de 2004;  Decreto Nº 236/004 de 12 de julio de 2004;  y Decreto Nº 241/004 de 14 de julio de 2004.


� Ley Nº 12.937 de 9 de noviembre de 1961;  Decreto N° 79/984 de 22 de febrero de 1984;  Decreto N° 607/985 de 6 de noviembre de 1985;  Ley N° 16.462 de 11 de enero de 1994;  Decreto N° 265/998 de 23 de septiembre de 1998;  Decreto N° 22/996 de 30 de diciembre de 1996;  Decreto N° 20/998 de 22 de enero de 1998;  Decreto Nº 432/002 de 6 de noviembre de 2002;  Resolución de la DGSG N° 57 de 12 de noviembre de 2002;  Resolución de la DGSG N° 60 de 12 de noviembre de 2002;  Ley Nº 17.730 de 31 de diciembre de 2003;  Decreto Nº 82/004 de 3 de marzo de 2004;  Decreto Nº 25/005 de 11 de enero de 2005;  Resolución de la DGSG N° 46 de 2 de agosto de 2004;  Resolución de la DGSG N° 31 de 14 de mayo de 2005;  Decreto Nº 135/005 de 11 de abril de 2005;  Resolución de la DGSG N° 43 de 3 de mayo de 2005;  Resolución de la DGSG N° 45 de 19 de mayo de 2005;  y Resolución de la DGSG N° 72/005 de 19 de julio de 2005.


� Resolución Nº 47 de 15 de abril de 1993 del INAC.


� Uruguay XXI, Trámite de Exportación.  Disponible en:  http://www.uruguayxxi.gub.uy. 


� De acuerdo con el artículo 26 del Decreto N° 312/998 de 3 de noviembre de 1998, cualquier referencia de la normativa vigente a un Documento Único de Importación o permiso de importación en las operaciones de importación o admisión temporaria o a un Documento Único de Exportación o permiso de exportación en las operaciones de exportación, se entiende como una referencia hecha al DUA.


� De acuerdo a la Orden del Día N° 22/03, éstos son las resoluciones, certificados o autorizaciones que se requieran en función de la naturaleza de las mercaderías, tales como por ejemplo los Certificados del MSP.  


� Dirección Nacional de Aduanas, O/D N° 22/2003, de 7 de febrero de 2003.


� Uruguay XXI, Trámite de Exportación.  Disponible en:  http://www.uruguayxxi.gub.uy/pdf/Tramite %20de%20Importacion.pdf.


� Información en línea de la DNA, Nuevo Procedimiento de Exportación: Expo PYMES.  Disponible en:  http://www.aduanas.gub.uy/procedimientos/ExpoPymes/ProcedimientoExpoPymes.htm.


� Texto Ordenado de la DGI, Título 18,  Impuesto para el Fondo de Inspección Sanitaria.


� Decreto N° 241/000 de 21 de agosto de 2000.


� Documento de la OMC G/SCM/N/74/URY, de 10 de enero de 2002.


� Documento de la OMC G/SCM/92/Add.3, de 31 de octubre de 2005.


� Documentos de la OMC G/AG/N/URY/20, de 25 de septiembre de 2000;  G/AG/N/URY/22, de 12 de junio de 2002;  G/AG/N/URY/24, de 26 de junio de 2003;  y  G/AG/N/URY/29, de 6 de agosto de 2004.


� Ley N° 13.268 de 9 de julio de 1964, Ley N° 16.492 de 2 de junio de 1994, Decreto N° 393/991 de 29 de julio de 1991, y  Decreto N° 558/994 de 21 de diciembre de 1994. 


� Decreto N° 487/997 de 31 de diciembre de 1997.


� Decreto N° 333/991 de 29 de julio de 1991.


� Estos servicios incluyen: Centro Internacional de Llamadas (el número de llamadas, entradas y salidas, de los servicios telefónicos brindados por los Centros Internacionales de Llamadas con destino al territorio nacional debe ser inferior al 50 por ciento de las llamadas totales de los servicios telefónicos brindados);  casillas de correo electrónico;  educación a distancia;  y emisión de certificados de firma electrónica (Ley N° 17.292 de 25 de enero de 2001 y Decreto N° 71/001 de 23 de febrero de 2001).  Los servicios que anteceden recibirán el mismo tratamiento tributario que los servicios prestados desde el exterior ya sea en lo que refiere al prestador, así como a la deductibilidad del mismo por el prestatario.


� Decreto Reglamentario N° 454/88 de 8 de julio de 1988.  No están exonerados del IRIC los dividendos o utilidades acreditados o pagados a personas físicas o jurídicas domiciliadas en el exterior, cuando se hallen gravados en el país de domicilio del titular y exista crédito fiscal en el mismo por impuesto abonado en el Uruguay.


� OMC (1998).


� Decisión 08/94 del MERCOSUR.


� Protocolo Adicional del ACE N° 18.


� Cuadragésimo Quinto Protocolo Adicional del ACE N° 18 de 25 de junio de 2003.


� Información en línea del BID, IDB Approves Partial Credit Guarantee to ABN AMRO Uruguay for up to $22.5 Million for a Trade Finance Facility.  Disponible en:  http://www.iadb.org/NEWS/Display/ PRView.cfm?PR_Num= 286_ 04&Language=English.


� Información en línea del BSE, Crédito a la Exportación.  Disponible en:  http://www.bse.com.uy/ productos/Creditos_a_la_Exportacion/.


� Información en línea del MRREE, Dirección de Programación Comercial, ¿Quiénes somos?  Disponible en:  http://dpc.mrree.gub.uy/MQuienesSomos.asp.


� Información en línea del MIEM, Fomento a la Actividad Empresarial Uruguaya - Apoyo al Sector de Pequeñas y Medianas Empresas para Facilitar el Acceso a los Mercados de Exportación.  Disponible en:  http://dinapyme-redsur.mailcom.net/onudi.htm.


� Información en línea del LATU, Alerta Exportador.  Disponible en:  http://www.latu.org.uy/ alertaexportador/.


� Información en línea de Uruguay XXI, ¿Quiénes Somos?  Disponible en:  http://www.uruguayxxi. gub.uy.


� Información en línea de la DGI del MEF.  La información detallada sobre cada impuesto y la legislación que lo respalda puede encontrarse en:  http://www.dgi.gub.uy/Detailed/422.html.


� La Unidad Reajustable (UR) es una unidad de cuenta ajustada mensualmente.  En noviembre de 2005, una UR era equivalente a UR$270,88 (unos 11,30 dólares de los EE.UU.).  El Instituto Nacional de Estadística mantiene estadísticas actualizadas al respecto, disponibles en:  http://www.ine.gub.uy/banco%20 de%20datos/Unidad%20Reajustable/OI%20UR.xls.


� Información en línea del MEF, Dirección General de Comercio, Área de Defensa del Consumidor.  Disponible en:  http://www.defcon.gub.uy/informacion/index.php?SectionCode= MENU&IndexId=56.


� Información disponible en:  http://www.defcon.gub.uy/informacion/.


� Se consideran elegibles los proyectos en servicios agropecuarios, cuando cumplan con al menos uno de tres requisitos:  aumenten la oferta en servicios insuficientes o deficitarios, en cantidad o calidad;  aumenten la competitividad de la cadena agroindustrial;  o generen valor agregado nacional, con énfasis en el empleo.  También son elegibles los servicios significativos para la actividad industrial, directamente vinculados al proceso productivo.  En cuanto a las actividades comerciales, sólo son elegibles aquéllas que formen parte de un proyecto cuya actividad principal sea de índole agropecuaria o industrial, que sean de carácter mayorista, y que constituyan un complemento importante de la actividad principal.  Ver:  COMAP (Ley N° 16.906 de 7 de enero de 1998), Criterios Básicos Generales en los que se fundamentan las actuaciones de la Comisión a efectos de su asesoramiento al Poder Ejecutivo para los proyectos contemplados en la Ley, vigentes a partir del 10 de diciembre de 2003.


� Estas normas incluyen los Decretos N° 154/003 de 11 de abril de 2003, N° 175/003 de 7 de mayo de 2003, N° 338/003 de 19 de agosto de 2003, N° 508/003 de 10 de diciembre de 2003, N° 515/003 de 11 de diciembre de 2003, N° 15/004 de 20 de enero de 2004, N° 292/004 de 11 de agosto de 2004, N° 350/004 de 29 de septiembre de 2004, Nos 291/001, 292/001y 293/001 de 25 de julio de 2001, N° 84/999 de 24 de marzo de 1999, y N° 387/000 de 28 de diciembre de 2000.


� Documento de la OMC G/SCM/N/95/URY, de 6 de agosto de 2003.


� Documento de la OMC G/STR/N/1/URY, de 25 de julio de 1995.


� Documento de la OMC G/STR/N/3/URY, de 28 de enero de 1998.


� Más información sobre las actividades de esta dependencia puede encontrarse en:  http://www.comprasestatales.gub.uy/index.php.  Este sitio centraliza la información relativa a las licitaciones de los diferentes organismos públicos.


� Ley Nº 16.170 de 28 de diciembre de 1990, en la que se dispuso que el margen de preferencia establecido en 1991, que era de un 40 por ciento, debía reducirse a un 10 por ciento para 1992.


� Las disposiciones de los Acuerdos de la OMC fueron ratificados por la Ley Nº 16.671 de 13 de diciembre de 1994.


� Documentos de la OMC IP/Q/URY/1, IP/Q2/URY/1, IP/Q3/URY/1, IP/Q4/URY/1, de 23 de enero de 2002 y de 18 de mayo de 2004, respectivamente.


� Información en línea de la DNPI.  Disponible en:  http://dnpi.gub.uy/sp/indice.htm.


� Ley notificada a la OMC en el documento IP/N/1/URY/I/1, de 3 de octubre de 2001.


� Notificado a la OMC en el documento IP/N/1/URY/I/4, de 3 de octubre de 2001.


� Entre ellas, la Ley señala las que produzcan:  (a) efectos perjudiciales para el comercio;  (b) condiciones exclusivas de retrocesión;  (c) impedimentos a la impugnación de la validez de las patentes o licencias dependientes;  (d) limitaciones al licenciatario en el plano comercial o industrial, no derivadas de los derechos conferidos por la patente;  (e) limitaciones a la exportación del producto protegido por la patente hacia países con los que existiera un acuerdo para establecer una zona de integración económica y comercial.


� Documentos de la OMC IP/N/1/URY/I/2 e IP/N/1/URY/I/3, de 3 de octubre de 2001.


� Documentos de la OMC IP/N/1/URY/C/1, de 11 de junio de 2002 e IP/N/1/URY/C/1/Add.1, de 31 de agosto de 2004.


� Documento de la OMC IP/N/1/URY/P/3, de 14 de junio de 2002.


� Documento de la OMC IP/N/1/URY/P/2, de 14 de junio de 2002.





